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I.- PRINCIPIOS DEL DERECHO CONSTITUCIONAL. - 

1. Discurso Sobre “El Principio De Limitación” 

Muy buenos días, profesor y compañeros. 

En esta oportunidad voy a desarrollar el tema denominado Principio de Limitación, uno de los 

principios fundamentales del Derecho Constitucional moderno y del Estado Constitucional de 

Derecho. Este principio tiene una gran importancia porque establece que tanto el poder público 

como los derechos de los particulares deben ejercerse dentro de ciertos límites establecidos por la 

Constitución y las leyes. 

La existencia de límites constituye una garantía indispensable para la convivencia social y para la 

protección de los derechos fundamentales. Si no existieran límites jurídicos, tanto las autoridades 

como los ciudadanos podrían actuar arbitrariamente, generando conflictos, abusos e inseguridad 

jurídica. Por ello, el principio de limitación busca mantener un equilibrio entre el ejercicio del 

poder estatal y el ejercicio de los derechos individuales. 

En primer lugar, debemos referirnos a la limitación al poder público. Este aspecto del principio de 

limitación surge de la necesidad de evitar que las autoridades ejerzan el poder de manera absoluta 

o arbitraria. En un Estado democrático, los gobernantes no poseen un poder ilimitado, sino que 

deben actuar conforme a las competencias que la Constitución y las leyes les han otorgado. 

La Constitución Política del Perú establece que todas las autoridades están sometidas al 

ordenamiento jurídico. Esto significa que ningún funcionario público puede actuar según su 

voluntad personal ni adoptar decisiones que excedan las facultades que le han sido conferidas por 

la ley. El ejercicio del poder debe realizarse siempre dentro del marco constitucional. 

La limitación al poder público se manifiesta a través de diversos mecanismos. Uno de los más 

importantes es el principio de legalidad, según el cual toda actuación estatal debe encontrarse 

respaldada por una norma jurídica. Las autoridades solo pueden hacer aquello que la ley les permite 

expresamente realizar. Si actúan fuera de sus competencias, sus actos pueden ser declarados 

inválidos o inconstitucionales. 
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Otro mecanismo fundamental es la separación de poderes. La Constitución distribuye las funciones 

estatales entre el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo y el Poder Judicial. Esta división tiene como 

finalidad evitar la concentración del poder en una sola autoridad y garantizar que exista un sistema 

de control recíproco entre los distintos órganos del Estado. Gracias a esta estructura, se fortalece 

la democracia y se previenen posibles abusos de poder. 

Asimismo, el Tribunal Constitucional cumple una función esencial en la limitación del poder 

público. Como máximo intérprete de la Constitución, tiene la facultad de controlar que las leyes y 

actos de las autoridades respeten los principios y derechos constitucionales. Cuando una autoridad 

vulnera derechos fundamentales o actúa fuera del marco constitucional, los ciudadanos pueden 

recurrir a los procesos constitucionales para obtener protección jurídica. 

La limitación al poder público constituye, por tanto, una garantía para todos los ciudadanos, ya 

que impide que el Estado actúe arbitrariamente y asegura que el ejercicio de la autoridad se 

encuentre siempre subordinado al respeto de la Constitución. 

Por otro lado, el principio de limitación también comprende la limitación a los derechos 

particulares. Aunque los derechos fundamentales son esenciales para la protección de la dignidad 

humana, ello no significa que puedan ejercerse de manera absoluta. Ningún derecho es ilimitado 

porque vivimos en sociedad y porque los derechos de una persona deben coexistir con los derechos 

de las demás. 

La Constitución reconoce diversos derechos fundamentales, como la libertad de expresión, la 

libertad de tránsito, el derecho de propiedad, la libertad de reunión y el derecho a la intimidad, 

entre otros. Sin embargo, el ejercicio de estos derechos encuentra límites cuando puede afectar 

derechos ajenos o bienes jurídicos protegidos por el ordenamiento constitucional. 

Por ejemplo, el derecho a la libertad de expresión permite a toda persona expresar libremente sus 

ideas y opiniones. Sin embargo, este derecho no autoriza a difamar, insultar o afectar 

injustificadamente la reputación de otras personas. Del mismo modo, el derecho de propiedad no 

faculta a una persona para utilizar sus bienes de manera que perjudique a terceros o afecte el interés 

público. 
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La razón de estas limitaciones radica en la necesidad de garantizar una convivencia armoniosa 

dentro de la sociedad. Si los derechos se ejercieran sin ningún tipo de restricción, podrían generarse 

situaciones de conflicto permanente entre los individuos. Por ello, el Derecho Constitucional 

establece mecanismos destinados a armonizar el ejercicio de los distintos derechos fundamentales. 

Para que una limitación a un derecho sea válida, debe cumplir determinados requisitos 

constitucionales. En primer lugar, debe estar prevista por una ley, respetando el principio de 

legalidad. En segundo lugar, debe perseguir una finalidad legítima, como la protección de la 

seguridad pública, la salud, el orden público o los derechos de terceros. Finalmente, debe respetar 

el principio de proporcionalidad, es decir, la restricción no debe ser excesiva ni eliminar el 

contenido esencial del derecho afectado. 

El Tribunal Constitucional peruano ha señalado reiteradamente que las limitaciones a los derechos 

fundamentales solo son válidas cuando resultan necesarias y razonables dentro de una sociedad 

democrática. De esta manera, se evita que el Estado utilice las restricciones como un mecanismo 

para vulnerar libertades o desconocer derechos constitucionales. 

En consecuencia, podemos afirmar que la limitación a los derechos particulares no constituye una 

negación de los derechos fundamentales, sino una forma de garantizar que estos puedan ejercerse 

de manera compatible con los derechos de los demás y con los intereses generales de la sociedad. 

Para concluir, el principio de limitación representa uno de los fundamentos esenciales del Estado 

Constitucional de Derecho. Por una parte, limita el poder público para evitar arbitrariedades y 

garantizar el respeto de la Constitución. Por otra parte, limita el ejercicio de los derechos 

particulares para asegurar una convivencia social basada en el respeto mutuo y la protección de 

los derechos de todos. 

Gracias a este principio se logra un adecuado equilibrio entre autoridad y libertad, entre poder y 

derechos, fortaleciendo la democracia y garantizando la vigencia efectiva del Estado de Derecho. 

Como futuros profesionales del Derecho, es fundamental comprender la importancia de este 

principio, pues constituye una herramienta indispensable para la defensa de la Constitución y de 

los derechos fundamentales de las personas. Muchas gracias por su atención. 

Autor: Alanguia Sucasaire, Julio Cesar   
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2. Discurso Sobre “El Principio De Funcionalidad” 

"El poder debe detener al poder." Montesquieu, Esta frase de Montesquieu resume perfectamente 

la importancia del principio de funcionalidad dentro del Derecho Constitucional, debido a que 

busca garantizar el equilibrio entre los poderes públicos y evitar abusos de autoridad dentro del 

Estado democrático. 

Buenos días, estimado docente y compañeros presentes. Mi nombre es Guadalupe Anahua Cora y 

en esta oportunidad desarrollaré el tema denominado "Principio de Funcionalidad", dentro de los 

principios del Derecho Constitucional, abordando específicamente el principio de concentración, 

el principio de cooperación y el principio de no bloqueo. 

El Derecho Constitucional constituye la base fundamental del Estado democrático, debido a que 

regula la organización política, la estructura de los poderes públicos y la protección de los derechos 

fundamentales. 

Dentro de esta disciplina jurídica destaca el principio de funcionalidad, el cual garantiza que los 

órganos del Estado actúen respetando sus competencias constitucionales y manteniendo el 

equilibrio institucional. 

La importancia de este principio puede observarse claramente en la realidad política peruana. 

Según Latino barómetro (2023), únicamente el 13 % de los peruanos confía en el Congreso de la 

República, mientras que solo el 17 % confía en los partidos políticos. Estas cifras reflejan la crisis 

de legitimidad institucional y la necesidad de fortalecer el funcionamiento democrático del Estado. 

El principio de funcionalidad establece que cada órgano del Estado debe ejercer únicamente las 

funciones que la Constitución Política le atribuye. 

Según García Toma (2013), este principio exige que los poderes públicos actúen respetando sus 

competencias constitucionales y evitando interferencias indebidas entre instituciones estatales. 

La finalidad principal de este principio es evitar el abuso de poder y garantizar el correcto 

funcionamiento del Estado Constitucional de Derecho. 
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En el Perú, este principio adquiere especial importancia debido a las constantes crisis políticas 

registradas durante los últimos años. Entre el año 2018 y 2023, el Perú tuvo seis presidentes de la 

República, situación que evidencia una fuerte inestabilidad institucional (Defensoría del Pueblo, 

2023). 

Esta crisis política demuestra que muchas veces los poderes públicos no actúan respetando 

plenamente el equilibrio constitucional ni los principios de cooperación y no bloqueo. 

Dentro del principio de funcionalidad encontramos tres manifestaciones fundamentales: 

El principio de concentración. 

El principio de cooperación. 

El principio de no bloqueo. 

El principio de concentración consiste en atribuir determinadas competencias a órganos 

específicos del Estado con la finalidad de garantizar especialización y eficiencia funcional. 

Por ejemplo: 

El Tribunal Constitucional interpreta la Constitución. 

El Poder Judicial administra justicia. 

El Congreso legisla y fiscaliza. 

El Jurado Nacional de Elecciones supervisa procesos electorales. 

Rubio Correa (2017) sostiene que la concentración funcional permite ordenar el funcionamiento 

estatal y evitar la dispersión de competencias. 

Sin embargo, desde una perspectiva crítica, este principio también puede generar riesgos cuando 

un órgano estatal excede sus atribuciones constitucionales. 
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En el Perú, las confrontaciones entre el Poder Ejecutivo y el Congreso han provocado diversas 

crisis institucionales. Según datos del Congreso de la República, entre 2016 y 2023 se presentaron 

más de diez pedidos de vacancia presidencial, reflejando una permanente confrontación política. 

Esto demuestra que, aunque la Constitución distribuye funciones específicas a cada poder del 

Estado, muchas veces las competencias constitucionales son utilizadas como instrumentos de 

presión política. 

Por ello, resulta fundamental fortalecer los mecanismos de control constitucional y garantizar que 

las instituciones públicas respeten los límites establecidos por la Constitución Política. 

El principio de cooperación establece que los órganos del Estado deben actuar coordinadamente 

para cumplir los fines constitucionales y garantizar el bienestar de la sociedad. 

Landa Arroyo (2018) señala que ningún poder público puede actuar de manera aislada dentro del 

Estado Constitucional moderno. 

La cooperación puede observarse cuando: 

El Congreso y el Poder Ejecutivo trabajan conjuntamente para aprobar leyes. 

El Ministerio Público y el Poder Judicial coordinan investigaciones. 

Las instituciones públicas colaboran durante emergencias nacionales. 

Un ejemplo claro ocurrió durante la pandemia de COVID-19. Según el Ministerio de Salud del 

Perú, el país registró más de 220 mil fallecidos durante la emergencia sanitaria, convirtiéndose en 

uno de los países con mayor tasa de mortalidad por COVID-19 en el mundo (MINSA, 2022). 

Esta situación evidenció la necesidad de cooperación entre instituciones públicas para implementar 

políticas sanitarias y económicas destinadas a proteger a la población. 

Sin embargo, durante la pandemia también se produjeron conflictos políticos entre el Congreso y 

el Poder Ejecutivo que afectaron la estabilidad institucional. 
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Desde un análisis crítico, considero que en el Perú muchas veces la cooperación institucional se 

encuentra debilitada por intereses partidarios y enfrentamientos políticos. 

Esto genera desconfianza ciudadana y debilita la legitimidad democrática del Estado. 

El principio de no bloqueo busca impedir que un órgano del Estado obstaculice injustificadamente 

el funcionamiento de otro poder público. 

Este principio tiene como finalidad garantizar la continuidad institucional y evitar paralizaciones 

que afecten el orden democrático. 

En el Perú, este principio se relaciona con mecanismos constitucionales como: 

La cuestión de confianza. 

La vacancia presidencial. 

La censura ministerial. 

La disolución constitucional del Congreso. 

El Tribunal Constitucional del Perú ha señalado que el principio de no bloqueo protege el 

equilibrio entre poderes públicos y garantiza la continuidad democrática (Tribunal Constitucional 

del Perú, 2019). 

Sin embargo, en los últimos años estos mecanismos han sido utilizados constantemente como 

instrumentos de confrontación política. 

Por ejemplo, entre 2016 y 2022 el Perú tuvo cuatro procesos presidenciales interrumpidos antes 

de culminar el mandato constitucional, generando una profunda crisis política y económica. 

Según el Instituto Nacional de Estadística e Informática, durante los periodos de crisis política el 

crecimiento económico del país disminuyó considerablemente y aumentó la percepción de 

inseguridad y desconfianza ciudadana (INEI, 2023). 
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Desde una perspectiva crítica, considero que muchos actores políticos utilizan mecanismos 

constitucionales con fines partidarios antes que para proteger verdaderamente el orden 

democrático. 

En conclusión, el principio de funcionalidad constituye uno de los pilares fundamentales del 

Estado Constitucional de Derecho, debido a que garantiza el equilibrio entre poderes públicos y 

fortalece la estabilidad democrática. 

Asimismo, los principios de concentración, cooperación y no bloqueo permiten mantener el 

adecuado funcionamiento de las instituciones públicas y evitar abusos de poder. 

Sin embargo, las recientes crisis políticas en el Perú demuestran la necesidad de fortalecer la 

cultura constitucional, promover el respeto a la separación de poderes y garantizar una verdadera 

cooperación institucional. 

Finalmente, considero que el respeto a estos principios resulta indispensable para proteger la 

democracia, la gobernabilidad y los derechos fundamentales de todos los ciudadanos. 

Muchas gracias. 

Autora: Anahua Cora, Guadalupe  



12 
 

3. Discurso Sobre “El Principio De Supremacía” 

Buenas tardes con todos los presentes, distinguidos docentes, compañeros estudiantes y público 

en general. 

Es un honor dirigirme a ustedes para desarrollar un tema fundamental dentro del estudio jurídico 

y de la vida democrática de todo Estado, los principios del Derecho Constitucional, especialmente 

el principio de supremacía constitucional y sus principales manifestaciones, entre ellas el principio 

de unidad, el principio de razonabilidad y el principio de control. 

Hablar de Derecho Constitucional no significa únicamente estudiar normas o artículos contenidos 

en una Constitución. Significa comprender la estructura misma del Estado, los límites del poder y 

la protección de los derechos fundamentales de las personas. La Constitución representa la base 

jurídica y política sobre la cual se organiza una nación. Por ello, conocer sus principios resulta 

indispensable para cualquier estudiante de Derecho y también para toda persona que desee 

entender cómo funciona un Estado democrático. 

En primer lugar, debemos referirnos al principio de supremacía constitucional. Este principio 

establece que la Constitución es la norma suprema dentro del ordenamiento jurídico. Ninguna ley, 

decreto, reglamento o acto de autoridad puede estar por encima de ella. Todas las normas y 

decisiones deben respetar lo dispuesto por la Constitución, ya que esta constituye el fundamento 

de validez de todo el sistema jurídico. 

La supremacía constitucional garantiza que el poder del Estado tenga límites claros y evita abusos 

de autoridad. Gracias a este principio, los derechos fundamentales de las personas reciben 

protección frente a posibles arbitrariedades. De igual manera, asegura que las instituciones 

públicas actúen dentro del marco constitucional y no conforme a intereses particulares o decisiones 

contrarias a la ley fundamental. 

La importancia de este principio puede observarse en la práctica cotidiana. Por ejemplo, si una ley 

vulnera derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, el Tribunal Constitucional puede 

declararla inconstitucional. Esto demuestra que incluso el poder legislativo debe someterse a la 

Constitución. Ninguna autoridad puede actuar al margen de ella. 
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Dentro del principio de supremacía constitucional encontramos diversos principios 

complementarios que permiten interpretar y aplicar adecuadamente la Constitución. Uno de ellos 

es el principio de unidad. 

El principio de unidad señala que la Constitución debe interpretarse como un todo armónico e 

integral. No puede analizarse un artículo de manera aislada ignorando el resto de disposiciones 

constitucionales. Cada norma constitucional guarda relación con las demás y todas deben 

entenderse de manera coherente. 

Este principio resulta importante porque evita interpretaciones contradictorias o parciales de la 

Constitución. La finalidad es preservar la coherencia del orden constitucional y garantizar que 

todos los derechos y principios convivan de manera equilibrada. 

Por ejemplo, cuando existe una aparente tensión entre el derecho a la libertad de expresión y el 

derecho al honor, el intérprete constitucional no debe favorecer uno de manera absoluta ignorando 

el otro. Debe buscar una interpretación que permita armonizar ambos derechos conforme a los 

valores constitucionales. 

El principio de unidad también fortalece la estabilidad jurídica y la seguridad constitucional, ya 

que promueve interpretaciones integrales y razonadas. Esto exige que jueces, abogados y 

autoridades analicen la Constitución considerando sus valores fundamentales, como la dignidad 

humana, la igualdad, la justicia y la democracia. 

Otro principio relevante es el principio de razonabilidad. Este principio exige que toda actuación 

del poder público sea lógica, proporcional y justificada. Las decisiones estatales no pueden ser 

arbitrarias ni excesivas. Toda medida adoptada por las autoridades debe responder a una finalidad 

legítima y respetar los derechos fundamentales de las personas. 

La razonabilidad constituye un límite frente al ejercicio abusivo del poder. Permite evaluar si una 

norma o decisión estatal es adecuada y proporcional respecto al objetivo que pretende alcanzar. 

Por ejemplo, si el Estado establece restricciones a determinados derechos, dichas restricciones 

deben tener una justificación válida y no pueden exceder lo necesario. No sería razonable imponer 
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medidas desproporcionadas que afecten gravemente libertades fundamentales sin una causa 

legítima. 

Este principio se relaciona directamente con la idea de justicia y equilibrio. Una sociedad 

democrática necesita autoridades que actúen con prudencia, racionalidad y respeto por los 

derechos ciudadanos. Cuando las decisiones públicas carecen de razonabilidad, se generan abusos, 

inseguridad jurídica y desconfianza en las instituciones. 

Además, el principio de razonabilidad cumple una función esencial en la labor de los jueces y 

tribunales constitucionales. Ellos deben analizar si las leyes y actos del Estado respetan criterios 

de proporcionalidad y equilibrio. De esta manera se protege a las personas frente a decisiones 

arbitrarias. 

Junto con ello encontramos el principio de control, el cual constituye otro elemento fundamental 

dentro del Derecho Constitucional. Este principio implica que el ejercicio del poder debe estar 

sujeto a vigilancia, supervisión y fiscalización. En un Estado constitucional no existen poderes 

absolutos ni ilimitados. 

El principio de control garantiza que las autoridades respondan por sus actos y que existan 

mecanismos para corregir excesos o violaciones constitucionales. Gracias a este principio 

funcionan instituciones encargadas de controlar el poder, como el Tribunal Constitucional, el 

Poder Judicial, la Contraloría General de la República y otros órganos autónomos. 

El control constitucional permite verificar que las leyes y actos de gobierno respeten la 

Constitución. Esto fortalece el Estado de derecho y protege la democracia. 

Por ejemplo, cuando un ciudadano considera que una autoridad ha vulnerado sus derechos 

fundamentales, puede acudir a mecanismos constitucionales como la acción de amparo. Del mismo 

modo, si una norma contradice la Constitución, puede ser sometida a control constitucional para 

determinar su validez. 

La importancia del principio de control radica en que evita la concentración excesiva de poder y 

fortalece la transparencia institucional. En toda democracia es indispensable que existan límites y 

mecanismos de supervisión. Sin control, el poder puede convertirse en arbitrariedad. 
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Asimismo, este principio fomenta la responsabilidad de las autoridades frente a la ciudadanía. Los 

funcionarios públicos deben actuar conforme a la Constitución y la ley, sabiendo que sus 

decisiones pueden ser revisadas y evaluadas. 

Estimados compañeros y público presente, los principios del Derecho Constitucional no son 

conceptos alejados de la realidad. Se encuentran presentes en la vida diaria de toda sociedad 

democrática. Gracias a ellos se protegen nuestros derechos, se limitan los abusos de poder y se 

garantiza el respeto por la dignidad humana. 

El principio de supremacía constitucional asegura que la Constitución prevalezca sobre cualquier 

otra norma. El principio de unidad permite interpretar la Constitución de manera armónica e 

integral. El principio de razonabilidad exige decisiones justas, proporcionales y no arbitrarias. 

Finalmente, el principio de control garantiza que el poder esté sujeto a vigilancia y límites 

constitucionales. 

Como futuros profesionales del Derecho, tenemos la responsabilidad de conocer y defender estos 

principios. El estudio del Derecho Constitucional no debe limitarse a memorizar artículos o 

conceptos teóricos. Debemos comprender que detrás de cada principio existe una finalidad 

esencial: proteger a las personas y preservar la democracia. 

Una sociedad que respeta la Constitución es una sociedad que fortalece la justicia, la igualdad y la 

libertad. Por ello, resulta fundamental que los estudiantes de Derecho desarrollemos una formación 

basada no solo en conocimientos jurídicos, sino también en valores constitucionales. 

Concluiré señalando que el verdadero sentido del Derecho Constitucional radica en garantizar la 

convivencia democrática y la protección de los derechos fundamentales. Los principios 

constitucionales representan herramientas indispensables para alcanzar un Estado más justo y 

equilibrado. 

Muchas gracias por su atención. 

Autor: Aquise Pariapaza, Juandavid Roldan   



16 
 

4. Discurso Sobre “El Principio De Estabilidad” 

Distinguido docente, compañeros y público presente:  

En esta oportunidad me corresponde desarrollar un tema de gran importancia dentro del derecho 

moderno: el principio de estabilidad. Este principio constituye una garantía fundamental para el 

adecuado funcionamiento del ordenamiento jurídico y para la protección de los derechos de las 

personas dentro del Estado de Derecho.  

Hablar de estabilidad jurídica significa hablar de seguridad, confianza y certeza. Ninguna sociedad 

podría vivir en paz si las personas estuvieran constantemente expuestas a cambios arbitrarios en 

las leyes o en las decisiones de las autoridades. El derecho no solo tiene la función de resolver 

conflictos, sino también de brindar seguridad a los ciudadanos respecto a sus derechos y 

obligaciones.  

El principio de estabilidad puede entenderse como la garantía mediante la cual las situaciones 

jurídicas válidamente constituidas deben ser respetadas y mantenidas dentro del ordenamiento 

jurídico. Esto implica que el Estado, las instituciones y los particulares no pueden actuar 

arbitrariamente desconociendo derechos ya reconocidos o modificando injustificadamente 

situaciones consolidadas.  

Este principio se encuentra estrechamente vinculado con la seguridad jurídica, considerada uno de 

los pilares esenciales de todo sistema democrático. Gracias a la seguridad jurídica, las personas 

pueden confiar en las instituciones, prever las consecuencias de sus actos y desarrollar sus 

proyectos de vida con tranquilidad.  

Cuando no existe estabilidad jurídica, surge la incertidumbre. Los ciudadanos pierden confianza 

en el sistema legal y se debilita la convivencia social. Por ello, el respeto a la estabilidad constituye 

una exigencia indispensable para garantizar justicia y paz dentro de la sociedad.  

Desde el punto de vista doctrinario, diversos juristas han resaltado la importancia de los principios 

jurídicos dentro del ordenamiento. Ronald Dworkin sostenía que los principios poseen un peso 

fundamental en la interpretación del derecho, mientras que Robert Alexy afirmaba que los 

principios son mandatos de optimización que deben realizarse en la mayor medida posible. Bajo 
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estas concepciones, el principio de estabilidad actúa como una directriz destinada a proteger la 

coherencia y legitimidad del sistema jurídico.  

Uno de los ámbitos donde este principio adquiere mayor importancia es el derecho laboral. La 

estabilidad laboral busca proteger al trabajador frente al despido arbitrario, reconociendo que el 

trabajo no solo tiene un valor económico, sino también humano y social. Un despido injustificado 

puede afectar gravemente la dignidad, tranquilidad y proyecto de vida del trabajador y de su 

familia.  

En el caso peruano, la Constitución Política reconoce el derecho al trabajo y establece protección 

frente al despido arbitrario. Asimismo, el Tribunal Constitucional ha señalado que el trabajo 

constituye un derecho fundamental que debe ser protegido frente a actuaciones abusivas o 

injustificadas.  

Uno de los casos más relevantes fue el caso “Telefónica”, donde el Tribunal Constitucional 

reconoció que, cuando el despido vulnera derechos fundamentales, corresponde la reposición del 

trabajador mediante un proceso constitucional de amparo. Este criterio fortaleció 

significativamente la protección de la estabilidad laboral y reafirmó la importancia de la dignidad 

humana dentro de las relaciones laborales.  

El principio de estabilidad también tiene una importante manifestación en el derecho 

administrativo. Los actos emitidos por la administración pública generan consecuencias jurídicas 

para los ciudadanos; por ello, una vez que dichos actos adquieren firmeza, no pueden ser 

modificados arbitrariamente por las autoridades. Esta garantía protege la confianza legítima de las 

personas frente al Estado y evita posibles abusos de poder.  

Asimismo, este principio se relaciona con la protección de los derechos adquiridos, la cosa juzgada 

y la irretroactividad de la ley. Estas garantías buscan impedir que nuevas decisiones o normas 

posteriores afecten situaciones jurídicas válidamente consolidadas, otorgando seguridad y certeza 

a las relaciones jurídicas.  

Sin embargo, es importante reconocer que el principio de estabilidad no posee carácter absoluto. 

El derecho debe adaptarse a las nuevas realidades sociales, económicas y tecnológicas. No 
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obstante, esos cambios deben realizarse respetando la legalidad, la justicia y los derechos 

fundamentales. Lo que el principio de estabilidad rechaza no es el cambio, sino la arbitrariedad.  

El principio de estabilidad no constituye únicamente un tema teórico estudiado dentro de las 

facultades de Derecho. Por el contrario, representa una garantía que influye directamente en la 

vida de todas las personas. Cada vez que un trabajador exige protección frente a un despido 

arbitrario, cada vez que un ciudadano confía en una resolución firme del Estado o cada vez que 

una persona defiende sus derechos adquiridos, este principio demuestra su verdadera importancia. 

 En conclusión, el principio de estabilidad constituye uno de los pilares fundamentales del 

ordenamiento jurídico. Su finalidad es garantizar seguridad, certeza y protección frente a 

actuaciones arbitrarias, fortaleciendo así la confianza en las instituciones y el respeto por el Estado 

de Derecho.  

Finalmente, podemos afirmar que no existe verdadera justicia sin estabilidad jurídica. Allí donde 

las normas son inciertas y los derechos pueden desaparecer arbitrariamente, la confianza social se 

debilita y el derecho pierde su verdadera finalidad.  

Muchas gracias. 

Autor: Arias Pari, Samuel Diego  
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5. Discurso Sobre “El Principio De Efectividad” 

Distinguidas autoridades académicas, estimados docentes, compañeros y público presente. 

Permítanme iniciar con una reflexión, de nada sirve reconocer derechos en una ley si estos no 

pueden ejercerse realmente en la vida cotidiana. 

Muchas veces escuchamos hablar sobre derechos fundamentales, justicia, igualdad o protección 

legal. Sin embargo, en la práctica, no siempre las personas logran acceder de manera efectiva a 

dichos derechos. Precisamente allí surge la importancia del principio de efectividad, uno de los 

principios más importantes dentro del Derecho moderno. 

Hoy me presento ante ustedes para desarrollar el tema denominado “Principio de Efectividad”, un 

principio que busca garantizar que las normas jurídicas no permanezcan únicamente escritas en 

documentos legales, sino que realmente produzcan efectos concretos dentro de la sociedad. 

Hablar del principio de efectividad es hablar de la verdadera función del Derecho. El Derecho no 

existe únicamente para redactar normas o establecer reglas abstractas; su finalidad principal es 

regular la convivencia social, proteger la dignidad humana y resolver conflictos de manera justa. 

Por ello, una norma jurídica pierde sentido cuando no puede aplicarse o cuando los ciudadanos no 

encuentran mecanismos reales para hacer valer sus derechos. 

El principio de efectividad surge precisamente como una respuesta frente a esa necesidad de 

transformar los derechos reconocidos formalmente en derechos verdaderamente protegidos y 

aplicables. 

Dentro de un Estado Constitucional de Derecho, no basta únicamente con que existan leyes o 

instituciones. También resulta indispensable que dichas normas sean cumplidas y que las 

autoridades actúen de manera eficiente para garantizar su aplicación. 

En ese sentido, el principio de efectividad puede entenderse como la obligación del Estado de 

asegurar que las normas jurídicas, las decisiones judiciales y los derechos fundamentales tengan 

cumplimiento real y produzcan consecuencias concretas en la sociedad. 
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Este principio se relaciona directamente con la idea de que la justicia debe ser útil, accesible y 

capaz de resolver verdaderamente los problemas de las personas. 

Por ejemplo, no tendría sentido reconocer el derecho a la igualdad si continúan existiendo actos 

discriminatorios que no son sancionados o si las víctimas no encuentran protección efectiva por 

parte de las autoridades. 

Del mismo modo, tampoco sería suficiente reconocer el derecho al acceso a la justicia si los 

procesos judiciales duran demasiados años o si las resoluciones judiciales finalmente no se 

cumplen. 

Precisamente por ello, el principio de efectividad busca que el Derecho no permanezca únicamente 

en la teoría, sino que pueda materializarse en la realidad social. 

Importancia del principio de efectividad: 

La importancia de este principio puede observarse claramente en el funcionamiento de las 

instituciones públicas y del sistema de justicia. 

Actualmente, los Estados modernos no solo tienen la obligación de reconocer derechos, sino 

también de garantizar mecanismos eficaces para protegerlos. 

Por ello, las autoridades públicas deben actuar de manera eficiente, responsable y respetando 

siempre los derechos fundamentales de las personas. 

Uno de los ámbitos donde este principio tiene mayor relevancia es dentro de la tutela jurisdiccional 

efectiva. 

Toda persona tiene derecho a acudir ante las autoridades judiciales cuando considera que sus 

derechos han sido vulnerados. Sin embargo, este derecho no se limita únicamente a presentar una 

demanda o iniciar un proceso judicial.  

La verdadera efectividad implica que exista una respuesta rápida, motivada y emitida dentro de un 

plazo razonable. 
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De nada serviría obtener una sentencia favorable si esta no pudiera ejecutarse o si las autoridades 

no garantizaran su cumplimiento. 

Por ello, el principio de efectividad también obliga al Estado a asegurar que las resoluciones 

judiciales sean respetadas y ejecutadas obligatoriamente. 

Asimismo, este principio fortalece la confianza de la ciudadanía en el sistema jurídico y en las 

instituciones públicas. 

Cuando las personas observan que las leyes realmente se cumplen y que los derechos son 

protegidos, aumenta la seguridad jurídica y el respeto hacia el Estado de Derecho. 

Por el contrario, cuando las normas quedan únicamente en teoría o cuando las autoridades actúan 

de manera ineficiente, se genera desconfianza, inseguridad e incluso sensación de impunidad. 

Muchas veces, las personas pierden confianza en las instituciones cuando observan que los 

procesos judiciales tardan demasiado o que ciertas decisiones no llegan a cumplirse. Esto genera 

una percepción de injusticia y debilita el respeto hacia el sistema jurídico. Precisamente por ello, 

el principio de efectividad busca que la justicia no solo exista formalmente, sino que pueda 

percibirse realmente en la vida cotidiana de la población. 

Aplicación del principio de efectividad: 

Dentro del sistema jurídico peruano, el principio de efectividad puede apreciarse en distintos 

ámbitos del Derecho. 

En el ámbito constitucional, por ejemplo, existen mecanismos destinados a proteger de manera 

inmediata los derechos fundamentales de las personas. 

Entre ellos destacan procesos como el hábeas corpus, el amparo, el hábeas data y la acción de 

cumplimiento, los cuales buscan garantizar protección efectiva frente a posibles vulneraciones de 

derechos. 

Además, el Tribunal Constitucional cumple una función fundamental al garantizar la supremacía 

de la Constitución y proteger los derechos fundamentales frente a posibles abusos o vulneraciones. 
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En el Derecho Administrativo, el principio de efectividad exige que las entidades públicas actúen 

de manera eficiente, evitando retrasos innecesarios que perjudiquen a los ciudadanos. 

Muchas veces, uno de los principales problemas dentro de la administración pública es 

precisamente la demora excesiva de los procedimientos administrativos o el incumplimiento de 

decisiones estatales. 

Estas situaciones afectan directamente la efectividad del Derecho y generan desconfianza en la 

población. 

Además, la efectividad también implica que las instituciones públicas actúen con transparencia y 

responsabilidad frente a la ciudadanía. Cuando las autoridades cumplen correctamente sus 

funciones y respetan los derechos de las personas, se fortalece la legitimidad del Estado y aumenta 

la confianza en el sistema jurídico. Por el contrario, cuando existe abuso de poder o 

incumplimiento de las normas, la población percibe que la justicia no funciona de manera 

adecuada. 

Por otro lado, en el Derecho Penal, este principio también resulta esencial, ya que las normas 

penales buscan proteger bienes jurídicos fundamentales como la vida, la libertad y la seguridad. 

Sin embargo, para que exista verdadera efectividad, no basta únicamente con establecer sanciones 

penales. También resulta necesario que las autoridades investiguen correctamente los delitos, 

respeten el debido proceso y garanticen justicia para las víctimas. 

El principio de efectividad también tiene relación con la protección internacional de los derechos 

humanos. 

Actualmente, diversos organismos internacionales consideran que los derechos humanos deben 

ser garantizados de manera real y efectiva. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado en distintas oportunidades que los 

Estados tienen la obligación de garantizar recursos efectivos para proteger los derechos 

fundamentales de las personas. 
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Esto demuestra que la efectividad constituye una exigencia fundamental dentro de los sistemas 

democráticos modernos. 

Problemática actual: 

A pesar de la importancia de este principio, todavía existen diversos obstáculos que dificultan su 

cumplimiento en la práctica. 

Entre los principales problemas podemos mencionar la corrupción, la demora judicial, la falta de 

acceso a la justicia y el incumplimiento de resoluciones judiciales o administrativas. 

Estas situaciones afectan directamente la confianza de la ciudadanía en las instituciones públicas 

y debilitan el funcionamiento del Estado de Derecho. 

Por ello, resulta fundamental fortalecer las instituciones públicas, mejorar la administración de 

justicia y promover una mayor cultura de respeto hacia las leyes y los derechos fundamentales. 

En la actualidad, uno de los grandes desafíos del Estado consiste precisamente en garantizar que 

todas las personas puedan acceder de manera igualitaria a la justicia, sin importar su condición 

económica o social. La efectividad del Derecho debe alcanzar a toda la población, ya que los 

derechos fundamentales solo tienen verdadero valor cuando pueden ejercerse plenamente en la 

realidad. 

Asimismo, la efectividad del Derecho no depende únicamente de las autoridades. La ciudadanía 

también cumple un rol importante dentro de una sociedad democrática. 

Cuando las personas conocen sus derechos y exigen el cumplimiento de las normas, contribuyen 

al fortalecimiento del sistema jurídico y de la democracia. 

Conclusión 

En conclusión, el principio de efectividad constituye uno de los pilares fundamentales del Derecho 

moderno, debido a que garantiza que las normas jurídicas y los derechos reconocidos por el 

ordenamiento jurídico tengan cumplimiento real y produzcan efectos concretos dentro de la 

sociedad. 
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Este principio demuestra que el Derecho no debe quedarse únicamente en declaraciones teóricas 

o textos legales, sino que debe convertirse en un instrumento capaz de proteger verdaderamente a 

las personas y resolver los conflictos de manera justa. 

Asimismo, la efectividad fortalece la seguridad jurídica, la confianza en las instituciones y el 

respeto hacia el Estado de Derecho. 

En una sociedad democrática, el respeto de los derechos fundamentales no debe depender 

únicamente de la existencia de normas escritas, sino también de la voluntad de las autoridades para 

aplicarlas correctamente y del compromiso de los ciudadanos para exigir su cumplimiento. Solo 

de esa manera el Derecho puede cumplir verdaderamente su función de garantizar justicia y 

proteger la dignidad humana. 

Pero debemos recordar que ninguna norma jurídica puede ser realmente efectiva si las autoridades 

no la aplican correctamente y si la sociedad no exige el respeto de sus derechos. 

Porque al final, la verdadera fortaleza del Derecho no se encuentra únicamente en las leyes escritas, 

sino en la capacidad de convertir la justicia en una realidad para todas las personas. 

Muchas gracias.  

Autora: Barrientos Vanegas, Estefany Alexandra  
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II.- PRINCIPIOS DEL DERECHO CIVIL. – 

1. Discurso Sobre “La Ley Se Deroga Solo Por Otra Ley” 

Muy buenos días/tardes con todos los presentes, respetado profesor y compañeros. 

En esta oportunidad voy a desarrollar el primer principio del Derecho Civil, el cual establece 

que "la ley se deroga solo por otra ley". Este principio es uno de los más importantes dentro del 

ordenamiento jurídico, porque garantiza estabilidad, seguridad jurídica y respeto por el sistema 

legal. Además, es considerado uno de los principios iniciales del Derecho Civil porque permite 

comprender cómo funcionan las normas dentro de un Estado de Derecho. 

La ley es el instrumento mediante el cual el Estado regula la conducta de las personas dentro de la 

sociedad. Gracias a las leyes existen derechos, obligaciones y límites que permiten mantener el 

orden y garantizar la convivencia social. Sin normas jurídicas claras, existiría desorden e 

incertidumbre. 

Sin embargo, las leyes no son permanentes. La sociedad cambia constantemente y, con ello, 

también cambian las necesidades sociales, económicas y jurídicas. Por esa razón, algunas normas 

deben ser modificadas o reemplazadas. Es ahí donde aparece este principio, el cual señala que una 

ley solamente puede ser derogada por otra ley. 

Cuando hablamos de derogación, nos referimos a la pérdida de vigencia de una norma jurídica. Es 

decir, una ley deja de aplicarse porque otra norma posterior así lo establece. Esto significa que 

ninguna persona o autoridad puede dejar sin efecto una ley de manera arbitraria. Solo otra ley, 

aprobada conforme al procedimiento legal correspondiente, puede derogarla. 

Este principio cumple una función fundamental: proteger la seguridad jurídica. Las personas 

necesitan saber qué normas están vigentes y confiar en que estas serán aplicadas de manera estable 

y ordenada. 

Por ejemplo, cuando una persona firma un contrato, realiza una compra importante o inicia un 

negocio, toma decisiones basándose en normas jurídicas vigentes. Si las leyes pudieran 

desaparecer por simples opiniones o decisiones arbitrarias, existiría incertidumbre y desconfianza 
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en el sistema jurídico. Por ello, este principio brinda estabilidad tanto a los ciudadanos como a las 

instituciones. 

Además, este principio evita el abuso de poder. Un juez o funcionario público no puede decidir 

por cuenta propia que una ley ya no tiene valor simplemente porque no está de acuerdo con ella. 

Mientras la ley no haya sido derogada por otra norma, continúa siendo obligatoria. Esto fortalece 

el principio de legalidad y el respeto al Estado de Derecho. 

Existen dos formas principales de derogación. La primera es la derogación expresa. Esta ocurre 

cuando una nueva ley señala claramente que la norma anterior queda sin efecto. Por ejemplo, 

cuando una disposición indica: "Deróguese la Ley N.º tal". 

La segunda forma es la derogación tácita. Esta se produce cuando una nueva ley contiene 

disposiciones incompatibles con la anterior. Aunque no lo diga expresamente, ambas normas no 

pueden coexistir, por lo que la ley más reciente prevalece sobre la anterior. 

Por ejemplo, si una ley antigua establece una determinada regla y una nueva ley regula el mismo 

tema de manera diferente, se entiende que la norma anterior queda tácitamente derogada en aquello 

que resulte incompatible. 

Otro aspecto importante es que este principio se relaciona con la jerarquía normativa. Dentro del 

ordenamiento jurídico existen distintos niveles de normas, como la Constitución, las leyes y los 

reglamentos. Una norma inferior no puede derogar una superior. Por ejemplo, un reglamento no 

puede dejar sin efecto una ley, porque estaría vulnerando el orden jurídico establecido por la 

Constitución. 

Asimismo, este principio también tiene relación con el carácter democrático de las leyes. Las 

normas deben seguir un procedimiento legislativo y ser aprobadas por el órgano competente. De 

esta manera se evita la arbitrariedad y se garantiza que las leyes respondan a las necesidades de la 

sociedad. 

En conclusión, el principio que establece que "la ley se deroga solo por otra ley" constituye uno 

de los pilares fundamentales del Derecho Civil y del Estado de Derecho. Gracias a este principio 
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existe estabilidad normativa, seguridad jurídica y respeto por el procedimiento legal. Además, 

evita arbitrariedades y garantiza confianza en el sistema jurídico. 

Por ello, podemos afirmar que este principio no solo protege la vigencia de las leyes, sino también 

la confianza de la sociedad en la justicia y en el ordenamiento jurídico. 

Muchas gracias. 

Autor: Calizaya Fernandez, Piero Pablo   
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2. Discurso Sobre “La Ley No Ampara El Ejercicio Ni La Omisión Abusiva De Un 

Derecho” 

Muy buenas tardes, estimado docente, compañeros presentes y público en general. 

En esta oportunidad tengo el agrado de exponer sobre un principio jurídico de gran importancia 

dentro de nuestro ordenamiento legal y que se encuentra estrechamente relacionado con la 

convivencia social, la justicia y el respeto entre las personas. Me refiero al principio que establece 

que “la ley no ampara el ejercicio ni la omisión abusiva de un derecho”, reconocido en nuestro 

sistema jurídico como un límite al ejercicio de los derechos de toda persona. Considero que este 

tema resulta especialmente importante porque nos permite comprender que, si bien las personas 

tenemos derechos reconocidos por la ley, ello no significa que podamos ejercerlos de manera 

ilimitada o perjudicando a los demás. 

Como estudiantes de Derecho, debemos entender que el ordenamiento jurídico no solamente busca 

reconocer derechos, sino también garantizar que estos sean ejercidos de manera razonable, justa y 

conforme a los principios de buena fe y respeto mutuo. La convivencia dentro de una sociedad 

exige que exista equilibrio entre las libertades individuales y los derechos de las demás personas. 

En ese sentido, este principio cumple una función fundamental, ya que evita que el Derecho sea 

utilizado como un mecanismo para causar daño, generar perjuicios o actuar de manera contraria a 

la finalidad para la cual los derechos fueron reconocidos. 

El Código Civil peruano establece expresamente que la ley no ampara el ejercicio ni la omisión 

abusiva de un derecho. Esta disposición representa uno de los principios generales más importantes 

del Derecho Civil, debido a que reconoce que ningún derecho es absoluto. Aunque una persona 

actúe aparentemente dentro de las facultades que la ley le otorga, su conducta puede llegar a ser 

considerada abusiva cuando excede los límites de la buena fe, la moral, las buenas costumbres o 

cuando tiene como finalidad perjudicar a otra persona. De esta manera, el Derecho busca impedir 

que alguien utilice una norma jurídica para obtener beneficios injustos o causar daños innecesarios. 

Debemos considerar que el abuso del derecho ocurre cuando una persona ejerce un derecho de 

forma excesiva, irrazonable o con intención de perjudicar a otro. En otras palabras, el problema no 

radica en la existencia del derecho, sino en la manera en que este es utilizado. El ordenamiento 
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jurídico reconoce derechos precisamente para garantizar el bienestar, la libertad y la protección de 

las personas, pero cuando dichos derechos son empleados de forma contraria a la justicia o al 

interés social, dejan de merecer protección legal. 

Por ejemplo, una persona tiene derecho a ejercer la propiedad sobre sus bienes; sin embargo, ese 

derecho no le permite actuar arbitrariamente afectando a terceros. Imaginemos el caso de un vecino 

que, teniendo pleno control sobre su propiedad, decide colocar música a un volumen 

excesivamente alto durante toda la noche únicamente para molestar a las personas que viven a su 

alrededor. Aunque el propietario se encuentre dentro de su vivienda, el ejercicio de su derecho 

deja de ser legítimo cuando afecta la tranquilidad y el bienestar de los demás. En este caso, el 

Derecho no protege ese comportamiento porque constituye un uso abusivo del derecho de 

propiedad. 

Asimismo, podemos encontrar situaciones de abuso del derecho en el ámbito judicial. Existen 

casos en los cuales algunas personas presentan demandas, denuncias o acciones legales no con el 

propósito de obtener justicia, sino únicamente para perjudicar, hostigar o generar gastos 

innecesarios a otra persona. Aunque toda persona tiene derecho de acceso a la justicia, ese derecho 

no puede ser utilizado de manera maliciosa o contraria a la buena fe procesal. Por ello, los jueces 

tienen la facultad de identificar conductas abusivas y aplicar las medidas correspondientes para 

evitar que el sistema judicial sea utilizado de manera indebida. 

Desde una perspectiva jurídica, este principio se encuentra estrechamente relacionado con la buena 

fe, la cual constituye uno de los pilares fundamentales de las relaciones jurídicas. La buena fe 

implica actuar con honestidad, lealtad y respeto hacia los demás. Cuando una persona ejerce un 

derecho con la intención de causar daño o actuando de manera desproporcionada, claramente se 

aparta de este principio. Por esa razón, el abuso del derecho representa una conducta contraria a 

los valores fundamentales que inspiran el ordenamiento jurídico. 

Otro aspecto importante de este tema es que el abuso no solamente puede producirse mediante 

acciones, sino también mediante omisiones. La ley también señala que no se encuentra amparada 

la omisión abusiva de un derecho. Esto significa que, en determinadas circunstancias, una persona 

puede causar perjuicios no por actuar de manera indebida, sino por dejar de actuar cuando tiene el 
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deber o la posibilidad de hacerlo. En consecuencia, el Derecho también sanciona ciertas conductas 

pasivas cuando estas generan daños injustificados a otras personas. 

Por ejemplo, pensemos en el propietario de una vivienda que conoce el mal estado de una pared o 

estructura que representa peligro para los vecinos o transeúntes, pero decide ignorar la situación y 

no realizar las reparaciones necesarias. Si posteriormente ocurre un accidente, dicha persona 

podría ser considerada responsable debido a su omisión negligente o abusiva. En este caso, la 

conducta reprochable no consiste en una acción directa, sino en la falta de actuación frente a una 

situación que requería responsabilidad y diligencia. 

Del mismo modo, en las relaciones familiares o contractuales también pueden presentarse 

omisiones abusivas. Existen personas que, teniendo determinadas obligaciones legales o morales, 

optan por desentenderse completamente de sus responsabilidades, causando perjuicios a quienes 

dependen de ellas. Esto demuestra que el Derecho no solamente regula las acciones humanas, sino 

también aquellas situaciones en las cuales la inactividad o indiferencia puede afectar derechos 

ajenos. 

Es importante señalar que este principio busca mantener el equilibrio dentro de la sociedad. Si el 

ejercicio de los derechos fuera totalmente ilimitado, podrían generarse constantes abusos, 

conflictos e injusticias. Por ello, el Derecho establece límites razonables orientados a garantizar la 

convivencia pacífica y el respeto mutuo. La finalidad de las normas jurídicas no es favorecer 

conductas egoístas o perjudiciales, sino promover el bienestar común y la armonía social. 

Asimismo, debemos comprender que este principio tiene una relación directa con la dignidad 

humana. Toda persona merece respeto y protección frente a conductas arbitrarias o abusivas. 

Cuando alguien utiliza un derecho para humillar, perjudicar o afectar injustamente a otra persona, 

se vulnera no solamente una norma jurídica, sino también principios fundamentales de convivencia 

y humanidad. En consecuencia, el Estado tiene el deber de intervenir mediante las leyes y los 

órganos jurisdiccionales para evitar situaciones de abuso. 

Desde mi punto de vista como estudiante de Derecho, considero que este principio refleja 

claramente que el Derecho no puede interpretarse de manera mecánica o literal, sino que siempre 

debe analizarse tomando en cuenta la justicia, la razonabilidad y la finalidad social de las normas. 
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No basta con afirmar que una conducta está aparentemente permitida por la ley; también es 

necesario evaluar si dicha conducta respeta los principios de buena fe, equidad y convivencia 

social. Esto demuestra que el Derecho no solamente regula comportamientos, sino también valores 

y principios orientados al bienestar colectivo. 

Actualmente, este tema continúa teniendo gran importancia debido a los constantes cambios 

sociales y tecnológicos que vivimos. A través de las redes sociales, por ejemplo, muchas personas 

ejercen su derecho a la libertad de expresión; sin embargo, dicho derecho no puede utilizarse para 

difamar, acosar o dañar la reputación de otras personas. Del mismo modo, en diferentes ámbitos 

económicos, laborales y comerciales pueden presentarse situaciones donde los derechos son 

utilizados de manera excesiva o injusta. Por ello, resulta fundamental que exista conciencia sobre 

la responsabilidad que implica ejercer cualquier derecho. 

Como futuros profesionales del Derecho, debemos entender que nuestra labor no consiste 

únicamente en conocer normas jurídicas, sino también en promover la justicia y el respeto entre 

las personas. El verdadero sentido del Derecho radica en lograr una convivencia equilibrada donde 

los derechos individuales puedan ejercerse sin perjudicar los derechos ajenos. Una sociedad justa 

requiere ciudadanos responsables, autoridades imparciales y profesionales comprometidos con la 

defensa de la dignidad humana y el interés social. 

Finalmente, podemos concluir señalando que el principio según el cual la ley no ampara el ejercicio 

ni la omisión abusiva de un derecho constituye una garantía fundamental dentro de nuestro 

ordenamiento jurídico, ya que establece límites necesarios al ejercicio de los derechos y evita que 

estos sean utilizados de manera arbitraria o perjudicial. Este principio busca proteger la buena fe, 

la justicia y la convivencia social, recordándonos que ningún derecho puede ejercerse de forma 

absoluta cuando afecta los derechos o intereses legítimos de otras personas. Por ello, resulta 

fundamental comprender que el ejercicio responsable de nuestros derechos constituye también un 

deber hacia la sociedad y hacia el respeto de la dignidad humana. Muchas gracias. 

Autora: Cañi Camaticona, Vanesa   
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3. Discurso Sobre “La Aplicación Analógica De La Ley. Solo En Caso De Excepciones O 

Cuando Se Restringe Derecho No Se Aplica Por Analogía” 

"Hay momentos en los que la ley guarda silencio… y aun así, la justicia exige una respuesta."  

Muy buenas tardes, estimado docente, compañeros presentes y público en general.  

Imaginen por un momento a un juez sentado frente a un caso difícil. Una persona busca justicia, 

pero no existe una norma exacta que resuelva el problema. El código no dice nada. La ley parece 

incompleta. Entonces surge una gran pregunta: ¿qué debe hacer el juez? ¿Quedarse de brazos 

cruzados solo porque la ley no previó ese caso? ¿O buscar una solución inspirándose en normas 

semejantes?  

Precisamente ahí aparece un tema fundamental dentro del Derecho: la aplicación analógica de la 

ley.  

Hablar de analogía jurídica es hablar de la capacidad del Derecho para adaptarse a nuevas 

situaciones sin abandonar la justicia. Es entender que la sociedad cambia más rápido que las 

normas y que, muchas veces, la ley no alcanza a regular todos los conflictos humanos. Porque el 

Derecho no puede quedarse detenido mientras la realidad avanza.  

La aplicación analógica de la ley consiste en aplicar una norma existente a un caso no previsto 

expresamente, debido a que ambos tienen semejanza. En otras palabras, cuando la ley no regula 

un hecho concreto, el juez toma una norma parecida y la utiliza para resolver el problema de 

manera razonable.  

Esto no significa inventar leyes. Tampoco significa actuar arbitrariamente. Significa usar la lógica 

jurídica para llenar vacíos legales y evitar injusticias.  

Por ejemplo, imaginemos que aparece una nueva forma de contrato digital que aún no está regulada 

específicamente por la ley peruana. Si ese contrato tiene características similares a otro contrato 

ya existente, el juez podría aplicar por analogía las normas de ese contrato semejante para 

solucionar el conflicto. De esta manera, el Derecho logra responder a situaciones modernas aunque 

todavía no estén escritas expresamente en el código.  
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La analogía nace de una necesidad muy importante: evitar que existan casos sin solución jurídica. 

Porque si el Derecho no pudiera recurrir a la analogía, muchas personas quedarían desprotegidas 

solo porque el legislador no previó todos los escenarios posibles.  

Sin embargo, este tema también genera debate. Algunos consideran que la analogía fortalece la 

justicia; otros creen que puede poner en riesgo la seguridad jurídica. Y justamente ahí está la 

importancia de comprender sus límites.  

En el Derecho Civil, la aplicación analógica sí está permitida. Incluso nuestro ordenamiento 

jurídico reconoce que cuando existe un vacío legal, pueden aplicarse principios generales del 

Derecho y normas semejantes. Esto ayuda a proteger derechos y garantizar soluciones justas.  

Pero en el Derecho Penal ocurre algo diferente.  

En materia penal, la analogía está prohibida cuando perjudica al acusado. ¿Por qué? Porque nadie 

puede ser castigado por algo que la ley no considera delito de manera expresa. Este principio 

protege la libertad de las personas y evita abusos de poder. 

Imaginen lo peligroso que sería que un juez pudiera crear delitos usando semejanzas o 

interpretaciones extensas. Cualquier persona podría terminar condenada por hechos que nunca 

estuvieron claramente prohibidos. Por eso existe el principio de legalidad, resumido en una frase 

muy conocida: "No hay delito ni pena sin ley previa".  

Esto demuestra que la analogía no puede aplicarse de manera ilimitada. Debe respetar principios 

fundamentales como la seguridad jurídica, la legalidad y los derechos humanos.  

Y aquí surge algo muy importante: el Derecho no solo necesita leyes; necesita interpretación 

inteligente y responsable.  

Las normas son escritas por seres humanos, y ningún ser humano puede prever absolutamente todo 

lo que ocurrirá en el futuro. La tecnología cambia, la sociedad evoluciona, aparecen nuevos 

conflictos y nuevas necesidades. Por eso, el juez no puede limitarse únicamente a leer palabras de 

manera mecánica; también debe comprender el espíritu de la ley y buscar justicia.  



34 
 

La aplicación analógica permite precisamente eso: que el Derecho siga siendo útil frente a los 

cambios sociales.  

Actualmente vemos casos relacionados con inteligencia artificial, redes sociales, delitos 

informáticos y nuevas formas de contratación digital. Muchas de estas situaciones no estaban 

previstas hace algunos años. Sin embargo, los jueces deben resolverlas igualmente. Y para hacerlo, 

muchas veces recurren a normas semejantes y principios jurídicos.  

Eso demuestra que la analogía es una herramienta viva dentro del Derecho moderno.  

Pero también debemos reconocer que esta herramienta exige responsabilidad. Un juez no puede 

aplicar analogía simplemente porque quiere. Debe justificar adecuadamente la semejanza entre 

ambos casos y demostrar que realmente existe un vacío legal.  

Además, la analogía no debe utilizarse para beneficiar intereses personales ni para distorsionar la 

ley. El objetivo siempre debe ser alcanzar justicia respetando el orden jurídico. 

Como estudiantes de Derecho, este tema nos deja una gran reflexión: el Derecho no es únicamente 

memorizar artículos o códigos; es aprender a razonar jurídicamente.  

Un verdadero jurista no solo conoce normas. También sabe interpretar, argumentar y encontrar 

soluciones dentro del marco legal. Porque detrás de cada expediente existe una persona, un 

problema real y una necesidad de justicia.  

Y justamente por eso, la aplicación analógica de la ley tiene tanta relevancia. Porque evita que el 

vacío legal se convierta en vacío de justicia.  

Muchas veces escuchamos que la justicia debe ser igual para todos. Pero esa igualdad no puede 

existir si el Derecho permanece inmóvil frente a nuevas realidades. La analogía permite adaptar 

las normas sin destruir el sistema jurídico.  

En mi opinión, la aplicación analógica de la ley es necesaria, siempre que se utilice con límites 

claros y respeto a los principios fundamentales. Prohibir completamente la analogía haría que el 

Derecho sea rígido e incapaz de responder a los cambios sociales. Pero usarla sin control también 

podría generar arbitrariedad.  
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Por eso, el equilibrio es fundamental.  

Hoy más que nunca, necesitamos abogados, jueces y fiscales capaces de interpretar el Derecho 

con inteligencia, ética y humanidad. Personas que comprendan que la ley no fue creada solo para 

castigar o regular, sino principalmente para proteger la dignidad humana y garantizar convivencia 

social.  

Finalmente, quiero terminar con una idea muy importante:  

La ley puede tener vacíos, pero la justicia no debería tenerlos.  

La aplicación analógica de la ley demuestra que el Derecho no es un sistema frío ni estático. Es 

una herramienta que busca responder a las necesidades de la sociedad y proteger a las personas 

incluso en situaciones no previstas.  

Porque al final, el verdadero propósito del Derecho no es simplemente aplicar normas… sino hacer 

justicia.  

Muchas gracias.  

Autora: Choque Mamani, Luz Angela  
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4. Discurso Sobre “La Nulidad De Acto Jurídico Contrario A Las Leyes Que Interesan Al 

Orden Público Y Buenas Costumbres” 

Muy buenos días, estimado docente, compañeros presentes y público en general. 

En esta oportunidad tengo el agrado de exponer sobre un tema de gran relevancia dentro del 

Derecho Civil peruano, el cual guarda una estrecha relación con la protección de la legalidad, la 

moral y el interés general de la sociedad. Me refiero a la nulidad del acto jurídico contrario al orden 

público y a las buenas costumbres, institución jurídica fundamental que limita la autonomía de la 

voluntad cuando esta vulnera principios esenciales reconocidos por el ordenamiento jurídico. 

Como estudiante de Derecho, considero importante comprender que no todo acuerdo celebrado 

entre personas puede producir efectos válidos ante la ley. Si bien el Derecho Civil reconoce la 

libertad de las personas para contratar y regular sus intereses mediante actos jurídicos, dicha 

libertad no es absoluta, ya que encuentra límites en la protección del orden público, las buenas 

costumbres y los derechos fundamentales. 

Para comenzar, debemos señalar que doctrinariamente el acto jurídico se define como la 

manifestación de voluntad destinada a crear, regular, modificar o extinguir relaciones jurídicas. Es 

decir, se trata de actos realizados voluntariamente por las personas con la finalidad de producir 

consecuencias reconocidas por el Derecho. 

Dentro de esta categoría encontramos diversos ejemplos, como los contratos, las compraventas, 

los arrendamientos, los testamentos, las donaciones, los matrimonios y otros actos que forman 

parte de la vida cotidiana y generan efectos jurídicos entre las personas. 

Sin embargo, el Derecho Civil establece que para que un acto jurídico sea válido debe cumplir 

determinados requisitos esenciales. Cuando dichos requisitos no se cumplen o cuando el acto 

vulnera principios fundamentales del ordenamiento jurídico, aparece la figura de la nulidad. 

La nulidad constituye una sanción jurídica mediante la cual el acto pierde eficacia desde el 

momento mismo de su celebración, debido a la existencia de un vicio grave que afecta su validez. 

En otras palabras, el acto nace sin producir consecuencias jurídicas válidas para el Derecho. 
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El fundamento legal de esta institución se encuentra regulado en el artículo 219 del Código Civil 

peruano, el cual establece que el acto jurídico es nulo cuando resulta contrario a las leyes que 

interesan al orden público o a las buenas costumbres. 

En este punto, resulta importante precisar qué debemos entender por orden público. El orden 

público está conformado por el conjunto de principios, normas y valores fundamentales que 

garantizan el correcto funcionamiento de la sociedad y la protección del interés general. Por ello, 

las normas de orden público son de carácter imperativo y no pueden ser dejadas sin efecto mediante 

acuerdos privados entre particulares. 

Dentro de estas normas encontramos, por ejemplo, aquellas que protegen los derechos 

fundamentales de las personas, la protección de menores de edad, las normas laborales, la 

prohibición de actividades ilícitas y todas aquellas disposiciones destinadas a preservar la 

seguridad jurídica y la convivencia social. 

En consecuencia, cualquier acto jurídico que vulnere estos principios será considerado inválido 

por el ordenamiento jurídico, aun cuando exista consentimiento entre las partes. 

Por otro lado, también encontramos el concepto de buenas costumbres. Las buenas costumbres 

hacen referencia al conjunto de principios éticos, morales y sociales aceptados por la sociedad 

dentro de un determinado contexto histórico y jurídico. Esto demuestra que el Derecho no 

solamente protege la legalidad formal, sino también determinados valores vinculados con la 

dignidad humana, la moral y el respeto a la convivencia social. 

Por ello, existen determinados actos que, aun cuando hayan sido celebrados libremente, no pueden 

ser reconocidos jurídicamente debido a que poseen una finalidad inmoral o ilícita. 

Un ejemplo claro sería un contrato destinado al tráfico ilícito de drogas. Aunque ambas partes 

hayan manifestado libremente su voluntad, dicho acto jurídico sería absolutamente nulo por tener 

un objeto ilícito y resultar contrario al orden público. 

Otro ejemplo podría ser un acuerdo mediante el cual una persona renuncie totalmente a sus 

derechos fundamentales a cambio de dinero. Este acto tampoco sería reconocido por el 

ordenamiento jurídico, debido a que vulnera principios esenciales protegidos constitucionalmente. 
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Estos ejemplos nos permiten comprender que no todo acuerdo de voluntades genera efectos legales 

válidos. El Derecho establece límites precisamente para evitar abusos y proteger valores 

fundamentales para la sociedad. 

Desde una perspectiva jurídica, considero que esta institución cumple una función sumamente 

importante dentro del sistema legal peruano, ya que evita que actos ilícitos o inmorales puedan 

generar consecuencias válidas ante la ley. La nulidad actúa como un mecanismo de protección del 

ordenamiento jurídico y de la seguridad jurídica. 

Asimismo, este tema posee una gran relevancia en la actualidad, debido a que muchas veces se 

interpreta erróneamente la libertad como ausencia total de límites. Sin embargo, el Derecho Civil 

nos recuerda que toda libertad jurídica debe ejercerse dentro del marco constitucional, legal y 

moral establecido por el Estado. 

En ese sentido, la autonomía de la voluntad constituye un principio fundamental, pero no puede 

utilizarse para justificar actos que afecten la dignidad humana, el interés social o los derechos 

fundamentales de las personas. 

Del mismo modo, debemos comprender que el Derecho no solamente busca resolver conflictos 

entre particulares, sino también preservar el equilibrio social y garantizar el respeto de valores 

esenciales dentro de una sociedad democrática y organizada. 

Como futuros profesionales del Derecho, debemos entender que la aplicación de las normas civiles 

no puede limitarse únicamente a una interpretación literal de la ley, sino que también debe 

considerar principios fundamentales como la justicia, la moral, la buena fe y la protección de la 

dignidad humana. 

Finalmente, podemos concluir señalando que la nulidad del acto jurídico contrario al orden público 

y las buenas costumbres constituye una de las instituciones más importantes del Derecho Civil 

peruano, ya que permite proteger la legalidad, preservar la seguridad jurídica y garantizar que 

ningún acto contrario a la moral, al interés general o a la dignidad humana produzca efectos válidos 

ante el ordenamiento jurídico. 
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Gracias a esta institución, el Derecho establece límites necesarios al ejercicio de la libertad privada 

y asegura que toda relación jurídica se desarrolle dentro del marco de la legalidad y la justicia. 

Muchas gracias. 

Autora: Chura Apaza, Keila Esther   
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5. Discurso Sobre “El Legítimo Interés Económico O Moral Para Obrar” 

Muy buenos días, estimado docente, compañeros presentes y público en general. 

El propósito de este principio es evitar que la administración de justicia se instrumentalice para 

especulaciones, venganzas personales o debates teóricos abstractos. 

El orador plantea una cuestión tanto filosófica como pragmática: la razón por la cual el Estado, 

que ostenta el monopolio de la fuerza y de la justicia, debe activar su costosa maquinaria judicial 

a favor de un particular. La respuesta radica en la demostración de una necesidad imperiosa, real, 

actual y jurídicamente relevante por parte del individuo para obtener un pronunciamiento 

jurisdiccional. Lejos de ser un obstáculo burocrático, el interés para obrar garantiza que el proceso 

civil sirva como un instrumento público para la paz social, la predictibilidad del mercado y la 

restitución de derechos vulnerados. 

Apoyándose en Francesco Carnelutti, se define el "interés" como la relación de tensión entre un 

sujeto y un bien apto para satisfacer una necesidad. En el plano sustantivo, los ciudadanos poseen 

un interés material, el cual suele confundirse con el derecho subjetivo. 

Por el contrario, el interés para obrar es autónomo. Según Enrico Tullio Liebman, consiste en la 

relación de utilidad entre la lesión alegada y el remedio que aporta la providencia judicial. Para 

que se configure, la doctrina exige de forma unánime dos factores copulativos: 

La Necesidad de Tutela: El demandante debe demostrar que, sin la intervención del juez, sufrirá 

un perjuicio inevitable. Si el conflicto puede resolverse sin los tribunales, la vía judicial carece de 

justificación.La Adecuación de la Vía: El remedio solicitado debe ser el idóneo para sanar la 

situación de vulneración material. 

El término "legítimo" implica que el interés invocado debe estar alineado con los valores, fines y 

normas del ordenamiento jurídico global. El derecho civil no ampara caprichos, intolerancias ni 

antipatías personales; por ende, cualquier demanda basada exclusivamente en el fuero interno o la 

desaprobación del estilo de vida de un tercero carece de legitimidad jurídica. 
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El interés económico es el más recurrente y cuantificable en los tribunales, debido a las raíces 

romanas y patrimoniales del derecho civil. Su utilidad es palmaria: busca recomponer el 

patrimonio disminuido, asegurar prestaciones valiosas o evitar pérdidas. 

Se manifiesta a través de tres dimensiones clásicas de la responsabilidad civil y el derecho 

obligacional: Daño Emergente Pérdida real, efectiva y medible de bienes patrimoniales. Lucro 

Cesante Frustración de una ganancia legítima y proyectada. Tutela Inhibitoria Evitar un perjuicio 

patrimonial inminente (ej. interdicto de obra ruinosa). 

El interés económico se vincula al principio de eficiencia. Bajo las doctrinas del abuso del derecho 

y la teoría del proceso, se impide la tramitación de demandas que, amparadas en un interés 

económico minúsculo o insignificante, tengan la única intención de infligir costos de defensa 

vejatorios al demandado. El interés debe ser real, serio y valorable bajo criterios de intercambio 

comercial y equidad. 

Frente al positivismo formalista decimonónico que solo protegía aquello con un precio de 

mercado, la evolución contemporánea y la constitucionalización del derecho civil reconocen que 

los bienes más valiosos del ser humano son intangibles y extrapatrimoniales. El honor, la 

reputación, la intimidad, la identidad biológica y la integridad psíquica generan un legítimo e 

intenso interés moral para obrar. 

Cuando se vulnera el prestigio o la intimidad de un ciudadano, el interés primario no es 

necesariamente monetario, sino moral: se persigue la rectificación pública, la declaración judicial 

de falsedad y la restauración del buen nombre. Este interés se caracteriza por su naturaleza 

extrapatrimonial y su anclaje en la dignidad humana, en consonancia con el mandato constitucional 

de proteger a la persona como fin supremo del Estado. 

En este ámbito, las acciones de reclamación de filiación ilustran el interés moral en estado puro: 

el hijo que demanda no lo hace obligatoriamente por alimentos o derechos sucesorios, sino por su 

derecho fundamental a la identidad y por la necesidad de conocer su origen biológico. Asimismo, 

los procesos de impugnación de paternidad, patria potestad o declaración de ausencia se cimientan 

sobre la ordenación ética y legal de las relaciones humanas más íntimas. 
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El legítimo interés no flota a la deriva, sino que interactúa de manera sistémica con los grandes 

principios del derecho sustantivo: El Principio de la Buena Fe: Exige lealtad, honestidad y 

coherencia. Interponer una demanda careciendo de un interés legítimo viola flagrantemente este 

principio, utilizando el proceso de forma desviada, fraudulenta o como estrategia de extorsión y 

desgaste psicológico. La Prohibición del Abuso del Derecho: Ningún derecho formal puede 

ejercerse de manera antisocial o causando un daño desproporcionado e inútil. El examen del interés 

para obrar actúa como el filtro preventivo más potente; si el juez detecta que no hay perjuicio real 

y que solo se busca incomodar al demandado, debe declarar la improcedencia de la demanda. El 

Principio de Autonomía de la Voluntad y la Intervención Mínima del Estado: Los particulares son 

los mejores gestores de sus asuntos patrimoniales y afectivos. El ordenamiento respeta cuando las 

partes condonan deudas o perdonan ofensas sin acudir a los tribunales. El interés para obrar asegura 

que el juez solo intervenga cuando la autonomía de la voluntad sea insuficiente para resolver la 

controversia (último recurso). 

En las demandas de condena el interés es evidente, pero en las puramente declarativas donde se 

solicita constatar la existencia o inexistencia de una relación jurídica el análisis es más complejo. 

Por ejemplo, si un rumor público afirma que un vecino tiene un título que anula la propiedad de 

un poseedor, el valor comercial de la tierra cae y se bloquean sus créditos. Aunque no hay un daño 

material consumado, existe una incertidumbre jurídica objetiva que genera interés económico y 

moral para interponer una acción declarativa que limpie el título. 

La jurisprudencia internacional respalda la total autosuficiencia del interés moral, incluso sin 

repercusión económica. El caso de la pérdida o confusión de los restos de un ser querido por 

negligencia de un cementerio lo demuestra: un cuerpo inerte no tiene valor comercial, pero el 

sufrimiento psicológico y la ruptura del luto generan un interés moral absoluto para exigir 

reparación simbólica e indemnización. 

El concepto decimonónico, estrictamente individualista, se ha expandido. Frente a la 

contaminación de un río por una planta industrial, ya no se exige demostrar que el ganado propio 

murió; los principios modernos del derecho ambiental y de consumo reconocen que cualquier 

miembro de la comunidad o asociación civil ostenta un legítimo interés moral, social y colectivo 

para exigir el cese de la actividad y la recomposición del entorno para las generaciones futuras. 
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El proceso civil sustituyó la barbarie por la razón, pero puede ser desviado para el acoso, el 

chantaje o la extorsión financiera. El control riguroso del legítimo interés es el antídoto contra 

estas patologías: 

Litigantes con asimetría económica suelen usar demandas basadas en defectos de forma 

insignificantes, nulidades caprichosas o indemnizaciones astronómicas para asfixiar 

financieramente a competidores pequeños o a ex-parejas. El filtro del interés para obrar permite al 

juez interrogarse sobre la utilidad real y lícita de la sentencia; si solo se busca el desgaste del 

demandado, la demanda debe ser rechazada de plano. 

Ocurre cuando dos partes se confabulan de mala fe para seguir un juicio aparente y perjudicar a 

un tercero. Aunque formalmente hay un conflicto, sustancialmente el interés es ilícito, fraudulento 

y espurio. Al no ser conforme a la ley, la moral y las buenas costumbres, la aventura ilícita colapsa 

por falta de interés para obrar legítimo. 

El derecho civil actual está impregnado por los valores de la Constitución y los tratados 

internacionales de derechos humanos. Esto conecta al interés para obrar con el derecho 

fundamental a la Tutela Jurisdiccional Efectiva. 

Ante la aparente tensión de si exigir este requisito restringe el libre acceso a la justicia, el derecho 

constitucional procesal responde negativamente. Las restricciones a los derechos fundamentales 

son válidas si son razonables, proporcionales y persiguen un fin valioso: 

Es Razonable: No impide el acceso al juez; solo pide evidenciar la necesidad mínima. 

Es Proporcional: No exige pruebas de certeza absoluta al calificar la demanda, solo coherencia y 

urgencia. 

Fin Valioso: Evitar el colapso del sistema judicial por demandas basadas en conjeturas o caprichos. 

Filtrar a quien carece de interés es la única forma de garantizar una justicia pronta, oportuna y de 

calidad a los ciudadanos que sí tienen casos graves y urgentes. 

A diferencia de la difamación impresa de antaño, una publicación lesiva o descontextualizada en 

internet permanece indefinidamente indexada a nivel mundial. Esto consolida el derecho al olvido 
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digital: un ciudadano absuelto de un delito menor hace décadas tiene un interés moral legítimo 

para accionar contra multinacionales tecnológicas exigiendo la desindexación de la noticia. Es una 

dimensión de supervivencia existencial para proteger el honor, la intimidad y la proyección laboral, 

evitando quedar prisionero del pasado en la memoria binaria de los servidores. 

El discurso concluye señalando que el legítimo interés económico o moral no es una reliquia 

romana ni un obstáculo caprichoso, sino el termómetro de la racionalidad, la prudencia y la utilidad 

social del derecho civil. Es el mecanismo técnico que asegura que el proceso judicial mantenga los 

pies en la tierra y la mirada en las necesidades humanas reales. 

Proteger el interés económico implica resguardar el esfuerzo de los trabajadores, la seguridad de 

las inversiones, la certeza contractual y la estabilidad de las familias. Reivindicar el interés moral 

eleva a la persona por encima de las transacciones mercantiles, recordando que el dolor del alma, 

el buen nombre, la identidad y la paz espiritual son derechos sagrados que el ordenamiento privado 

tutela y resarce con la energía de la ley. 

Los operadores de justicia y los estudiantes deben internalizar que la justicia civil es un recurso 

social precioso y escaso. Exigir el legítimo interés para obrar no es cerrar las puertas a la 

ciudadanía, sino limpiar el sendero para que aquellos que verdaderamente sufren un menoscabo 

patrimonial o una herida en su dignidad encuentren tribunales despejados de trivialidades, jueces 

atentos y sentencias justas, oportunas y profundamente humanistas. 

Autora: Coaquira Coaguila, Karen Paola   
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6. Discurso Sobre “La Obligación De Los Jueces De Aplicar La Norma Jurídica Pertinente, 

Aunque No Haya Sido Invocada” 

Introducción   

Señoras y señores, distinguidos colegas, estudiantes de derecho y amigos:  

¿Puede un juez negar justicia porque las partes no citaron el artículo correcto? ¿Debe un 

magistrado cerrar los ojos ante la norma aplicable solo porque nadie la mencionó en sus escritos? 

La respuesta, en un Estado de Derecho, es un rotundo no. Hoy quiero hablarles de uno de los 

principios fundamentales del proceso judicial moderno: la obligación de los jueces de aplicar la 

norma jurídica pertinente, aunque no haya sido invocada por las partes. Este principio, 

conocido en la doctrina como iura novit curia (“el tribunal conoce el derecho”), no es un detalle 

técnico, sino una garantía esencial de la justicia material.  

Desarrollo  

Permítanme explicar primero qué significa realmente este principio. No se trata de que el juez 

pueda inventar normas. Se trata de que, una vez que las partes han planteado los hechos y la 

pretensión, el juez tiene el deber de calificar jurídicamente esos hechos aplicando todas las 

normas vigentes que correspondan, aunque ninguna de las partes las haya citado o incluso las 

conozca.  

Este principio tiene sólidas bases históricas y jurídicas. En el derecho romano ya se reconocía que 

el juez no estaba atado estrictamente a la calificación jurídica de las partes. En los sistemas de 

tradición continental, como el peruano, está consagrado expresamente.  

En el Perú, el Código Procesal Civil en su artículo 3° establece que “el juez debe aplicar el derecho 

que corresponda al caso, aunque no haya sido invocado por las partes”. Similar disposición 

encontramos en el Código Procesal Constitucional y en la jurisprudencia reiterada del Tribunal 

Constitucional y de la Corte Suprema.  

¿Por qué es tan importante este principio?  
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Primero: Garantiza la igualdad ante la ley. Imaginemos que una parte está representada por un 

excelente abogado y la otra por uno menos experimentado o, peor aún, por una persona que litiga 

sin abogado. Si el juez solo pudiera aplicar lo que invocan, la justicia dependería más de la calidad 

del abogado que de la razón y el derecho. Eso no sería justicia, sería un concurso de habilidades 

técnicas.  

Segundo: Evita la denegación de justicia. El artículo 139° inciso 3 de la  

Constitución Política del Perú prohíbe la denegación de justicia por vacío o deficiencia de la ley. 

El juez no puede decir “como no invocaron la norma, no resuelvo”. Su deber es resolver aplicando 

el ordenamiento jurídico completo. Tercero: Protege la seguridad jurídica y la coherencia del 

sistema. Si los jueces solo aplicaran lo invocado, tendríamos sentencias contradictorias para casos 

idénticos según la habilidad de los litigantes. El derecho dejaría de ser un sistema objetivo para 

convertirse en un juego de citas.  

Permítanme poner algunos ejemplos prácticos:  

• En un proceso de alimentos, la madre no invoca el artículo que establece el deber de 

asistencia familiar. El juez debe aplicarlo igual.  

• En un contrato de trabajo, las partes discuten solo sobre monto de indemnización, pero el 

caso encaja claramente en despido nulo por vulneración de derechos fundamentales. El juez 

debe calificar correctamente aunque nadie lo haya pedido expresamente.  

• En un proceso civil por responsabilidad civil, si los hechos configuran dolo, el juez puede 

aplicar las consecuencias más graves aunque la demanda solo haya pedido culpa leve.  

Por supuesto, este principio tiene límites que debemos reconocer con honestidad:  

1. El juez no puede cambiar la pretensión ni introducir hechos nuevos no alegados (principio 

de congruencia).  

2. En algunos ordenamientos y para ciertos derechos disponibles (como en derecho civil 

puro), existe mayor flexibilidad, pero nunca absoluta.  
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3. El juez debe respetar el debido proceso y dar oportunidad a las partes de pronunciarse 

sobre la norma que piensa aplicar si esta resulta sorpresiva (principio de contradicción).  

La Corte Interamericana de Derechos Humanos y el Tribunal Constitucional peruano han sido 

claros: el iura novit curia es compatible con el debido proceso siempre que se respete el derecho 

de defensa.  

Conclusión   

Queridos amigos:  

La obligación del juez de aplicar la norma pertinente aunque no haya sido invocada no es un 

privilegio de los magistrados, es una carga y una gran responsabilidad. Representa la diferencia 

entre un juez que es mero árbitro pasivo de un debate técnico y un juez que es verdadero servidor 

de la justicia.  

En un país como el Perú, donde aún enfrentamos desigualdades en el acceso a la justicia, este 

principio adquiere una dimensión ética profunda. Es una herramienta para que la ley proteja al más 

débil, al menos informado, al que no tiene los mejores recursos.  

Muchas gracias.  

 Autor: Collque Toledo, Luis Alvaro   
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7. Discurso Sobre “Los Jueces No Pueden Dejar De Administrar Justicia Por Defecto O 

Deficiencia De La Ley” 

Distinguidas autoridades, honorables docentes, compañeros estudiantes y público presente:  

En esta oportunidad, tengo el honor de desarrollar un tema de enorme importancia para el Derecho 

y para la vida en sociedad: “Los jueces no pueden dejar de administrar justicia por defecto o 

deficiencia de la ley”. Este principio jurídico constituye una garantía fundamental dentro del 

Estado de Derecho, pues asegura que toda persona tenga acceso a una respuesta judicial aun 

cuando las normas legales sean insuficientes, ambiguas o presenten vacíos.  

Hablar de justicia es hablar de uno de los valores más importantes para la convivencia humana. 

Desde tiempos antiguos, las sociedades han buscado mecanismos para resolver conflictos de 

manera pacífica y ordenada. La creación de leyes surgió precisamente con ese propósito: establecer 

reglas que permitan proteger los derechos, mantener el orden y garantizar la igualdad entre las 

personas. Sin embargo, ninguna ley puede prever todas las situaciones posibles que se presentan 

en la realidad.  

La sociedad cambia constantemente. Cada día aparecen nuevos problemas derivados del avance 

tecnológico, de las transformaciones económicas, de las relaciones sociales y de los desafíos 

contemporáneos. Pensemos, por ejemplo, en temas como los delitos informáticos, la inteligencia 

artificial, la protección de datos personales o las nuevas formas de contratación digital. Muchas 

veces, la ley tarda en adaptarse a estas nuevas realidades. Frente a ello surge una pregunta 

fundamental: ¿qué debe hacer el juez cuando no existe una norma clara que resuelva el caso? La 

respuesta es contundente: el juez no puede negarse a administrar justicia.  

Este principio implica que el juez tiene la obligación de resolver los conflictos sometidos a su 

conocimiento, aun cuando encuentre vacíos o deficiencias en la legislación. Su función no es 

simplemente repetir de manera automática el contenido de las normas. Por el contrario, el juez 

debe interpretar el ordenamiento jurídico de forma integral, utilizando principios generales del 

Derecho, la jurisprudencia, la doctrina y, sobre todo, los valores constitucionales que protegen la 

dignidad humana y los derechos fundamentales.  
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Si los jueces pudieran excusarse diciendo que la ley no regula un caso determinado, muchas 

personas quedarían indefensas. Imaginemos a un ciudadano que acude al Poder Judicial buscando 

protección frente a una injusticia y recibe como respuesta que no existe una norma específica para 

resolver su problema. Esto generaría inseguridad jurídica, desconfianza en las instituciones y un 

profundo sentimiento de desamparo social.  

Por ello, la administración de justicia no puede detenerse. La función judicial debe garantizar 

siempre una respuesta, porque el acceso a la justicia constituye un derecho fundamental de toda 

persona. Negarse a resolver un caso equivaldría, en muchos sentidos, a negar justicia.  

Además, debemos entender que el Derecho no está compuesto únicamente por leyes escritas. 

Existen también principios jurídicos universales que orientan las decisiones judiciales. Principios 

como la equidad, la buena fe, la razonabilidad, la igualdad y la protección de la dignidad humana 

permiten al juez encontrar soluciones justas cuando la norma resulta insuficiente.  

En este contexto, la Constitución ocupa un lugar central. Actualmente, los jueces no solo aplican 

leyes, sino que también deben interpretar sus decisiones conforme a los derechos y principios 

constitucionales. La Constitución representa la norma suprema del ordenamiento jurídico y sirve 

como guía para resolver conflictos incluso en ausencia de legislación específica.  

La labor del juez exige, por tanto, una gran responsabilidad. Ser juez no significa únicamente 

conocer códigos y leyes; implica también tener criterio jurídico, ética profesional y sensibilidad 

humana. Cada decisión judicial puede influir profundamente en la vida de las personas. Por ello, 

el juez debe actuar con independencia, imparcialidad y compromiso con la justicia.  

Asimismo, este principio fortalece la confianza de los ciudadanos en el sistema judicial. Cuando 

las personas saben que siempre obtendrán una respuesta de los tribunales, sienten que sus derechos 

están protegidos. La confianza en la justicia es indispensable para mantener la paz social y el 

respeto hacia las instituciones democráticas.  

Es importante destacar que este principio también evita la arbitrariedad. Si los jueces pudieran 

decidir libremente cuándo resolver y cuándo no hacerlo, existiría el riesgo de discriminación o 

abuso de poder. La obligación de administrar justicia garantiza igualdad ante la ley y protege a 

todos los ciudadanos sin distinción.  
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A lo largo de la historia, muchos juristas han defendido la idea de que el Derecho debe servir a la 

sociedad y no convertirse en un obstáculo para ella. Las leyes son instrumentos creados por el ser 

humano y, como toda obra humana, pueden presentar limitaciones. Por esa razón, corresponde al 

juez interpretar el Derecho con inteligencia y prudencia para alcanzar soluciones justas.  

En muchos países, especialmente dentro de la tradición jurídica latinoamericana, este principio se 

encuentra expresamente reconocido en la Constitución y en los códigos civiles. Esto demuestra la 

importancia que tiene para el funcionamiento adecuado del sistema judicial y para la protección 

efectiva de los derechos humanos.  

Debemos reconocer también que la justicia no solo cumple una función legal, sino también social 

y moral. Cuando un juez resuelve un conflicto, contribuye a restaurar la armonía entre las personas 

y reafirma el valor de la convivencia pacífica. Cada sentencia representa un mensaje para la 

sociedad sobre el respeto a los derechos y al orden jurídico.  

Por otro lado, cuando existe una deficiencia legal, el juez puede recurrir a la analogía jurídica, a 

los principios generales del Derecho y a la interpretación sistemática de las normas. Estas 

herramientas permiten llenar vacíos legales y evitar que la ausencia de regulación se convierta en 

una excusa para negar justicia.  

También es importante mencionar que este principio protege especialmente a las personas más 

vulnerables. Muchas veces, quienes acuden a los tribunales son ciudadanos que buscan defender 

derechos básicos como la libertad, la igualdad, la propiedad, el trabajo o la integridad personal. Si 

el juez se negara a resolver sus casos, estas personas quedarían completamente desprotegidas 

frente a situaciones de abuso o injusticia.  

En la actualidad, el mundo enfrenta nuevos desafíos jurídicos que exigen jueces preparados y 

comprometidos. La globalización, el avance tecnológico y los cambios sociales generan conflictos 

cada vez más complejos. Por ello, la labor judicial requiere actualización constante y capacidad de 

adaptación frente a nuevas realidades.  

Sin embargo, pese a todos estos desafíos, el objetivo esencial permanece intacto: garantizar justicia 

para todos. Ese es el verdadero sentido de este principio. La ley puede tener vacíos, pero la justicia 

nunca debe estar ausente.  
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En conclusión, afirmar que los jueces no pueden dejar de administrar justicia por defecto o 

deficiencia de la ley significa reconocer que el Derecho debe estar siempre al servicio de la persona 

humana. Este principio asegura que ningún ciudadano quede abandonado frente a un conflicto 

jurídico y que la protección de los derechos prevalezca incluso cuando las normas sean 

imperfectas.  

Los jueces tienen la misión de interpretar el Derecho con responsabilidad, equidad y humanidad. 

Su deber es encontrar soluciones justas aun en los casos más difíciles, porque la esencia de la 

función judicial consiste precisamente en proteger la dignidad y los derechos de las personas. 

Finalmente, debemos recordar que una sociedad sin justicia pierde la confianza, el orden y la paz. 

Por ello, mientras exista una persona que reclame protección de sus derechos, los jueces tienen la 

obligación moral y jurídica de responder.  

Porque las leyes pueden ser incompletas, pero la justicia jamás puede ser indiferente.  

Muchas gracias.  

Autora: Condori Isidro, Luz Daniela   
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8. Discurso Sobre “La Aplicación Supletoria Del Código Civil” 

Hablar de la aplicación supletoria del Código Civil significa analizar uno de los mecanismos más 

relevantes para mantener la unidad, coherencia y eficacia del ordenamiento jurídico. En toda 

sociedad moderna, el Derecho tiene como finalidad regular las relaciones humanas y resolver los 

conflictos que se presentan entre las personas y el Estado. Sin embargo, la realidad social 

evoluciona constantemente y resulta imposible que las leyes especiales puedan prever todas las 

situaciones existentes o futuras.  

Precisamente por ello surge la necesidad de contar con normas complementarias que permitan 

integrar el sistema jurídico frente a vacíos legales o insuficiencias normativas. En este contexto, el 

Código Civil cumple una función fundamental, debido a que actúa como norma supletoria para 

distintas ramas del Derecho cuando no existe regulación expresa sobre un determinado caso. 

La palabra “supletoria” proviene del término suplir, que significa completar o reemplazar aquello 

que falta. Jurídicamente, la aplicación supletoria implica que una norma general puede ser utilizada 

para complementar otra rama jurídica especializada cuando esta no contiene disposición específica 

para resolver un conflicto determinado. 

Dentro del ordenamiento jurídico peruano existen diversas ramas autónomas, como el Derecho 

Administrativo, el Derecho Procesal, el Derecho Laboral, el Derecho Comercial y el Derecho 

Tributario. Cada una de estas disciplinas posee principios y normas propias. Sin embargo, en 

muchas oportunidades dichas normas especiales no resultan suficientes para resolver todas las 

controversias que se presentan en la práctica. 

Ante estas situaciones, el Código Civil se convierte en unas herramientas jurídicas integradora que 

permite llenar vacíos legales y garantizar que ningún conflicto quede sin solución. Esto resulta 

fundamental para preservar la seguridad jurídica y la estabilidad del sistema legal.   

La aplicación supletoria tiene gran relevancia porque el Derecho no puede admitir la inexistencia 

de respuestas jurídicas frente a los problemas sociales. Un sistema jurídico incompleto generaría 

inseguridad, arbitrariedad y desprotección para las personas. Por ello, el Código Civil funciona 

como una norma base que contiene principios generales aplicables a distintas situaciones jurídicas. 



53 
 

El Código Civil peruano regula aspectos esenciales de las relaciones jurídicas entre personas, tales 

como los actos jurídicos, las obligaciones, los contratos, la responsabilidad civil, los derechos 

reales y la capacidad jurídica. Debido a la amplitud de estas instituciones, muchas de sus 

disposiciones pueden ser utilizadas complementariamente en otras ramas del Derecho. 

Uno de los ámbitos donde más se aprecia la aplicación supletoria es el Derecho Procesal. Las 

normas procesales frecuentemente recurren al Código Civil para resolver cuestiones relacionadas 

con nulidades, representación, capacidad de las personas, prescripción, caducidad o interpretación 

de actos jurídicos. 

Por ejemplo, cuando una norma procesal no regula adecuadamente determinados aspectos 

vinculados con la representación de las partes, el juez puede aplicar de manera supletoria las 

disposiciones civiles referentes al mandato o representación legal. Esto permite garantizar una 

correcta actuación procesal y evitar vacíos normativos que afecten el desarrollo del proceso 

judicial. 

Asimismo, en el Derecho Administrativo también se observa constantemente la aplicación 

supletoria del Código Civil. La Administración Pública celebra contratos, realiza actos jurídicos y 

mantiene relaciones con particulares que muchas veces requieren complementarse con normas 

civiles. 

Cuando la legislación administrativa no regula determinados aspectos contractuales, pueden 

aplicarse supletoriamente disposiciones del Código Civil siempre que sean compatibles con la 

naturaleza del Derecho Administrativo y no contradigan principios administrativos fundamentales. 

En el Derecho Laboral ocurre una situación similar. Aunque esta rama jurídica posee autonomía y 

principios propios, existen materias vinculadas con obligaciones, contratos o responsabilidad que 

pueden complementarse mediante normas civiles cuando la legislación laboral presenta vacíos o 

insuficiencias. 

Sin embargo, es importante precisar que la aplicación supletoria no significa que el Código Civil 

pueda aplicarse de manera automática o indiscriminada. Existen límites jurídicos que deben 

respetarse para evitar interpretaciones incorrectas o incompatibles con otras ramas del Derecho. 
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Para que proceda la aplicación supletoria deben cumplirse ciertos requisitos fundamentales. En 

primer lugar, debe existir un vacío legal o ausencia de regulación específica dentro de la ley 

especial. En segundo lugar, la norma civil aplicada debe ser compatible con la naturaleza y 

principios de la rama jurídica correspondiente. Finalmente, la aplicación supletoria no puede 

contradecir disposiciones expresas establecidas por leyes especiales ni vulnerar derechos 

constitucionales. 

Precisamente por ello, la labor de los jueces y tribunales resulta fundamental dentro de este 

mecanismo jurídico. Los magistrados tienen la responsabilidad de interpretar el ordenamiento 

jurídico de manera sistemática y determinar cuándo corresponde aplicar supletoriamente el Código 

Civil.  

Esta función interpretativa contribuye directamente al fortalecimiento de la seguridad jurídica y 

de la correcta administración de justicia. Un juez no puede dejar de resolver un caso alegando 

vacío legal, porque el Derecho debe ofrecer siempre una solución conforme a la Constitución y a 

los principios generales del ordenamiento jurídico. 

La aplicación supletoria también encuentra fundamento en diversos principios reconocidos por la 

Constitución Política del Perú, especialmente el principio de seguridad jurídica, el debido proceso 

y la tutela jurisdiccional efectiva. 

El principio de seguridad jurídica garantiza que las personas puedan conocer y confiar en que el 

ordenamiento jurídico ofrecerá soluciones razonables frente a los conflictos. Por su parte, la tutela 

jurisdiccional efectiva asegura el derecho de toda persona a obtener una respuesta judicial 

motivada y conforme al Derecho. 

De igual manera, el debido proceso exige que toda decisión judicial se base en normas válidas y 

en una correcta interpretación jurídica. En consecuencia, la aplicación supletoria del Código Civil 

permite fortalecer estos principios constitucionales y evitar situaciones de indefensión. 

Además, la doctrina jurídica reconoce que la aplicación supletoria constituye un mecanismo de 

integración normativa indispensable para mantener la coherencia interna del sistema jurídico. El 

Derecho debe interpretarse como un conjunto ordenado y armónico de normas, no como 

disposiciones aisladas o contradictorias. 
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La jurisprudencia peruana también ha reconocido reiteradamente la importancia de la aplicación 

supletoria. Tanto la Corte Suprema como el Tribunal Constitucional del Perú han señalado que los 

jueces deben interpretar el ordenamiento jurídico de manera sistemática y recurrir a normas 

complementarias cuando sea necesario garantizar la protección de derechos fundamentales. 

Actualmente, la aplicación supletoria enfrenta nuevos desafíos derivados de los cambios sociales, 

económicos y tecnológicos. El avance de la tecnología, el comercio electrónico, los contratos 

digitales y las nuevas formas de relaciones jurídicas generan situaciones que muchas veces no se 

encuentran completamente reguladas por leyes especiales. 

Por ejemplo, los contratos electrónicos, la protección de datos personales y diversas operaciones 

digitales plantean nuevos problemas jurídicos que requieren soluciones rápidas y eficaces. En 

muchos de estos casos, el Código Civil continúa siendo utilizado como fuente complementaria 

para interpretar relaciones jurídicas modernas. 

Esto demuestra que el Código Civil mantiene plena vigencia e importancia dentro del sistema 

jurídico peruano, debido a que proporciona principios generales aplicables incluso frente a nuevas 

realidades sociales y tecnológicas. 

Otro aspecto importante consiste en comprender que la aplicación supletoria no solo posee 

relevancia técnica o académica, sino también una enorme importancia práctica para la vida 

cotidiana de las personas. 

Gracias a este mecanismo jurídico, los ciudadanos pueden contar con mayor protección legal frente 

a situaciones no previstas expresamente por leyes especiales. Asimismo, se fortalece la confianza 

en las instituciones jurídicas y en la administración de justicia. 

La aplicación supletoria también contribuye a garantizar valores fundamentales como la equidad, 

la razonabilidad y la justicia. El Derecho no debe limitarse únicamente a aplicar normas de manera 

rígida, sino también ofrecer soluciones compatibles con la dignidad humana y los principios 

constitucionales.  

Finalmente, podemos afirmar que la aplicación supletoria del Código Civil constituye un 

instrumento indispensable para garantizar la eficacia, unidad y coherencia del ordenamiento 
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jurídico peruano. Gracias a este mecanismo, es posible integrar vacíos legales, fortalecer la 

seguridad jurídica y asegurar una adecuada protección de los derechos fundamentales.  

Por los derechos humanos y contribuye a consolidar un sistema de justicia más legítimo y 

equilibrado. 

El gran desafío del sistema jurídico peruano consiste en continuar adaptándose a las nuevas 

realidades sociales sin perder coherencia normativa ni debilitar los principios constitucionales que 

sustentan el Estado de derecho. 

Cuando la aplicación supletoria se realiza correctamente, respetando los límites legales y 

constitucionales, el Derecho logra cumplir verdaderamente su finalidad: garantizar justicia, orden, 

seguridad jurídica y protección efectiva de los derechos de todas las personas. 

CONCLUSIONES 

Distinguidos colegas, las leyes nacen, se transforman y mueren al ritmo de las coyunturas políticas 

y económicas. Las leyes especiales son, por su propia naturaleza, contingentes, mutables y, a veces, 

efímeras. Son respuestas urgentes a problemas específicos.  

En medio de ese mar embravecido de normas pasajeras, el Código Civil se erige como el faro de 

estabilidad de nuestro sistema jurídico. Es el depositario de la prudencia jurídica acumulada por 

generaciones. 

La aplicación supletoria del Código Civil no es un síntoma de debilidad de las leyes especiales, 

sino la prueba irrefutable de la unidad y cohesión de nuestro derecho. Nos recuerda que, por encima 

de las especializaciones y de las fragmentaciones técnicas, el derecho sigue persiguiendo un único 

e idéntico fin: la realización de la justicia a través de la claridad, la certeza y la protección del ser 

humano. 

Cuando el legislador calla, cuando la norma especial duda, el Código Civil habla. No para imponer 

un dogma, sino para ofrecer una solución; no para restar autonomía, sino para otorgar plenitud. 

Defendamos, pues, la supletoriedad no como un vestigio del pasado, sino como una herramienta 

viva de la hermenéutica contemporánea, indispensable para garantizar que ningún ciudadano 

quede desparado ante el vacío de la ley. 
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Hagamos del Derecho Común el suelo firme sobre el cual se sigan edificando las libertades y las 

seguridades de nuestra sociedad. 

Muchas gracias. 

Autora: Contreras Gomez, Xiomara Solange   
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III.- PRINCIPIOS DEL DERECHO PENAL. – 

1. Discurso Sobre “El Principio De Finalidad Preventiva” 

Buenos días, compañeros y profesor(a). Reciban un cordial saludo hoy voy a hablar de como el 

Derecho Penal ocupa un lugar central dentro del ordenamiento jurídico, ya que regula las 

conductas que más afectan la convivencia social y establece las consecuencias jurídicas para 

quienes vulneran bienes jurídicos protegidos por el Estado. Sin embargo, el poder punitivo del 

Estado no puede ejercerse de manera ilimitada. Por ello, se han desarrollado principios 

fundamentales que orientan la creación, interpretación y aplicación de las normas penales. 

Uno de estos principios es el principio de finalidad preventiva, que señala que la pena no debe 

reducirse a un simple acto de castigo por el delito cometido, sino que debe orientarse a prevenir la 

comisión de nuevos delitos y proteger a la sociedad. Este principio marca una evolución frente a 

modelos antiguos basados únicamente en la venganza o en la retribución. 

El Derecho Penal moderno entiende la pena como un instrumento de política criminal, que busca 

tanto proteger bienes jurídicos fundamentales como la vida, la libertad, la seguridad y la dignidad 

como fortalecer el orden jurídico. En este contexto, la pena cumple una función de prevención 

general, dirigida a la colectividad, que busca disuadira la sociedad mediante la amenaza de sanción, 

y una función de prevención especial, dirigida al propio infractor, orientada a su rehabilitación y 

reinserción social. 

En el Perú, el principio de finalidad preventiva posee reconocimiento constitucional y legal. El 

artículo 139 inciso 22 de la Constitución Política del Perú establece que el régimen penitenciario 

tiene por objeto la reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad. 

Asimismo, el Código Penal peruano, en su Título Preliminar, señala que la pena cumple función 

preventiva, protectora y resocializadora. Estas disposiciones muestran que nuestro sistema penal 

no se orienta únicamente a castigar, sino también a prevenir y a reintegrar. 

La doctrina penal, representada por autores como Claus Roxin y Eugenio Raúl Zaffaroni, ha 

reforzado esta idea. Roxin sostiene que el Derecho Penal debe combinar fines retributivos 

limitados con fines preventivos, protegiendo bienes jurídicos y evitando excesos punitivos. 
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Zaffaroni, por su parte, advierte contra el "derecho penal del enemigo", que margina a ciertos 

grupos bajo un régimen represivo, sin respeto a la dignidad humana ni a la finalidad preventiva. 

La aplicación efectiva de este principio, sin embargo, enfrenta serias dificultades en el Perú. El 

sistema penitenciario atraviesa una profunda crisis: el hacinamiento, las deficientes condiciones 

de detención, la falta de programas educativos, laborales y de salud mental, y la escasez de recursos 

limitan la capacidad del Estado para cumplir con la función resocializadora de la pena. En lugar 

de ser espacios de rehabilitación, muchas cárceles terminan reproduciendo conductas delictivas y 

favoreciendo la reincidencia. 

Además, la prisión preventiva muchas veces se utiliza como una "pena anticipada", motivada por 

presiones sociales o mediáticas, más que como una medida cautelar necesaria. Esto vulnera el 

principio de proporcionalidad y el carácter excepcional de la privación de libertad antes de la 

sentencia. 

En este contexto, el principio de finalidad preventiva se articula con otros principios del Derecho 

Penal: el de legalidad, que exige que la conducta esté previamente tipificada; el de culpabilidad, 

que vincula la pena a la responsabilidad del agente; el de proporcionalidad, que impide penas 

excesivas; el de humanidad, que exige condiciones carcelarias dignas; y el de lesividad, que limita 

la penalización a conductas que efectivamente lesionan bienes jurídicos. 

En el plano internacional, estándares como la Declaración Universal de Derechos Humanos, el 

Pacto de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la 

Convención contra la Tortura han sido invocados por el Tribunal Constitucional peruano para 

reforzar la idea de que la pena no puede ser un instrumento de castigo cruel o degradante, sino un 

medio orientado a la rehabilitación y la reinserción. 

Por ello, se hace urgente fortalecer el principio de finalidad preventiva mediante: la reforma del 

sistema penitenciario, con inversión en infraestructura y programas de educación y capacitación 

laboral; un uso más riguroso de la prisión preventiva; y una mejor individualización de la pena, 

basada en prevención especial positiva y no en ejemplos ejemplarizantes. 

En conclusión, el principio de finalidad preventiva es un pilar esencial del Derecho Penal moderno 

en el Perú. No basta con castigar el delito; el Estado tiene la obligación de prevenir la comisión de 
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nuevos delitos y de garantizar que la pena contribuya a la reinserción del condenado, dentro de un 

marco de respeto a la dignidad humana y a los derechos fundamentales. Una pena verdaderamente 

preventiva no solo protege a la sociedad, sino que también contribuye a construir una convivencia 

más justa, segura y humana para todos. 

Muchas gracias. 

Autora: Cordova Flores, Karen Nicole   
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2. Discurso Sobre “El Principio De Prohibición De La Analogía” 

El Principio de Prohibición de la Analogía, es un principio fundamental dentro del Derecho Penal, 

ya que cumple una función muy importante: proteger la libertad y la seguridad jurídica de todas 

las personas frente a posibles abusos o interpretaciones incorrectas de la ley. 

Para comenzar, primero debemos entender qué es la analogía. De manera sencilla, la analogía 

consiste en aplicar una norma jurídica a un caso que no está regulado expresamente, solo porque 

se parece a otro caso contemplado en la ley. En varias ramas del Derecho esto puede ser aceptado 

como una forma de resolver vacíos legales; sin embargo, en el Derecho Penal la situación es 

distinta, porque aquí se encuentran en juego derechos fundamentales como la libertad personal, la 

dignidad y los derechos humanos. 

El Derecho Penal tiene la capacidad de imponer sanciones muy graves, como multas, restricciones 

de derechos o incluso la privación de la libertad. Por esa razón, las normas penales deben ser claras, 

precisas y expresas. No se puede permitir que una persona sea castigada únicamente porque un 

juez o una autoridad considere que su conducta "se parece" a un delito establecido en la ley. 

Es ahí donde aparece el principio de prohibición de la analogía. Este principio establece que 

ninguna conducta puede ser considerada delito ni sancionada penalmente si la ley no lo ha señalado 

de manera expresa y previa. En otras palabras, el juez no puede crear delitos ni ampliar el contenido 

de las normas penales utilizando interpretaciones extensivas que perjudiquen al acusado. 

Este principio se relaciona directamente con otro principio muy importante: el principio de 

legalidad, el cual señala que "no hay delito ni pena sin ley previa". Esto significa que antes de 

sancionar a una persona debe existir una ley que describa claramente la conducta prohibida y la 

pena correspondiente. Gracias a ello, las personas pueden conocer cuáles son los límites 

establecidos por la ley y actuar con seguridad dentro de la sociedad. 

Imaginemos por un momento que este principio no existiera. Cualquier autoridad podría interpretar 

la ley según su propio criterio y castigar conductas que nunca fueron consideradas delitos. Esto 

generaría inseguridad, injusticia y miedo en la población, porque nadie tendría certeza sobre qué 

acciones podrían ser sancionadas. La justicia dejaría de basarse en la ley y dependería únicamente 

de interpretaciones subjetivas. 
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Por ejemplo, si una ley castiga un tipo específico de fraude, un juez no podría sancionar otro 

comportamiento distinto solamente porque "se parece" a ese delito. Si la conducta no está descrita 

expresamente en la norma penal, entonces no corresponde aplicar una sanción. Esto demuestra 

cómo este principio limita el poder del Estado y protege a los ciudadanos frente a decisiones 

arbitrarias. 

Además, este principio también garantiza la igualdad ante la ley. Todas las personas deben ser 

juzgadas bajo normas claras y objetivas, no bajo interpretaciones personales o cambiantes. La ley 

debe aplicarse de la misma manera para todos, evitando abusos y asegurando un proceso justo. 

Otro aspecto importante es que la prohibición de la analogía se aplica principalmente cuando 

perjudica al acusado. Sin embargo, en algunos casos la analogía puede ser aceptada si beneficia a 

la persona procesada, porque el Derecho Penal moderno también busca proteger los derechos 

fundamentales y evitar condenas injustas. 

Desde mi punto de vista, este principio es esencial para mantener la confianza en el sistema de 

justicia. Las personas necesitan saber que no serán castigadas arbitrariamente y que las decisiones 

judiciales estarán basadas únicamente en lo que establece la ley. Sin este principio, existiría un 

gran riesgo de abusos de poder y de vulneración de derechos fundamentales. 

En conclusión, el principio de prohibición de la analogía es una garantía indispensable dentro del 

Derecho Penal. Su finalidad es evitar interpretaciones arbitrarias, proteger la seguridad jurídica y 

asegurar que nadie sea sancionado por hechos que la ley no haya establecido previamente como 

delitos. Gracias a este principio se fortalece la justicia, la igualdad y el respeto por los derechos 

humanos dentro de una sociedad democrática. 

Muchas gracias. 

Autor: Dueñas Velasquez, Renzo Elvis  
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3. Discurso Sobre “El Principio De Lesividad” 

INTRODUCCIÓN  

El Derecho Penal constituye una de las manifestaciones más importantes del poder del Estado, 

debido a que permite imponer sanciones a aquellas personas que realizan conductas consideradas 

graves para la sociedad. A través de este mecanismo, el Estado busca proteger bienes jurídicos 

fundamentales como la vida, la libertad, el patrimonio, la seguridad y la convivencia social. Sin 

embargo, el ejercicio del poder punitivo no puede desarrollarse de manera arbitraria o ilimitada, 

ya que ello podría generar vulneraciones a los derechos fundamentales de las personas. Por esta 

razón, el Derecho Penal moderno se encuentra sometido a principios y garantías que actúan como 

límites frente al poder sancionador estatal.  

Dentro de estos principios destaca el principio de lesividad, también conocido como principio de 

ofensividad, el cual constituye uno de los fundamentos esenciales del sistema penal 

contemporáneo. Este principio establece que una conducta solamente puede ser considerada delito 

cuando produce una lesión o una puesta en peligro relevante de un bien jurídico protegido por la 

ley penal. En consecuencia, el Derecho Penal no puede intervenir frente a simples pensamientos, 

conductas inmorales o comportamientos privados que no ocasionen daño o peligro para la 

sociedad.  

La importancia del principio de lesividad radica en que garantiza la protección de la libertad 

individual y evita que el Derecho Penal sea utilizado como un instrumento arbitrario de control 

social. Asimismo, este principio se relaciona con otros principios fundamentales como la legalidad, 

la proporcionalidad y la mínima intervención penal, los cuales buscan garantizar un sistema 

jurídico respetuoso de los derechos humanos y del Estado constitucional de derecho.  

En el ordenamiento jurídico peruano, el principio de lesividad se encuentra reconocido en el Título 

Preliminar del Código Penal Peruano, donde se establece que la pena requiere necesariamente la 

lesión o puesta en peligro de bienes jurídicos tutelados por la ley. Esto significa que el Estado 

únicamente puede imponer sanciones penales cuando exista afectación relevante a intereses 

jurídicamente protegidos.  
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El presente informe jurídico tiene como finalidad desarrollar un análisis doctrinario y jurídico del 

principio de lesividad, explicando su concepto, antecedentes históricos, fundamentos, 

características, regulación normativa, aplicación jurisprudencial e importancia dentro del Derecho 

Penal peruano.  

DESARROLLO  

2.1. Concepto del principio de lesividad  

El principio de lesividad constituye uno de los pilares fundamentales del Derecho Penal moderno. 

Este principio establece que ninguna conducta puede ser considerada delito si no ocasiona una 

lesión o una puesta en peligro concreta de un bien jurídico protegido por el ordenamiento jurídico. 

En otras palabras, el Derecho Penal únicamente puede intervenir cuando exista una afectación real 

o potencial sobre intereses relevantes para la convivencia social.  

La doctrina penal sostiene que este principio funciona como un límite frente al poder punitivo del 

Estado, debido a que impide sancionar comportamientos que carezcan de trascendencia jurídica o 

social. De esta manera, el Derecho Penal no puede castigar simples ideas, pensamientos o 

conductas privadas que no produzcan daño alguno a terceros.  

Según Eugenio Raúl Zaffaroni, el principio de lesividad constituye una garantía fundamental frente 

al abuso del poder estatal, ya que exige que toda conducta sancionada penalmente posea un 

contenido materialmente ofensivo. Del mismo modo, Francisco Muñoz Conde sostiene que el 

Derecho Penal no debe utilizarse como mecanismo para imponer criterios morales o religiosos, 

sino únicamente para proteger bienes jurídicos esenciales para la sociedad.  

En consecuencia, el principio de lesividad implica que el Derecho Penal solo puede actuar cuando 

exista daño o peligro relevante respecto de un bien jurídico protegido. Si no existe afectación 

alguna, la intervención penal carecería de justificación dentro de un Estado democrático y 

constitucional de derecho.  

2.2. Antecedentes históricos del principio de lesividad  

Los antecedentes del principio de lesividad se desarrollaron principalmente durante la Ilustración 

europea del siglo XVIII, período histórico caracterizado por la defensa de la libertad individual y 
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la crítica contra el abuso del poder estatal. Durante esa época, diversos pensadores cuestionaron 

las sanciones arbitrarias y los sistemas penales excesivamente represivos que existían en los 

Estados absolutistas.  

Uno de los principales representantes de esta corriente fue Cesare Beccaria, autor de la obra De 

los delitos y las penas. Este autor sostenía que las penas únicamente debían aplicarse cuando fueran 

estrictamente necesarias para proteger a la sociedad. Asimismo, consideraba que el poder del 

Estado debía encontrarse limitado por la ley y por el respeto a la libertad de las personas. 

Posteriormente, John Stuart Mill formuló el denominado “principio del daño”, según el cual la 

libertad individual solamente puede ser restringida cuando una conducta cause perjuicio a otras 

personas. Esta teoría influyó considerablemente en el desarrollo posterior del principio de lesividad 

dentro del Derecho Penal moderno.  

Durante el siglo XX, diversos juristas desarrollaron la teoría del bien jurídico como fundamento 

de legitimación del Derecho Penal. Entre los autores más importantes destacan Claus Roxin, Luigi 

Ferrajoli y Eugenio Raúl Zaffaroni, quienes coinciden en señalar que el Derecho Penal debe actuar 

únicamente como mecanismo de protección de bienes jurídicos fundamentales y no como 

instrumento de control moral o político.  

2.3. Fundamento jurídico del principio de lesividad  

El fundamento jurídico del principio de lesividad radica en la necesidad de limitar el ejercicio del 

poder punitivo estatal y garantizar el respeto de los derechos fundamentales. En un Estado 

constitucional de derecho, el poder de sancionar no puede ejercerse de manera ilimitada, debido a 

que ello podría generar arbitrariedades y vulneraciones a la dignidad humana.  

Este principio se encuentra estrechamente relacionado con valores fundamentales como la libertad 

individual, la dignidad humana y el principio de proporcionalidad. Asimismo, guarda relación con 

el principio de mínima intervención penal, según el cual el Derecho Penal debe utilizarse 

únicamente como última ratio, es decir, cuando otros mecanismos jurídicos resulten insuficientes 

para resolver el conflicto.  



66 
 

El Título Preliminar del Código Penal Peruano establece que la pena requiere necesariamente de 

la lesión o puesta en peligro de bienes jurídicos tutelados por la ley. Esto significa que no toda 

conducta reprochable merece sanción penal, sino únicamente aquella que produzca una afectación 

relevante sobre intereses protegidos por el ordenamiento jurídico.  

Por ello, el principio de lesividad constituye una garantía frente a posibles excesos del Estado y 

contribuye a fortalecer el carácter democrático del sistema penal.  

2.4. El bien jurídico protegido  

El bien jurídico representa el interés, valor o derecho protegido por el Derecho Penal. Constituye 

el elemento central del principio de lesividad, debido a que la intervención penal únicamente se 

justifica cuando existe afectación sobre alguno de estos bienes jurídicos.  

Según Claus Roxin, los bienes jurídicos son condiciones esenciales para el desarrollo de la persona 

y para el adecuado funcionamiento de la sociedad. En consecuencia, el Derecho Penal tiene como 

finalidad principal proteger dichos intereses frente a ataques graves o peligrosos.  

Entre los principales bienes jurídicos protegidos por el Derecho Penal se encuentran la vida, la 

salud, la libertad, el patrimonio, la seguridad pública y la administración pública. Cada uno de 

estos bienes representa intereses fundamentales para la convivencia social y el mantenimiento del 

orden jurídico.  

El principio de lesividad exige que exista lesión o peligro concreto respecto de alguno de estos 

bienes jurídicos para justificar la imposición de una sanción penal. Si no existe afectación 

relevante, el Estado no debería intervenir mediante el Derecho Penal.  

2.5. Características del principio de lesividad  

El principio de lesividad presenta diversas características que permiten comprender su importancia 

dentro del Derecho Penal moderno. En primer lugar, posee una función limitadora, debido a que 

restringe el ejercicio arbitrario del poder punitivo estatal. Gracias a este principio, el Estado no 

puede sancionar cualquier conducta, sino únicamente aquellas que produzcan daño o peligro 

relevante.  



67 
 

Asimismo, el principio de lesividad posee carácter garantista, ya que protege los derechos 

fundamentales de las personas frente a posibles abusos del sistema penal. Del mismo modo, se 

encuentra vinculado con la protección de bienes jurídicos, debido a que la intervención penal solo 

puede justificarse cuando exista afectación sobre intereses jurídicamente relevantes.  

Otra característica importante es su relación con el daño social, puesto que exige la existencia de 

lesión o peligro concreto para legitimar la sanción penal. Finalmente, este principio se vincula con 

la mínima intervención penal, debido a que el Derecho Penal debe actuar únicamente en casos 

graves y como último recurso del Estado.  

CONCLUSIONES  

El principio de lesividad constituye uno de los fundamentos esenciales del Derecho Penal moderno 

y garantiza que únicamente sean sancionadas aquellas conductas que lesionen o pongan en peligro 

bienes jurídicos protegidos.  

Este principio limita el poder punitivo del Estado y protege los derechos fundamentales de las 

personas frente a posibles arbitrariedades. Asimismo, se encuentra estrechamente relacionado con 

principios como la legalidad, la proporcionalidad y la mínima intervención penal.  

El ordenamiento jurídico peruano reconoce expresamente el principio de lesividad en el Título 

Preliminar del Código Penal, estableciendo que la pena requiere necesariamente de lesión o puesta 

en peligro de bienes jurídicos tutelados por la ley.  

La jurisprudencia nacional también ha reforzado la aplicación garantista de este principio, 

señalando que el Derecho Penal únicamente puede intervenir frente a conductas que produzcan 

afectación relevante para la sociedad.  

Finalmente, el principio de lesividad constituye una garantía indispensable para asegurar un 

sistema penal democrático, justo y respetuoso de los derechos humanos.  

Autora: Espinoza Perca, Amalia Margoth    
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4. Discurso Sobre “El Principio De Garantía Jurisdiccional” 

Buenos días profesor y compañeros.  

Hoy voy a hablar sobre el principio de garantía jurisdiccional, uno de los principios más 

importantes dentro del Derecho Judicial, porque asegura que toda persona pueda acudir a un 

órgano jurisdiccional para proteger sus derechos y obtener una decisión justa.  

El principio de garantía jurisdiccional significa que el Estado tiene la obligación de brindar 

protección judicial efectiva a todas las personas. Es decir, cuando un derecho es vulnerado o 

amenazado, cualquier ciudadano debe tener acceso a un juez imparcial que resuelva el conflicto 

conforme a la ley y a la Constitución.  

Este principio se relaciona directamente con el derecho fundamental a la tutela jurisdiccional 

efectiva. No basta solamente con que existan jueces o tribunales; también es necesario que el 

proceso sea adecuado, rápido, imparcial y que la decisión judicial pueda cumplirse realmente.  

La garantía jurisdiccional comprende varios aspectos importantes.  

Primero, el acceso a la justicia. Toda persona, sin discriminación económica, social, política o 

cultural, debe poder acudir ante los tribunales para defender sus derechos. Por ejemplo, si un 

trabajador es despedido injustamente, tiene el derecho de acudir al Poder Judicial para reclamar 

protección.  

Segundo, el debido proceso. Esto significa que durante el juicio deben respetarse garantías 

mínimas, como el derecho de defensa, el derecho a presentar pruebas, el derecho a ser escuchado 

y el derecho a recibir una resolución motivada. Un proceso donde no se respeta el debido proceso 

deja de ser verdaderamente justo.  

Tercero, la independencia e imparcialidad del juez. Los jueces deben resolver únicamente 

conforme a la Constitución y la ley, sin presiones políticas, económicas o personales. Si un juez 

actúa con parcialidad, la garantía jurisdiccional pierde sentido.  
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Cuarto, la ejecución de las resoluciones judiciales. Una sentencia no sirve de mucho si no puede 

cumplirse. Por eso, este principio también implica que el Estado garantice el cumplimiento 

efectivo de las decisiones judiciales.  

En el Perú, este principio está reconocido en la Constitución Política, especialmente en el artículo 

139, donde se establecen los principios y derechos de la función jurisdiccional. Entre ellos 

encontramos la observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional.  

Además, este principio tiene gran importancia en un Estado democrático y constitucional de 

derecho, porque limita el abuso de poder y protege la dignidad humana. Gracias a la garantía 

jurisdiccional, las personas no quedan indefensas frente a actos arbitrarios del Estado o de 

particulares.  

También debemos entender que este principio fortalece la confianza de la población en el sistema 

de justicia. Cuando las personas sienten que los jueces actúan de manera justa y eficiente, aumenta 

el respeto por las leyes y por las instituciones democráticas.  

Sin embargo, en la práctica existen dificultades para que esta garantía se cumpla plenamente. Entre 

los principales problemas encontramos la demora de los procesos judiciales, la sobrecarga de 

expedientes, la corrupción y el difícil acceso a la justicia en algunas zonas alejadas del país. Estos 

problemas afectan la confianza ciudadana y pueden impedir una protección efectiva de los 

derechos.  

Por ello, es importante seguir fortaleciendo el sistema judicial mediante reformas que hagan los 

procesos más rápidos, transparentes y accesibles para todos.  

En conclusión, el principio de garantía jurisdiccional es fundamental porque protege los derechos 

de las personas y asegura el acceso a una justicia efectiva, imparcial y basada en el debido proceso. 

Sin esta garantía, los derechos reconocidos por la ley y la Constitución quedarían solo en teoría. 

Por eso, defender este principio es defender también el Estado de derecho y la dignidad de las 

personas.  

Muchas gracias.  

Autor: Esteban Flores, Rodrigo  
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5. Discurso Sobre “El Principio De Garantía De Ejecución” 

Buenos días compañeros y profesor.  

Hoy voy a hablar sobre el principio de garantía de ejecución, un principio muy importante dentro 

del Derecho Penal y la ejecución de las penas.  

Este principio establece que toda pena o medida de seguridad debe ejecutarse únicamente 

conforme a la ley y bajo el control de la autoridad competente. Esto significa que el Estado no 

puede aplicar castigos arbitrarios ni actuar abusivamente contra una persona condenada. Aunque 

alguien haya cometido un delito, sus derechos fundamentales siguen siendo protegidos.  

La garantía de ejecución tiene como finalidad asegurar que las sanciones impuestas por un juez se 

cumplan de manera legal, justa y respetando la dignidad humana. En otras palabras, la persona 

condenada solo debe cumplir la pena que la ley y la sentencia establecen, sin recibir castigos 

adicionales o tratos inhumanos.  

Este principio también está relacionado con el respeto de los derechos humanos dentro de los 

centros penitenciarios. Por ejemplo, las personas privadas de libertad tienen derecho a recibir 

atención médica, alimentación adecuada, comunicación con su familia, defensa legal y 

condiciones dignas durante el cumplimiento de la pena. El hecho de estar en prisión no significa 

perder todos sus derechos.  

Además, el principio de garantía de ejecución implica que exista supervisión judicial durante el 

cumplimiento de la condena. Esto permite controlar que las autoridades penitenciarias actúen 

correctamente y evita posibles abusos de poder. De esta manera, se protege tanto la legalidad como 

la integridad de la persona sentenciada.  

Otro aspecto importante es que este principio ayuda a mantener el equilibrio entre la sanción y la 

justicia. El Derecho Penal no busca únicamente castigar, sino también garantizar que las penas se 

ejecuten respetando la Constitución y las leyes. Por eso, la ejecución de una pena debe tener límites 

claros y no depender de decisiones arbitrarias.  
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Por ejemplo, si una persona fue condenada a una pena privativa de libertad de cierto tiempo, no 

puede recibir restricciones o sanciones extras que no estén autorizadas legalmente. Todo acto 

realizado dentro de la ejecución penal debe estar fundamentado en la ley.  

Ahora bien, es importante profundizar un poco más en cómo este principio se aplica en la práctica. 

En muchos sistemas jurídicos, la ejecución de la pena no solo depende de las autoridades 

penitenciarias, sino que también intervienen jueces especializados, como los jueces de ejecución 

penal. Estos jueces tienen la función de supervisar que la pena se cumpla correctamente, resolver 

conflictos dentro del cumplimiento de la condena y garantizar que no se vulneren los derechos del 

condenado.  

Esto refuerza la idea de que la ejecución de la pena no es una etapa olvidada del proceso penal, 

sino una fase igual de importante que el juicio. De hecho, de nada serviría que un proceso judicial 

sea justo si, al momento de ejecutar la pena, se cometen abusos o ilegalidades.  

Asimismo, este principio se vincula estrechamente con otros principios fundamentales del Derecho 

Penal, como el principio de legalidad. Ambos buscan evitar la arbitrariedad del Estado. Mientras 

que el principio de legalidad establece que no hay delito ni pena sin ley previa, la garantía de 

ejecución asegura que esa pena se cumpla exactamente como la ley lo establece, sin excesos.  

También se relaciona con el principio de humanidad de las penas, el cual señala que ninguna 

sanción debe atentar contra la dignidad de la persona. En este sentido, prácticas como la tortura, 

los tratos crueles o las condiciones inhumanas de reclusión están totalmente prohibidas.  

Otro punto relevante es que este principio contribuye al proceso de resocialización del condenado. 

El objetivo de la pena no es solo castigar, sino también permitir que la persona pueda reinsertarse 

en la sociedad. Para que esto sea posible, es necesario que durante el cumplimiento de la pena se 

respeten sus derechos y se le brinden oportunidades de educación, trabajo y desarrollo personal.  

Si el Estado no respeta la garantía de ejecución, no solo estaría violando derechos fundamentales, 

sino que también estaría 4 afectando la finalidad de la pena, ya que un sistema abusivo genera más 

violencia y no contribuye a la reintegración social.  
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Por otro lado, es importante mencionar que este principio también protege a la sociedad en general, 

porque garantiza que el poder punitivo del Estado tenga límites. En un Estado de derecho, el poder 

no es absoluto, y todas las autoridades deben actuar conforme a la ley. Esto genera confianza en 

el sistema de justicia y evita abusos que podrían afectar a cualquier persona.  

Un ejemplo claro sería el caso de sanciones disciplinarias dentro de una prisión. Estas pueden 

aplicarse, pero deben estar reguladas por la ley y respetar ciertos procedimientos. No se puede 

castigar a un interno de manera arbitraria o desproporcionada.  

Asimismo, la garantía de ejecución implica transparencia en el sistema penitenciario. Las 

condiciones de los centros de reclusión deben ser supervisadas y evaluadas constantemente para 

asegurar que cumplan con estándares mínimos de dignidad y respeto a los derechos humanos.  

Finalmente, este principio refleja un valor fundamental del Derecho Penal moderno: el respeto por 

la persona humana, incluso cuando ha cometido un delito. La justicia no puede basarse en la 

venganza, sino en el respeto a la ley y a la dignidad de todos.  

En conclusión, el principio de garantía de ejecución es fundamental porque asegura que el 

cumplimiento de las penas se realice dentro del marco legal y con respeto a la dignidad humana. 

Este principio demuestra que un verdadero Estado de derecho no solo sanciona los delitos, sino 

que también protege los derechos fundamentales de todas las personas, incluso de quienes han sido 

condenados.  

Muchas gracias. 

Autora: Gallegos Espinoza, Genesis De Los Angeles   
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6. Discurso Sobre “El Principio De Responsabilidad Penal” 

Buenos días con todos. 

Hoy voy a desarrollar el principio de responsabilidad penal en el Derecho Penal peruano, un tema 

fundamental porque constituye uno de los límites más importantes al poder punitivo del Estado. 

Este principio no solo tiene valor jurídico, sino también constitucional y humano, ya que protege 

a la persona frente a sanciones arbitrarias y garantiza que nadie pueda ser castigado penalmente 

sin que exista una verdadera base de culpabilidad. 

a responsabilidad penal significa que una persona solo puede ser sancionada cuando su conducta 

le pueda ser atribuida de manera personal, consciente y voluntaria. Es decir, no basta con que se 

haya producido un daño o un resultado; es necesario comprobar que esa persona actuó con dolo o 

culpa. Por ello, el Derecho Penal moderno rechaza la llamada responsabilidad objetiva, porque no 

sería justo castigar a alguien únicamente por el resultado de un hecho, sin analizar su intención, su 

capacidad de comprender o las circunstancias en que actuó. 

En el ordenamiento jurídico peruano, este principio se encuentra recogido en el artículo VII del 

Título Preliminar del Código Penal, el cual establece que la pena requiere responsabilidad penal 

del autor y que queda proscrita toda forma de responsabilidad objetiva. Esta norma es esencial 

porque reafirma que el castigo penal no puede aplicarse de forma automática, sino después de un 

análisis serio y respetuoso de las garantías del debido proceso. 

La importancia de este principio se entiende mejor si consideramos su relación con otros principios 

fundamentales, como la dignidad humana, la presunción de inocencia, el principio de legalidad y 

el debido proceso. Todos ellos forman parte de un sistema de protección que impide que el Estado 

ejerza su poder de manera abusiva. En ese sentido, la responsabilidad penal funciona como una 

garantía para el ciudadano y como una obligación para el Estado de probar la culpabilidad antes 

de sancionar. 

Dentro de este análisis, un concepto central es la culpabilidad. La culpabilidad es el juicio de 

reproche que se realiza sobre una persona cuando, pudiendo actuar conforme al Derecho, decide 

actuar de manera contraria a él. Para que exista culpabilidad, la persona debe ser imputable, debe 
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haber actuado con dolo o culpa, debe conocer la antijuridicidad de su conducta y debe serle 

exigible un comportamiento distinto. 

La imputabilidad se refiere a la capacidad de comprender la ilicitud del acto y de dirigir la propia 

conducta conforme a esa comprensión. Cuando esa capacidad está ausente, como en ciertos casos 

de anomalías psíquicas o alteraciones graves de la conciencia, no puede afirmarse una 

responsabilidad penal plena. De igual forma, el dolo supone conocimiento y voluntad de realizar 

el hecho, mientras que la culpa surge cuando el resultado se produce por imprudencia, negligencia 

o impericia. 

Asimismo, el Derecho Penal reconoce diversas causas que excluyen o atenúan la responsabilidad 

penal. Entre ellas se encuentran el error de prohibición, el miedo insuperable, el estado de 

necesidad exculpante, el caso fortuito y la fuerza mayor. Estas figuras demuestran que el sistema 

penal no debe actuar de forma mecánica, sino que debe evaluar las circunstancias concretas del 

caso para determinar si realmente existe reproche personal. 

En la práctica, este principio obliga a jueces, fiscales y tribunales a realizar un análisis riguroso 

antes de imponer una condena. No basta con acreditar la existencia de un hecho punible; también 

debe demostrarse la culpabilidad del autor. Esa exigencia es lo que diferencia a un sistema penal 

garantista de uno arbitrario. Por eso, la responsabilidad penal no solo protege al individuo, sino 

que también fortalece la legitimidad de la administración de justicia. 

Actualmente, este principio enfrenta nuevos desafíos debido a la evolución de la criminalidad, 

especialmente en materias como los delitos informáticos, la criminalidad organizada y la 

responsabilidad penal de las personas jurídicas. Estos fenómenos obligan al Derecho Penal 

peruano a adaptarse a nuevas realidades, pero sin abandonar sus bases fundamentales. La 

modernización del sistema penal debe ir siempre acompañada del respeto a la culpabilidad y a las 

garantías constitucionales. 

El principio de responsabilidad penal no debe entenderse como una limitación para el Estado, sino 

como una condición necesaria para que la sanción penal sea legítima. Un sistema de justicia que 

respeta este principio no castiga por impulso ni por mera sospecha, sino con base en pruebas, 

razones jurídicas y respeto por la dignidad humana. 



75 
 

 En conclusión, el principio de responsabilidad penal constituye uno de los pilares esenciales del 

Derecho Penal peruano, porque asegura que ninguna persona pueda ser sancionada sin que 

previamente se verifique su culpabilidad. Su reconocimiento en el artículo VII del Título 

Preliminar del Código Penal refleja la decisión del ordenamiento jurídico de rechazar la 

responsabilidad objetiva y de exigir siempre una base subjetiva para la imposición de una pena. 

Este principio protege valores fundamentales como la dignidad humana, la libertad personal y la 

presunción de inocencia. Al mismo tiempo, impone al Estado el deber de demostrar, de manera 

clara y suficiente, que el autor actuó con dolo o culpa y que realmente podía comportarse de otra 

forma. De esta manera, la responsabilidad penal se convierte en un límite al poder punitivo y en 

una garantía frente a posibles abusos. 

Además, su importancia no se limita al plano teórico, sino que tiene efectos concretos en la labor 

de jueces, fiscales y operadores jurídicos, quienes deben analizar con especial rigor cada caso antes 

de imponer una sanción. Esto permite evitar condenas injustas y fortalece la confianza en el sistema 

de justicia. Por ello, la responsabilidad penal no solo cumple una función sancionadora, sino 

también una función de garantía y legitimación del Derecho Penal. 

Finalmente, frente a los nuevos desafíos de la criminalidad moderna, este principio debe seguir 

siendo el eje de toda interpretación penal. El desarrollo de nuevas formas de delito no puede 

justificar el debilitamiento de las garantías fundamentales. Por el contrario, el reto del Derecho 

Penal peruano consiste en responder con eficacia a la criminalidad, pero siempre dentro de los 

límites de la Constitución, la legalidad y la culpabilidad. Solo así el sistema penal podrá ser 

verdaderamente justo, equilibrado y respetuoso de los derechos humanos. 

Muchas gracias. 

Autora: Garcia Vasquez, Stefany Milem  
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7. Discurso Sobre “El Principio De Proporcionalidad De La Pena” 

Muy buenos días con todos los presentes. 

Hoy tengo el honor de dirigirme a ustedes para hablar sobre un tema fundamental dentro de los 

principios del Derecho Penal: el principio de proporcionalidad de la pena. Este principio representa 

una garantía esencial frente al poder del Estado y constituye uno de los pilares más importantes de 

la justicia penal moderna. 

Desde tiempos antiguos, las sociedades han buscado formas de sancionar a quienes incumplían las 

normas establecidas. Sin embargo, durante muchos años las penas fueron excesivas, crueles e 

incluso inhumanas. Bastaba muchas veces la voluntad de un gobernante para imponer castigos 

desmedidos, sin tomar en cuenta la gravedad real del delito cometido ni la dignidad de las personas. 

Existían torturas, mutilaciones, castigos públicos y condenas extremadamente severas por hechos 

que hoy consideraríamos delitos menores. 

Frente a esa realidad surgió la necesidad de establecer límites al poder punitivo del Estado. Es así 

como aparece el principio de proporcionalidad de la pena, el cual busca que toda sanción sea justa, 

razonable y equilibrada en relación con el delito cometido. 

Cuando hablamos de proporcionalidad, nos referimos a que la pena debe guardar relación con la 

gravedad del hecho y con la culpabilidad del autor. Esto significa que no puede castigarse de la 

misma manera a quien comete un delito leve y a quien realiza un crimen grave. Tampoco sería 

correcto imponer penas exageradas que vulneren la dignidad humana y los derechos 

fundamentales. 

Este principio es importante porque el Derecho Penal representa la forma más severa de 

intervención del Estado sobre las personas. A través de él se puede restringir la libertad, afectar el 

patrimonio e incluso limitar diversos derechos fundamentales. Por ello, el ejercicio de este poder 

debe tener límites claros y respetar principios de justicia y humanidad. 

Uno de los antecedentes históricos más conocidos del principio de proporcionalidad es la Ley del 

Talión, expresada en la frase "ojo por ojo y diente por diente". Aunque actualmente pueda parecer 

una norma dura y violenta, en su momento representó un avance importante, ya que buscaba evitar 
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venganzas excesivas y establecer cierta equivalencia entre el daño causado y el castigo aplicado. 

Antes de ello, las represalias podían ser totalmente descontroladas y desproporcionadas. 

Sin embargo, el verdadero desarrollo del principio de proporcionalidad surge durante la 

Ilustración, especialmente con el pensamiento de Cesare Beccaria, autor de la obra De los delitos 

y de las penas. Beccaria criticó las penas crueles y sostuvo que el castigo debía ser humano, 

racional y proporcional al delito cometido. 

Para Beccaria, la finalidad de la pena no debía ser la venganza, sino prevenir el delito y proteger a 

la sociedad. Sus ideas marcaron el inicio del Derecho Penal moderno y contribuyeron a la 

eliminación de muchas prácticas inhumanas dentro de los sistemas de justicia. Gracias a estos 

aportes comenzaron a reconocerse derechos fundamentales incluso para las personas acusadas o 

condenadas por delitos. 

Actualmente, el principio de proporcionalidad se encuentra reconocido en constituciones, tratados 

internacionales y códigos penales de numerosos países democráticos. Esto demuestra la enorme 

importancia que tiene para la protección de los derechos humanos y el fortalecimiento del Estado 

de derecho. 

Asimismo, este principio obliga a los jueces a analizar cuidadosamente cada caso concreto antes 

de imponer una sanción. Para ello deben considerar diversos factores, como la gravedad del delito, 

el daño causado, la intención del autor, las circunstancias agravantes o atenuantes y los 

antecedentes penales. 

Por ejemplo, no sería justo imponer la misma pena a quien roba un objeto de poco valor que a 

quien comete un homicidio. Del mismo modo, tampoco sería razonable aplicar una sanción 

extremadamente severa a una persona que delinque por primera vez o que actuó bajo circunstancias 

especiales. 

La proporcionalidad también tiene relación directa con la dignidad humana. Incluso quien ha 

cometido un delito sigue siendo una persona con derechos fundamentales que deben ser 

respetados. Las penas crueles o excesivas son incompatibles con los valores democráticos y con 

los derechos humanos reconocidos internacionalmente. 
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Además, este principio fortalece la legitimidad del sistema penal. La sociedad confía más en una 

justicia que actúa con equilibrio y racionalidad que en una justicia basada únicamente en la 

venganza o el castigo excesivo. Cuando las penas son razonables, la ciudadanía percibe que existe 

verdadera justicia. 

Otro aspecto importante es que la proporcionalidad favorece la resocialización del condenado. Una 

pena adecuada permite que la persona reflexione sobre su conducta y tenga posibilidades reales de 

reintegrarse a la sociedad. En cambio, las sanciones desproporcionadas muchas veces destruyen 

toda oportunidad de rehabilitación y generan más violencia y exclusión social. 

En la actualidad, este principio enfrenta grandes desafíos. Muchas veces la presión social y 

mediática exige penas cada vez más severas frente a determinados delitos. Esto puede generar lo 

que se conoce como populismo punitivo, es decir, la tendencia a endurecer excesivamente las 

sanciones como respuesta inmediata a problemas de inseguridad ciudadana. 

No obstante, debemos comprender que aumentar las penas no siempre reduce la criminalidad. Un 

sistema penal eficiente no depende únicamente de castigos severos, sino también de la prevención, 

la educación, las oportunidades sociales y el fortalecimiento de las instituciones públicas. 

Por ello, resulta fundamental que jueces y legisladores actúen con responsabilidad y respeto por 

los principios constitucionales. El Derecho Penal no debe basarse en emociones ni deseos de 

venganza, sino en criterios de justicia, racionalidad y humanidad. 

Además, el principio de proporcionalidad también protege a la sociedad en general, porque 

garantiza que las leyes penales sean aplicadas de manera equilibrada y sin arbitrariedades. Cuando 

existe proporcionalidad, se evita tanto el abuso de poder como la impunidad. 

Para finalizar, podemos afirmar que el principio de proporcionalidad de la pena constituye una 

garantía esencial dentro del Derecho Penal moderno. Gracias a este principio, el poder del Estado 

encuentra límites que protegen los derechos fundamentales y la dignidad de las personas. 

La proporcionalidad permite alcanzar un equilibrio entre la necesidad de sancionar el delito y la 

obligación de respetar los derechos humanos. Su aplicación garantiza una justicia más justa, más 

humana y más acorde con los valores democráticos. 
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Finalmente, debemos recordar que una sociedad verdaderamente justa no es aquella que impone 

las penas más severas, sino aquella que sabe castigar con equilibrio, racionalidad y respeto por la 

dignidad humana. 

Muchas gracias. 

Autor: Gomez Condori, Brady Keit Stiven  
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IV.- PRINCIPIOS DEL DERECHO LABORAL. – 

1. Discurso Sobre “El Principio Protector” 

Buenas días profesor(a) y compañeros. 

Hoy voy a hablar sobre un tema fundamental dentro del Derecho Laboral: el principio protector, 

considerado la base más importante de esta rama del derecho. Y la verdad, tiene bastante sentido 

que sea así, porque el Derecho Laboral nació precisamente para evitar abusos y proteger la 

dignidad del trabajador. 

Antes de explicar este principio, debemos entender qué son los principios del Derecho Laboral. 

Los principios laborales son ideas fundamentales que sirven para orientar la creación, 

interpretación y aplicación de las normas laborales. Funcionan como una guía para jueces, 

abogados, empleadores y trabajadores cuando existen dudas o conflictos dentro de una relación 

laboral. 

Entre todos estos principios, como el de irrenunciabilidad de derechos, continuidad laboral o 

primacía de la realidad, destaca especialmente el principio protector, ya que representa la esencia 

misma del Derecho Laboral. 

¿Y por qué existe este principio? 

Porque en una relación laboral no existe igualdad absoluta entre trabajador y empleador. 

El empleador generalmente tiene mayor poder económico, autoridad, recursos y capacidad de 

decisión. En cambio, el trabajador depende de su salario para cubrir necesidades básicas como 

alimentación, vivienda, estudios o salud. Por eso, el Estado interviene mediante normas laborales 

para equilibrar esa relación y evitar situaciones injustas. 

En otras palabras, el principio protector busca compensar la desigualdad existente entre ambas 

partes, brindando mayor protección jurídica al trabajador por ser la parte más vulnerable de la 

relación laboral. 
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Este principio tiene una finalidad muy importante: garantizar justicia social, respeto de derechos 

y condiciones laborales dignas. 

Porque trabajar no debería significar soportar abusos, explotación o inseguridad solo por necesidad 

económica. El trabajo debe permitir el desarrollo de la persona con dignidad y respeto. 

Ahora bien, el principio protector se divide en tres reglas fundamentales. 

La primera es la regla "in dubio pro operario". 

Esta expresión proviene del latín y significa "en caso de duda, a favor del trabajador". 

Esta regla se aplica cuando una norma laboral puede interpretarse de distintas maneras. Si existe 

duda sobre cuál interpretación es correcta, debe elegirse aquella que favorezca más al trabajador. 

Por ejemplo, imaginemos que una norma relacionada con vacaciones o beneficios económicos 

tiene una redacción ambigua y permite dos interpretaciones posibles. En ese caso, el juez deberá 

optar por la interpretación más favorable al trabajador. 

Esta regla demuestra cómo el Derecho Laboral prioriza la protección de los derechos laborales 

frente a interpretaciones perjudiciales. 

La segunda regla es la norma más favorable. 

Esta señala que, cuando existen varias normas aplicables a un mismo caso, debe aplicarse aquella 

que otorgue mayores beneficios al trabajador, aunque no sea necesariamente la norma de mayor 

jerarquía. 

Por ejemplo, puede ocurrir que una ley establezca ciertos beneficios mínimos, pero un convenio 

colectivo otorgue mejores condiciones salariales o más días de descanso. En ese caso, se aplicará 

la norma más favorable para el trabajador. 

Esto demuestra que el Derecho Laboral no solo busca cumplir lo mínimo, sino promover mejores 

condiciones laborales. 

La tercera regla es la condición más beneficiosa. 
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Esta regla protege los beneficios que el trabajador ya ha adquirido con el tiempo. Significa que 

una condición favorable no puede eliminarse posteriormente si perjudica al trabajador. 

Por ejemplo, si una empresa otorgó durante años un bono especial, horarios flexibles o ciertos 

beneficios adicionales, no debería retirarlos de manera arbitraria cuando esos beneficios ya forman 

parte de las condiciones habituales del trabajador. 

Esta regla brinda estabilidad y seguridad dentro de la relación laboral. 

Como podemos observar, las tres reglas del principio protector tienen un mismo objetivo: proteger 

la dignidad y los derechos del trabajador frente a posibles desigualdades o abusos. 

Además, este principio tiene una enorme importancia en la actualidad. 

En muchos lugares todavía existen problemas como despidos arbitrarios, jornadas excesivas, 

incumplimiento de pagos, informalidad laboral y condiciones de trabajo inadecuadas. Frente a 

estas situaciones, el principio protector permite que las normas laborales se interpreten pensando 

en la protección de la persona que trabaja. 

Y esto es importante porque detrás de cada trabajador existe una familia, metas personales y 

necesidades económicas. El trabajador no es simplemente "un recurso" dentro de una empresa; es 

una persona con derechos fundamentales. 

Incluso durante la pandemia pudimos ver la importancia del Derecho Laboral y del principio 

protector. Muchas personas perdieron sus empleos o enfrentaron situaciones difíciles, y las normas 

laborales tuvieron que adaptarse para proteger tanto el trabajo como la dignidad humana. 

También debemos entender que proteger al trabajador no significa perjudicar al empleador. 

El objetivo no es generar conflictos, sino crear equilibrio y justicia dentro de la relación laboral. 

Cuando los trabajadores cuentan con derechos, estabilidad y buenas condiciones laborales, 

también mejora el ambiente de trabajo, la productividad y el desarrollo de la empresa. 

Una relación laboral justa beneficia a ambas partes. 
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Por otro lado, el principio protector también refleja valores fundamentales como la solidaridad, la 

igualdad y el respeto por la persona humana. 

El trabajo tiene un valor no solo económico, sino también social y humano. Gracias al trabajo, las 

personas pueden desarrollarse, sostener a sus familias y contribuir al crecimiento de la sociedad. 

Por eso, el Derecho Laboral busca garantizar que ese trabajo se realice en condiciones dignas y 

justas. 

En conclusión, el principio protector es la base esencial del Derecho Laboral porque reconoce que 

el trabajador necesita una protección especial frente a las desigualdades existentes en la relación 

laboral. 

A través de sus tres reglas in dubio pro operario, norma más favorable y condición más beneficiosa 

este principio busca garantizar equilibrio, justicia y respeto a los derechos laborales. 

Como futuros profesionales y ciudadanos, es importante comprender que los derechos laborales 

no son privilegios, sino garantías fundamentales que protegen la dignidad humana y promueven 

una sociedad más justa. 

Y sinceramente, si el Derecho Laboral no protegiera al trabajador, muchos empleadores 

convertirían el horario laboral en una saga eterna peor que una temporada de series con 40 capítulos 

y sin final feliz. 

Muchas gracias. 

Autora: Gutierrez Mamani, Tracy Milagros   
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2. Discurso Sobre “El Principio De La Buena Fe” 

¿Si ustedes fueran empleadores o trabajadores, confiarían en una persona que les miente, oculta 

información o incumple constantemente sus compromisos? 

Estoy segura de que la mayoría respondería que no. 

Y la razón es sencilla: porque la confianza constituye uno de los bienes más valiosos que existen 

en toda relación humana. No podemos construir una amistad sin confianza. No podemos construir 

una familia sin confianza. No podemos construir una sociedad sin confianza. Y, por supuesto, 

tampoco podemos construir una relación laboral sin confianza. 

Las empresas pueden contar con modernos edificios, tecnología avanzada, reglamentos internos y 

contratos perfectamente redactados. Sin embargo, si desaparece la confianza entre las personas 

que forman parte de ellas, todo aquello pierde gran parte de su valor. Porque al final son las 

personas quienes hacen funcionar las organizaciones. 

Cuando desaparecen la honestidad, la lealtad y el respeto, también desaparecen la seguridad, la 

estabilidad y el equilibrio que toda relación necesita para mantenerse en el tiempo. Precisamente 

por ello, el Derecho no se limita únicamente a imponer obligaciones o establecer sanciones. 

También protege valores fundamentales para la convivencia humana y jurídica, como la palabra 

dada, la transparencia, la honestidad y la confianza. 

Es justamente ahí donde encontramos la verdadera importancia del principio de buena fe. 

La buena fe no constituye solamente una regla jurídica. Representa también un deber ético y 

humano de actuar correctamente frente a los demás. Representa el compromiso de comportarnos 

con honestidad incluso cuando nadie nos observa, de actuar con rectitud incluso cuando podríamos 

obtener algún beneficio actuando de manera desleal. 

Por ello, la buena fe se ha convertido en uno de los principios más importantes del ordenamiento 

jurídico contemporáneo y, especialmente, del Derecho Laboral. 

Ahora bien, para comprender la importancia de este principio, primero debemos entender qué 

significa realmente la buena fe. 
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Su origen se remonta al Derecho Romano mediante la expresión bona fides, la cual estaba 

vinculada a valores como la honestidad, la fidelidad y el respeto a la palabra empeñada. Los 

romanos comprendieron algo que sigue siendo cierto hasta nuestros días: ninguna relación jurídica 

puede sostenerse cuando desaparece la confianza. 

Con el paso del tiempo, este principio fue incorporándose progresivamente a distintos 

ordenamientos jurídicos hasta convertirse en un principio general del Derecho. Actualmente se 

encuentra presente en diversas ramas jurídicas, como el Derecho Civil, Administrativo, Procesal 

y Laboral, debido a que toda relación jurídica necesita construirse sobre una base mínima de 

confianza y cooperación. 

En términos generales, podemos entender la buena fe como el deber que tienen las personas de 

actuar con honestidad, lealtad, transparencia y cooperación dentro de cualquier relación jurídica. 

Es decir, no basta únicamente con cumplir formalmente la ley; el Derecho también exige actuar 

correctamente. 

La doctrina jurídica distingue dos manifestaciones fundamentales de la buena fe. La primera es la 

denominada buena fe subjetiva. Esta se refiere a la convicción interna de una persona de estar 

actuando conforme a Derecho, creyendo sinceramente que su conducta es correcta y legítima. 

Por otro lado, encontramos la buena fe objetiva, que constituye la dimensión más importante 

dentro del Derecho Laboral. Esta no se centra en lo que una persona piensa, sino en cómo actúa. 

Exige un comportamiento basado en la honestidad, la lealtad, la diligencia, la cooperación y la 

rectitud frente a la otra parte. 

Por ejemplo, un trabajador demuestra buena fe objetiva cuando cumple sus funciones con 

responsabilidad, protege la información confidencial de la empresa y evita conductas perjudiciales 

para la organización. Del mismo modo, un empleador actúa con buena fe objetiva cuando respeta 

los derechos de sus trabajadores, cumple oportunamente con sus obligaciones y ejerce sus 

facultades de manera razonable y proporcional. 

Llegados a este punto, surge una pregunta importante: ¿por qué la buena fe tiene una relevancia 

especial dentro del Derecho Laboral? 
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La respuesta se encuentra en la propia naturaleza de la relación de trabajo. A diferencia de otras 

relaciones jurídicas, en el ámbito laboral existe una situación de subordinación. El trabajador presta 

servicios bajo la dirección del empleador, quien posee determinadas facultades de organización, 

control y supervisión. 

Además, la relación laboral suele mantenerse durante largos periodos de tiempo. Durante meses o 

incluso años, ambas partes interactúan diariamente y dependen una de la otra para alcanzar 

objetivos comunes. Esta realidad exige una confianza permanente. 

El empleador debe confiar en que el trabajador actuará con responsabilidad, honestidad y lealtad. 

Del mismo modo, el trabajador debe confiar en que el empleador respetará sus derechos, cumplirá 

sus obligaciones y ejercerá sus facultades dentro de los límites establecidos por la ley. 

Por ello, la doctrina moderna sostiene que la buena fe constituye el fundamento sobre el cual se 

estructuran, ejecutan y extinguen las relaciones laborales. No se trata simplemente de un principio 

decorativo, sino de una verdadera norma jurídica que genera derechos, deberes y responsabilidades 

para ambas partes. 

En ese sentido, la buena fe laboral actúa como un principio integrador y limitador. Integra la 

relación laboral porque incorpora obligaciones que muchas veces no se encuentran expresamente 

escritas en el contrato. Y limita el ejercicio de los derechos porque impide que cualquiera de las 

partes actúe de manera abusiva o arbitraria. 

A partir de este principio surgen importantes deberes para el trabajador. 

En primer lugar, encontramos el deber de diligencia. Este exige desarrollar las labores con cuidado, 

responsabilidad, eficiencia y profesionalismo. El trabajador debe poner a disposición del 

empleador no solamente su fuerza de trabajo, sino también su compromiso con el adecuado 

cumplimiento de las funciones que le han sido encomendadas. 

Asimismo, encontramos el deber de probidad y honestidad. Esto implica actuar con rectitud, 

evitando conductas fraudulentas o incompatibles con la confianza depositada por el empleador. 

Otro deber fundamental es el deber de confidencialidad. Muchas veces los trabajadores tienen 

acceso a información estratégica, comercial o reservada de la empresa. Por ello, la buena fe les 
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exige guardar la debida reserva y abstenerse de utilizar dicha información en beneficio propio o 

de terceros. 

Del mismo modo, encontramos el deber de fidelidad, que impide realizar actos de competencia 

desleal, favorecer empresas competidoras o desarrollar conductas que perjudiquen los intereses 

legítimos de la organización. 

Finalmente, el trabajador tiene el deber de abstenerse de realizar actos que ocasionen daños 

materiales o morales a la empresa, contribuyendo así a preservar un adecuado clima laboral y una 

convivencia respetuosa. 

Sin embargo, la buena fe no genera obligaciones únicamente para el trabajador. 

El empleador también se encuentra sometido a importantes deberes jurídicos y éticos derivados de 

este principio. 

En primer lugar, tiene la obligación de cumplir oportunamente con el pago de las remuneraciones. 

Debemos recordar que el salario constituye la principal fuente de sustento del trabajador y de su 

familia. 

Asimismo, el empleador debe respetar irrestrictamente la dignidad y los derechos fundamentales 

de los trabajadores. Ninguna empresa puede justificar actos humillantes, discriminatorios o 

arbitrarios bajo el pretexto de ejercer sus facultades de dirección. 

Otro deber fundamental consiste en garantizar adecuadas condiciones de seguridad y salud en el 

trabajo, implementando medidas destinadas a proteger la vida, la salud física y la salud mental de 

los trabajadores. 

Además, la buena fe actúa como un límite frente al ejercicio abusivo del poder de dirección y del 

poder disciplinario. Esto significa que las decisiones empresariales deben ser razonables, 

proporcionales y compatibles con los derechos fundamentales de las personas. 

Como podemos observar, la buena fe transforma el contrato de trabajo en una verdadera 

comunidad jurídica basada en la cooperación, la confianza y el respeto mutuo. 
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Sin embargo, surge una interrogante inevitable: ¿qué ocurre cuando esa confianza desaparece? 

Precisamente aquí encontramos uno de los aspectos más importantes del tema. 

El artículo 25, inciso a), de la Ley de Productividad y Competitividad Laboral establece como falta 

grave el incumplimiento de obligaciones que suponga el quebrantamiento de la buena fe laboral. 

Esto significa que cuando la conducta de una persona destruye gravemente la confianza necesaria 

para mantener la relación laboral, el ordenamiento jurídico admite la posibilidad del despido. 

Sin embargo, es importante precisar que no cualquier incumplimiento genera automáticamente 

esta consecuencia. La jurisprudencia peruana ha señalado que deben concurrir determinados 

elementos para que se configure esta causal. 

En primer lugar, la conducta debe provenir de una acción u omisión atribuible al trabajador. 

En segundo lugar, debe existir una gravedad suficiente capaz de destruir la confianza entre las 

partes. 

Y finalmente, la conducta debe volver irrazonable e insostenible la continuidad del vínculo laboral. 

Uno de los aportes más importantes desarrollados por la Corte Suprema ha sido establecer que no 

siempre resulta necesario acreditar un daño económico para justificar el despido. 

Y esta idea merece especial atención. 

Porque muchas veces se piensa que únicamente son sancionables aquellas conductas que generan 

pérdidas económicas para la empresa. Sin embargo, el Derecho Laboral ha comprendido que existe 

algo aún más valioso que el patrimonio económico: la confianza. 

Por ello, lo verdaderamente sancionable no es solamente el daño económico, sino la destrucción 

de la confianza que hace posible la relación laboral. 

En consecuencia, conductas como la falsificación de documentos, el fraude, la apropiación 

indebida, la divulgación de información confidencial, la competencia desleal o el ocultamiento de 

información relevante pueden constituir supuestos de quebrantamiento de la buena fe laboral. 
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Porque cuando desaparece la confianza, desaparece también la base que sostiene la relación de 

trabajo. 

Para finalizar, quisiera que reflexionemos sobre algo. 

Las leyes pueden obligarnos a cumplir determinadas conductas. Los contratos pueden establecer 

obligaciones. Los reglamentos pueden imponer sanciones. 

Pero ninguna norma jurídica puede obligarnos a ser personas honestas. 

La honestidad, la lealtad y el respeto nacen de nuestras decisiones diarias. 

Por ello, considero que la buena fe representa mucho más que un principio jurídico. Representa 

una forma de entender las relaciones humanas. Representa el compromiso de actuar correctamente 

incluso cuando nadie nos observa. Representa la decisión de respetar los derechos de los demás 

aun cuando podríamos aprovecharnos de ellos. 

Y representa, finalmente, la posibilidad de construir relaciones laborales más justas, más humanas 

y más dignas. 

Porque una empresa puede superar dificultades económicas. Puede superar la competencia. Puede 

superar una crisis. 

Pero difícilmente podrá sostenerse cuando desaparece la confianza entre las personas que la 

integran. 

Y es precisamente por ello que la buena fe laboral constituye el fundamento invisible que sostiene 

toda relación de trabajo. 

Porque una relación laboral puede comenzar con una firma, pero solamente puede mantenerse 

cuando existe confianza. 

Y en el Derecho, esa confianza tiene un nombre: buena fe. 

Autora: Huallpa Jimenez, Maria Eugenia   
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3. Discurso Sobre “El Principio De La No Discriminación” 

Un saludo cordial docente coordinador Dr. Alex Zambrano Torres, compañeros y público en 

general.  

En esta oportunidad, voy a exponer el asunto del "Principio de la no discriminación". Uno de los 

principios más relevantes del derecho laboral, dado que protege un aspecto fundamental: la 

dignidad de los trabajadores.  

En Perú, la Constitución y normativas particulares como la Ley N° 26772 amparan este principio, 

esta última impide que las ofertas laborales incluyan requisitos ajenos a las funciones que se van 

a ejercer o discriminatorios. Asimismo, la ley peruana ha fortalecido esta defensa ante la 

discriminación en los salarios y otras formas de trato desigual en el entorno laboral.  

Este asunto es particularmente relevante debido a que la discriminación en el trabajo no siempre 

se manifiesta de manera evidente.   

En ocasiones, se presentan situaciones de exclusión injustificada de individuos en una 

convocatoria laboral, disparidades salariales sin justificación objetiva o determinaciones que 

impactan a los empleados debido a su sexo, edad, origen, estado civil u otra circunstancia personal. 

Por esa razón, comprender este principio nos hace reconocer comportamientos que infringen la 

igualdad de oportunidades laborales.  

En este discurso, explicaré el principio de la no discriminación, su fundamento normativo en el 

sistema jurídico peruano y la razón por la que es esencial para crear relaciones laborales más justas, 

equilibradas y que respeten la dignidad humana.  

I. Concepto 

El principio de no discriminación en el derecho laboral implica que todos los individuos tienen 

que contar con las mismas posibilidades para conseguir un trabajo, mantenerse en él y crecer 

profesionalmente, sin ser tratados de manera desventajosa debido a factores personales no 

vinculados con su aptitud laboral. En otras palabras, el empleador no tiene la facultad de 

seleccionar, excluir, pagar menos o tratar a una persona de forma más desfavorable debido a su 

edad, sexo, raza, religión, condición de discapacidad o cualquier otra característica similar.  
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La persona, por medio de su trabajo, genera ingresos, se involucra activamente en la sociedad y 

desarrolla su proyecto vital. Por lo tanto, cuando hay discriminación, no solamente se ve afectada 

la relación laboral, también la dignidad del individuo trabajador.  

La no discriminación, en términos sencillos, requiere que las decisiones relacionadas con el trabajo 

se fundamenten en criterios justos y objetivos.  

Por ejemplo, se puede exigir habilidades específicas, experiencia o estudios para un puesto; no 

obstante, si esos elementos no tienen relación con el trabajo que va a desempeñar una persona, de 

ninguna manera sería justo excluirla por su apariencia física, su procedencia o su sexo.  

Asimismo, no se debe interpretar este principio únicamente como una prohibición negativa, o sea, 

como una mera instrucción de "no discriminar". Además, supone un deber positivo de fomentar 

condiciones reales de igualdad en el entorno laboral. Esto implica que los empleadores y el Estado 

tienen la responsabilidad de evitar procedimientos que produzcan desigualdad o exclusión sin 

justificación.  

Por esta razón, hablar de no discriminación es hablar de justicia en el trabajo.   

Es admitir que todo individuo tiene derecho a ser tratado con respeto y que la posibilidad de 

acceder a un empleo ha de estar determinada por las habilidades, y no por estereotipos o prejuicios.  

II. Marco Normativo  

A nivel global, el Estado peruano ha ratificado el Convenio 111 de la Organización Internacional 

del Trabajo (OIT), que define la discriminación laboral como cualquier distinción, exclusión o 

preferencia fundamentada en razones tales como religión, raza, color, sexo y ascendencia nacional. 

En el plano nacional, la Constitución Política del Perú de 1993 consagra este principio en dos 

artículos fundamentales:  

• Artículo 2, inciso 2: donde se establece que "todas las personas tienen derecho a ser tratadas por 

igual ante la ley y que nadie debe ser objeto de discriminación debido a su raza, origen, condición 

económica o cualquier otra razón".   
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• Artículo 26, inciso 1: también señala que la "igualdad de oportunidades sin discriminación" debe 

ser respetada en la relación laboral.  

El legislador peruano ha emitido varias leyes, entre ellas la Ley N° 26772, con el objetivo de 

asegurar que este principio se aplique. Esta ley regula la fase anterior a la contratación y prohíbe 

que las ofertas laborales incluyan condiciones discriminatorias no vinculadas con las habilidades 

técnicas del candidato. Además, la Ley N° 30709 (prohíbe la discriminación remunerativa entre 

varones y mujeres) tiene como objetivo reducir la diferencia salarial de género, impidiendo que el 

género o la condición de ser madre impacten en el salario de los empleados bajo las mismas 

condiciones.   

El Decreto Legislativo N° 728 (Ley de Productividad y Competitividad Laboral) El artículo 29 de 

esta norma clasifica como despido nulo el que se basa en razones de discriminación por motivos 

de raza, religión, idioma, opinión, sexo o discapacidad del empleado. En este caso, el empleador 

tiene la obligación de reintegrar al trabajador afectado inmediatamente.  

Los lineamientos claros en cuanto a la legitimidad de un trato diferenciado que ha establecido la 

jurisprudencia del Tribunal Constitucional peruano complementan este marco normativo. El 

Tribunal analiza si una medida que distingue es adecuada, necesaria y proporcional mediante el 

"Test de Proporcionalidad". Si no se aprueba este examen, se percibe como discriminatoria la 

distinción y los empleadores son castigados.  

En síntesis, el principio de no discriminación en Perú se expresa como un derecho fundamental. 

Está incorporado en la Constitución y respaldado por leyes concretas que persiguen asegurar la 

igualdad en el entorno laboral. Este principio tiene como objetivo la rectificación de desigualdades 

que, aunque sean sutiles, pueden perjudicar los derechos laborales y la dignidad humana. De esta 

manera, la igualdad laboral se transforma en un deber que tanto el Estado como los empleadores 

tienen que llevar a cabo, lo cual muestra un compromiso sólido con la justicia y la equidad en Perú.  

III. Ejemplos  

La discriminación en el trabajo puede manifestarse de diversas maneras y no siempre es sencilla 

de detectar.   
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En ciertas ocasiones, como cuando una convocatoria laboral demanda que el candidato sea de un 

sexo específico, tenga una edad determinada, no tenga hijos o cuente con un aspecto físico 

particular (aunque estas condiciones no sean requeridas para el cargo), la discriminación se 

manifiesta desde el principio. Ese tipo de exigencias deja fuera de manera injusta a personas que 

podrían desempeñarse adecuadamente.  

Además, puede ocurrir durante la relación de trabajo.   

Por ejemplo, cuando dos empleados hacen tareas parecidas, pero uno de ellos recibe un salario 

inferior sin motivo objetivo; o cuando a alguien se le niega una promoción, se le traslada de puesto 

o se le despide debido a su religión, embarazo, discapacidad, condición personal u origen. En estas 

situaciones, la cuestión es que esta diferencia carece de una justificación razonable y válida.  

Estas circunstancias han sido examinadas en varias investigaciones acerca del mercado de trabajo 

en Perú. Se ha demostrado en algunas investigaciones que todavía persisten disparidades 

relacionadas con el origen étnico, la apariencia física y el sexo en los procedimientos de 

contratación. Esto es relevante porque evidencia que la discriminación es un hecho que perjudica 

las posibilidades de numerosas personas cuando buscan empleo.  

Un ejemplo simple sería el siguiente: si una compañía publica una oferta de empleo para un 

asistente administrativo y requiere que la solicitante sea mujer, joven y soltera sin que eso tenga 

relevancia con el trabajo, estaría cometiendo un acto de discriminación. Sin embargo, sí sería 

razonable requerir experiencia previa, competencia con programas de computadora o 

conocimientos de oficina, ya que esos requisitos están relacionados con el puesto.  

Por lo tanto, hablar de discriminación en el trabajo en Perú significa aceptar que todavía hay 

prácticas injustas que necesitan ser corregidas. Aquí, el derecho laboral desempeña salvaguardar 

al trabajador ante decisiones arbitrarias y asegurar que la capacidad, no los prejuicios, sea la base 

para acceder a un empleo.  

Conclusión  

El principio de no discriminación en el derecho laboral es para resguardar la dignidad humana, la 

equidad de oportunidades y el acceso equitativo al empleo. Su relevancia se basa en que posibilita 
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el establecimiento de relaciones de trabajo más justas, donde las decisiones se adopten 

fundamentadas en la experiencia, el mérito y la capacidad, no en estereotipos o prejuicios.  

Durante este tema hemos observado que dicho principio cuenta con una clara justificación en el 

sistema jurídico de Perú, sobre todo en la Constitución y en regulaciones como la Ley N.° 26772, 

que impide los requisitos discriminatorios al ofrecer puestos de trabajo. Además, hemos llegado a 

comprender que la discriminación puede manifestarse de diversas maneras: en el empleo, la 

remuneración, los ascensos o la permanencia laboral.  

Además, los ejemplos analizados muestran que la discriminación en el trabajo es una situación que 

todavía impacta a numerosos individuos en Perú.   

Por lo tanto, comprender este principio no solamente permite entender una regla, sino que también 

posibilita identificar y cuestionar prácticas injustas que atentan contra derechos esenciales 

Autora: Jimenez Tacora, Narya Janeth   
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4. Discurso Sobre “El Principio De Igualdad De Trato” 

Buenas tardes, estimado docente y compañeros presentes. 

Hoy tengo el honor de dirigirme a ustedes para exponer un tema de gran relevancia jurídica, social 

y humana: el principio de igualdad de trato como principio fundamental del Derecho Laboral 

peruano. 

Hablar de igualdad de trato es hablar de justicia, de dignidad y de respeto hacia todas las personas. 

Es hablar de un derecho que busca garantizar que ningún trabajador sea tratado de manera diferente 

por razones ajenas a su capacidad, esfuerzo o desempeño laboral. En una sociedad democrática y 

constitucional como la nuestra, la igualdad constituye uno de los pilares fundamentales sobre los 

cuales se construye el sistema jurídico y el respeto a los derechos humanos. 

Desde tiempos antiguos, la humanidad ha luchado por alcanzar condiciones más justas de 

convivencia. Sin embargo, durante muchos años, millones de personas fueron excluidas, 

discriminadas o privadas de oportunidades debido a su origen, sexo, edad, religión, condición 

económica o cualquier otra característica personal. Estas desigualdades también se reflejaron en el 

ámbito laboral, donde muchos trabajadores sufrieron tratos injustos y discriminatorios. 

Precisamente para combatir estas situaciones surge el principio de igualdad de trato, cuyo 

propósito es garantizar que todas las personas tengan acceso a las mismas oportunidades laborales 

y reciban condiciones de trabajo justas cuando se encuentren en circunstancias equivalentes. 

Cuando hablamos de igualdad de trato, no nos referimos a que todas las personas deban ser 

idénticas o recibir exactamente lo mismo en cualquier circunstancia. Las personas son diferentes 

entre sí y cada una posee características particulares. Lo que busca este principio es evitar 

diferencias arbitrarias e injustificadas. Es decir, si dos trabajadores realizan funciones equivalentes 

y poseen similares responsabilidades, no existe razón válida para que uno reciba beneficios que al 

otro se le niegan injustamente. 

Por ejemplo, imaginemos que una empresa contrata a dos profesionales con la misma formación 

académica, experiencia y responsabilidades laborales. Si ambos realizan exactamente las mismas 

funciones, pero uno recibe una remuneración menor únicamente por ser mujer, estaríamos frente 
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a un claro caso de discriminación laboral y una evidente vulneración del principio de igualdad de 

trato. 

La importancia de este principio es tan grande que ha sido reconocido expresamente por nuestra 

Constitución Política. El artículo 2, inciso 2, establece que toda persona tiene derecho a la igualdad 

ante la ley y que nadie debe ser discriminado por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, 

opinión, condición económica o cualquier otra índole. Asimismo, el artículo 23 señala que ninguna 

relación laboral puede limitar el ejercicio de los derechos constitucionales ni desconocer la 

dignidad del trabajador. 

Estos artículos constitucionales constituyen la base jurídica que protege a los trabajadores frente a 

cualquier forma de discriminación. La Constitución reconoce que la dignidad humana es el centro 

de todo el ordenamiento jurídico y que ninguna persona puede ser tratada como inferior por 

características personales que no guardan relación con su desempeño laboral. 

Además de la protección constitucional, el Perú ha asumido importantes compromisos 

internacionales en materia de igualdad laboral. Uno de los más relevantes es el Convenio N.° 111 

de la Organización Internacional del Trabajo, que define la discriminación en materia de empleo 

y ocupación y obliga a los Estados a implementar políticas destinadas a garantizar igualdad de 

oportunidades y trato para todos los trabajadores. 

Asimismo, nuestro país cuenta con diversas normas destinadas a fortalecer la igualdad en el ámbito 

laboral. Entre ellas destacan la Ley N.° 26772, que prohíbe requisitos discriminatorios en las 

ofertas de empleo, y la Ley N.° 30709, que busca eliminar la discriminación remunerativa entre 

hombres y mujeres. Estas normas reflejan el compromiso del Estado peruano con la construcción 

de espacios laborales más inclusivos y equitativos. 

Ahora bien, es importante comprender que la igualdad tiene dos dimensiones fundamentales. La 

primera es la igualdad ante la ley, que significa que las normas jurídicas deben aplicarse a todas 

las personas sin establecer diferencias arbitrarias. La segunda es la igualdad en la aplicación de la 

ley, que exige que las autoridades actúen de manera imparcial y sin discriminación cuando 

interpretan o ejecutan las normas. Ambas dimensiones han sido reconocidas por el Tribunal 

Constitucional peruano. 
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El Tribunal Constitucional ha desempeñado un papel fundamental en la protección del derecho a 

la igualdad. A través de diversas sentencias, ha señalado que la igualdad constituye un valor 

superior del ordenamiento constitucional y que toda forma de discriminación resulta incompatible 

con el Estado Constitucional de Derecho. Asimismo, ha precisado que la igualdad no significa 

uniformidad absoluta, sino la prohibición de diferencias arbitrarias e injustificadas. 

Dentro del ámbito laboral existen diversas formas de discriminación. Entre las más frecuentes 

encontramos la discriminación por género, edad, raza, discapacidad, orientación sexual y religión. 

Estas conductas generan exclusión, afectan las oportunidades laborales y lesionan la dignidad de 

las personas. 

Por ejemplo, cuando una empresa rechaza contratar a una persona únicamente por su edad, pese a 

que posee las competencias necesarias para el puesto, se está vulnerando el principio de igualdad 

de trato. Del mismo modo, cuando una trabajadora recibe un salario inferior al de un compañero 

que realiza las mismas funciones, estamos frente a una práctica discriminatoria que debe ser 

sancionada por el ordenamiento jurídico. 

La doctrina jurídica también ha realizado importantes aportes para comprender el alcance de este 

principio. El profesor Javier Neves Mujica sostiene que el Derecho del Trabajo tiene una función 

esencialmente protectora, debido a la situación de subordinación económica y jurídica que 

caracteriza la relación entre trabajador y empleador. Por ello, el principio de igualdad se convierte 

en un instrumento indispensable para equilibrar esa relación y evitar abusos. 

Por su parte, Elmer Arce Ortiz señala que el principio de igualdad constituye una manifestación 

concreta de la dignidad humana dentro del ámbito laboral. Esto significa que respetar la igualdad 

implica reconocer el valor inherente de cada persona y garantizar que todos los trabajadores sean 

tratados con respeto y consideración. 

Otro aspecto importante es la diferencia entre discriminación directa e indirecta. La discriminación 

directa ocurre cuando una persona recibe un trato desigual basado expresamente en un motivo 

prohibido. En cambio, la discriminación indirecta se presenta cuando una medida aparentemente 

neutral produce efectos desfavorables para determinados grupos. 
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Por ejemplo, exigir requisitos físicos innecesarios para acceder a un puesto administrativo podría 

excluir injustificadamente a mujeres o personas con discapacidad. Aunque la regla parezca neutral, 

en la práctica genera una desventaja para determinados grupos y, por lo tanto, puede constituir 

discriminación indirecta. 

Una de las manifestaciones más importantes del principio de igualdad de trato es la igualdad 

remunerativa. Este principio establece que trabajadores que realizan labores equivalentes deben 

recibir una remuneración equivalente. Durante muchos años, numerosas mujeres recibieron 

salarios inferiores a los de los hombres pese a desempeñar funciones similares. Esta situación 

reflejaba prejuicios y estereotipos que la legislación actual busca eliminar. 

La Ley N.° 30709 constituye un avance significativo en esta materia, ya que prohíbe la 

discriminación remunerativa entre hombres y mujeres y promueve criterios objetivos para la 

determinación de salarios. Asimismo, la Corte Suprema ha señalado que las diferencias salariales 

solo son válidas cuando se sustentan en razones objetivas y razonables. 

Cuando el principio de igualdad de trato es vulnerado, el ordenamiento jurídico prevé diversas 

consecuencias. Entre ellas encontramos la nulidad de los actos discriminatorios, la reposición 

laboral en casos de despido discriminatorio, la indemnización por daños y perjuicios y la 

imposición de multas administrativas por parte de las autoridades competentes. Además, los 

trabajadores afectados pueden recurrir a procesos constitucionales como la acción de amparo para 

proteger sus derechos fundamentales. 

Estas medidas buscan no solo reparar el daño causado, sino también prevenir futuras conductas 

discriminatorias y promover una cultura de respeto e igualdad dentro de las organizaciones. 

Debemos recordar que la igualdad de trato no protege únicamente a quienes ya se encuentran 

trabajando. También protege a quienes buscan acceder a un empleo. La discriminación puede 

aparecer incluso antes de que exista una relación laboral, por ejemplo, cuando una convocatoria 

excluye injustificadamente a determinados grupos de personas o impone requisitos 

discriminatorios. Por ello, el Estado tiene la responsabilidad de implementar políticas públicas 

orientadas a garantizar la inclusión laboral y la protección efectiva de los grupos vulnerables. 
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Estimados compañeros, el principio de igualdad de trato no es simplemente una norma jurídica 

escrita en un texto legal. Es un valor fundamental que expresa la aspiración de construir una 

sociedad más justa, solidaria e inclusiva. Su importancia trasciende el ámbito laboral porque refleja 

el compromiso de reconocer que todas las personas poseen la misma dignidad y merecen las 

mismas oportunidades para desarrollarse plenamente. 

Promover la igualdad implica rechazar cualquier forma de discriminación, valorar la diversidad y 

reconocer que las diferencias humanas enriquecen nuestra sociedad. Una empresa que respeta la 

igualdad no solo cumple la ley, sino que también fortalece el talento, mejora el clima laboral y 

contribuye al desarrollo económico y social del país. 

Finalmente, podemos concluir que el principio de igualdad de trato constituye uno de los pilares 

fundamentales del Derecho Laboral peruano. Su fundamento se encuentra en la Constitución, en 

los tratados internacionales, en la legislación nacional, en la jurisprudencia y en la doctrina 

jurídica. Su objetivo principal es garantizar que todas las personas sean tratadas con dignidad y 

respeto dentro del mundo laboral, eliminando cualquier forma de discriminación arbitraria. 

Como futuros profesionales del Derecho, tenemos la responsabilidad de promover y defender este 

principio en cada espacio donde ejerzamos nuestra labor. Solo así podremos contribuir a la 

construcción de una sociedad donde el trabajo sea verdaderamente un instrumento de realización 

personal, justicia social y respeto a los derechos humanos. 

Muchas gracias por su atención. 

Autora: Lopez Benito, Jimena Britney  
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5. Discurso Sobre “El Principio De Irrenunciabilidad De Los Derechos” 

Buenas tardes a todos. 

Hoy tengo el honor de dirigirme a ustedes para hablar sobre uno de los principios más importantes 

y protectores que existen en el Derecho Laboral: el Principio de Irrenunciabilidad de los Derechos.  

Este principio representa una verdadera conquista civilizatoria y una herramienta esencial para 

garantizar la dignidad de las personas en el mundo del trabajo. Para comprender su verdadero 

alcance y significado, es necesario recordar primero por qué surgió el Derecho Laboral como una 

rama autónoma del derecho.  

En toda relación laboral existe una desigualdad estructural y natural entre las partes, el empleador 

cuenta con el capital, los medios de producción, la autoridad directiva y el poder disciplinario, 

mientras que el trabajador aporta principalmente su fuerza de trabajo, su tiempo, sus 

conocimientos, su salud y, en muchas ocasiones, sacrifica aspectos importantes de su vida personal 

y familiar. Frente a esta asimetría evidente, la ley no puede mantenerse neutral. El Derecho Laboral 

interviene activamente para equilibrar esa relación y proteger a la parte más débil, evitando que la 

libertad contractual pura y simple termine convirtiéndose en un instrumento de abuso. 

Es precisamente en este contexto donde el Principio de Irrenunciabilidad cobra su máxima 

relevancia. Este principio establece que los derechos mínimos que la ley reconoce a favor de los 

trabajadores son irrenunciables. Esto significa que el trabajador no puede renunciar a ellos de 

manera válida, ni siquiera de forma expresa, voluntaria y con aparente pleno conocimiento de 

causa. Cualquier cláusula contractual, acuerdo privado, finiquito, documento firmado o pacto 

individual que pretenda eliminar, reducir o condicionar estos derechos mínimos carece de valor 

jurídico y es nulo de pleno derecho. La ley considera que estos derechos son tan fundamentales 

para la protección de la dignidad humana que la voluntad particular de las partes no puede disponer 

sobre ellos. En el Perú, este principio tiene rango constitucional expreso.  

El artículo 26 de la Constitución Política del Perú reconoce claramente los derechos de los 

trabajadores y declara su carácter irrenunciable, mientras que el artículo 23 refuerza que el trabajo 

debe realizarse en condiciones dignas y justas. Además, la Ley de Productividad y Competitividad 

Laboral y su reglamento confirman que las normas laborales mínimas son de orden público, lo que 
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implica que responden a intereses generales de la sociedad y no pueden ser modificadas mediante 

acuerdos privados. 

Para ilustrar la aplicación diaria de este principio, pensemos en situaciones comunes que se 

presentan en la realidad laboral peruana. Un trabajador, por más que lo desee o necesite, no puede 

aceptar legalmente un salario inferior al sueldo mínimo vital, ya que esa renuncia sería inválida. 

Del mismo modo, no puede renunciar al pago íntegro de las horas extras que realiza más allá de 

su jornada ordinaria, ni al recargo por trabajo nocturno o en días feriados.  

Tampoco es válida la renuncia anticipada a su período de descanso vacacional anual, a la 

Compensación por Tiempo de Servicios, a las gratificaciones legales de julio y diciembre, ni a los 

beneficios de la seguridad social y la protección de la salud. Incluso si un empleador presenta un 

documento notarial o cualquier otro instrumento donde el trabajador declare renunciar a la 

protección contra el despido arbitrario, ese documento no produce efecto alguno y el juez laboral 

debe declararlo nulo.  

Esta protección se extiende también al descanso semanal obligatorio, a las licencias por 

maternidad, paternidad y lactancia, y a las medidas de protección por discapacidad o enfermedad 

profesional. 

La razón por la cual la ley es tan estricta y protectora en este principio radica en la profunda 

vulnerabilidad económica y social que suele enfrentar el trabajador. En contextos de alto 

desempleo, crisis económica o necesidades familiares urgentes, muchas personas se encuentran 

dispuestas a aceptar casi cualquier condición con tal de obtener un empleo. Podrían firmar 

renunciando a vacaciones, a horas extras, a indemnizaciones o a cualquier otro derecho con tal de 

no quedarse sin ingresos. Ante esta realidad, el Estado, a través de la ley, actúa como un guardián 

de la dignidad humana y le dice claramente al trabajador: aunque tú, por necesidad, estés dispuesto 

a renunciar, yo no te lo permito, porque tu salud, tu tiempo y tu dignidad no están en venta. De 

esta manera se previene el abuso de poder y se evita el llamado dumping social, es decir, la 

competencia desleal entre empresas que intentan reducir costos laborales ofreciendo condiciones 

cada vez peores. Si se permitiera la renuncia libre a los derechos mínimos, rápidamente se 

generaría una carrera hacia el fondo que perjudicaría a toda la sociedad. 
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Es importante aclarar que este principio no es absoluto ni rígido en todos los casos. El trabajador 

sí puede llegar a acuerdos, transigir o negociar sobre derechos que ya han nacido y que son objeto 

de controversia, como por ejemplo el monto exacto de una indemnización después de producido 

un despido.  

También puede renunciar válidamente a beneficios que excedan los mínimos legales establecidos 

por la ley, como bonos voluntarios, seguros médicos adicionales o prestaciones extras otorgadas 

por el empleador. Sin embargo, nunca podrá renunciar anticipadamente a los derechos mínimos 

que la legislación le garantiza para su protección diaria durante la vigencia de la relación laboral. 

Esta distinción es fundamental para mantener el equilibrio entre la protección necesaria y la 

libertad contractual razonable. 

El Principio de Irrenunciabilidad tiene profundas raíces históricas, filosóficas y sociales. Surgió 

como respuesta directa a los excesos de la Revolución Industrial, donde los trabajadores eran 

sometidos a jornadas extenuantes, condiciones inhumanas y explotación sin límites. Grandes 

juristas latinoamericanos como Américo Plá Rodríguez afirmaron con claridad que el Derecho del 

Trabajo es el derecho de la persona que trabaja, destacando su carácter tutelar y humanista. En el 

plano internacional, este principio se encuentra respaldado por numerosos convenios de la 

Organización Internacional del Trabajo que el Perú ha ratificado, así como en la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos.  

En la actualidad, este principio adquiere aún mayor importancia frente a las nuevas formas de 

trabajo que trae la era digital. La economía de plataformas, el teletrabajo desregulado, los contratos 

por aplicativo y las figuras de falsa independencia laboral representan nuevos desafíos.  

No podemos permitir que bajo el discurso de flexibilidad y modernidad se encubran formas 

modernas de precarización que buscan eludir los derechos irrenunciables de los trabajadores. 

En conclusión, el Principio de Irrenunciabilidad no constituye un privilegio para los trabajadores 

ni un obstáculo innecesario para las empresas. Se trata de una garantía fundamental de justicia 

social, de respeto a la dignidad humana y de equilibrio en las relaciones laborales.  

Defender este principio significa rechazar la idea de que las personas puedan ser tratadas como 

simples mercancías o herramientas de producción. Como futuros profesionales del derecho, 
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empresarios responsables, sindicalistas o servidores públicos, todos tenemos el deber ético y 

profesional de conocer profundamente este principio, difundirlo y velar por su estricto 

cumplimiento. Una sociedad que respeta y hace respetar los derechos laborales es una sociedad 

más justa, más humana, más productiva y más equilibrada a largo plazo. 

Recordemos siempre con convicción profunda que los derechos laborales no se mendigan, se 

respetan. Los derechos laborales no se negocian a la baja, se defienden. Los derechos laborales no 

se renuncian por necesidad, se exigen y se hacen cumplir con firmeza. 

Muchas gracias por su atención. Quedo a disposición de todos ustedes para cualquier pregunta, 

comentario o enriquecimiento de esta importante temática. 

Autor: Mamani Alvarado, Angel Shande  
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6. Discurso Sobre “El Principio De Estabilidad Laboral” 

Buenas tardes profesor y compañeros. 

En esta oportunidad voy a hablar sobre un tema muy importante dentro del derecho laboral: el 

principio de estabilidad laboral. 

El trabajo es una de las actividades más importantes en la vida de toda persona, ya que permite 

satisfacer necesidades básicas, desarrollarse profesionalmente y contribuir al bienestar de la 

familia y de la sociedad. Debido a ello, el derecho laboral busca proteger al trabajador frente a 

posibles abusos o desigualdades dentro de la relación laboral. 

Dentro de esta rama del derecho, uno de los principios fundamentales es el principio de estabilidad 

laboral, el cual tiene como finalidad garantizar que los trabajadores puedan conservar su empleo 

mientras cumplan adecuadamente con sus funciones y obligaciones. Este principio protege a las 

personas frente a despidos arbitrarios o injustificados, promoviendo así seguridad, tranquilidad y 

dignidad en el ámbito laboral. 

La estabilidad laboral puede definirse como el derecho que tiene todo trabajador a permanecer en 

su puesto de trabajo y a no ser despedido sin una causa válida establecida por la ley. Esto significa 

que el empleador no puede despedir a un trabajador únicamente por motivos personales, 

discriminatorios o injustos. Debe existir una razón objetiva y legal que justifique dicha decisión. 

Este principio es muy importante porque el empleo no solo representa una fuente de ingresos 

económicos, sino también una garantía de estabilidad emocional y familiar. Cuando una persona 

pierde injustamente su trabajo, no solo se afecta su economía, sino también su tranquilidad y la de 

su familia. Muchas veces, el salario de un trabajador es el único sustento del hogar. 

Por esa razón, el Estado tiene la obligación de proteger el derecho al trabajo y promover 

condiciones laborales justas. En el Perú, la Constitución Política reconoce que el trabajo es un 

deber y un derecho fundamental. Asimismo, establece que ninguna relación laboral puede limitar 

los derechos constitucionales ni afectar la dignidad del trabajador. 

Además, nuestra legislación reconoce la protección contra el despido arbitrario. Esto significa que 

ningún trabajador puede ser despedido sin una causa relacionada con su conducta o capacidad 
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laboral. En caso contrario, el empleador deberá asumir las consecuencias legales correspondientes, 

como el pago de una indemnización o incluso la reposición del trabajador a su puesto. 

Existen diferentes tipos de estabilidad laboral. Por ejemplo, la estabilidad laboral absoluta se 

presenta cuando el trabajador despedido injustamente tiene derecho a ser reincorporado a su puesto 

de trabajo. Esto suele ocurrir cuando se vulneran derechos fundamentales, como en casos de 

discriminación, despido por embarazo o vulneración de derechos sindicales. 

Por otro lado, existe la estabilidad laboral relativa, que permite al empleador despedir al trabajador, 

pero obligándolo a pagar una indemnización cuando no exista una causa válida. Este sistema busca 

equilibrar los derechos del trabajador con las facultades del empleador. 

Asimismo, la ley establece causas específicas por las cuales un trabajador puede ser despedido 

legalmente. Entre ellas se encuentran las faltas graves, el incumplimiento reiterado de obligaciones 

laborales, actos de violencia, robo, abandono injustificado del trabajo o conductas que afecten 

seriamente la disciplina de la empresa. Sin embargo, incluso en estos casos, el empleador debe 

respetar el debido procedimiento y el derecho de defensa del trabajador. 

El debido proceso laboral es otro aspecto fundamental relacionado con la estabilidad laboral. Antes 

de despedir a un trabajador, el empleador debe comunicar claramente los motivos del despido y 

brindar la oportunidad para que el trabajador pueda defenderse. Esto garantiza transparencia y 

respeto a los derechos fundamentales. 

La estabilidad laboral también genera beneficios para las empresas y para la sociedad en general. 

Un trabajador que se siente seguro en su empleo suele desempeñarse con mayor responsabilidad, 

compromiso y motivación. Además, la estabilidad permite que los trabajadores desarrollen 

experiencia y capacidades que contribuyen al crecimiento de las empresas. 

De igual manera, la estabilidad laboral ayuda a reducir problemas sociales como el desempleo, la 

pobreza y la informalidad. Cuando las personas cuentan con un empleo estable, pueden planificar 

mejor su futuro, acceder a créditos, invertir en educación y mejorar su calidad de vida. 

Sin embargo, actualmente existen muchos desafíos relacionados con este principio. Uno de los 

principales problemas es la informalidad laboral, ya que muchas personas trabajan sin contrato, 
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sin beneficios sociales y sin protección frente a despidos arbitrarios. También existen casos de 

precarización laboral y uso excesivo de contratos temporales para evitar reconocer derechos 

laborales. 

Otro problema importante es la falta de fiscalización adecuada. Aunque las leyes laborales 

reconocen diversos derechos, muchas veces estos no se cumplen en la práctica. Por ello, es 

necesario fortalecer las instituciones encargadas de supervisar el cumplimiento de las normas 

laborales y sancionar a quienes vulneren los derechos de los trabajadores. 

Frente a esta situación, el Estado debe promover políticas que fomenten el empleo digno, la 

formalización laboral y el respeto a los derechos fundamentales de los trabajadores. Asimismo, es 

importante que los trabajadores conozcan sus derechos para poder defenderlos adecuadamente. 

Como estudiantes y futuros profesionales del derecho, debemos comprender que el derecho laboral 

tiene una función protectora y humana. No se trata solamente de normas y contratos, sino de 

proteger la dignidad de las personas y garantizar relaciones laborales más justas y equitativas. 

También debemos reconocer la importancia que tienen los abogados y jueces laborales en la 

defensa de los derechos de los trabajadores. Ellos cumplen una función fundamental en la 

búsqueda de justicia y en la solución de conflictos laborales. 

En conclusión, el principio de estabilidad laboral es uno de los pilares más importantes del derecho 

laboral, porque protege al trabajador frente a despidos arbitrarios y garantiza condiciones de 

trabajo más humanas y justas. Además, contribuye al bienestar familiar, al desarrollo económico 

y a la paz social. 

Respetar este principio significa valorar el esfuerzo y la dignidad de las personas que trabajan 

diariamente para construir un mejor país. 

Finalmente, considero que tanto el Estado, como los empleadores y los trabajadores, deben 

comprometerse a promover relaciones laborales basadas en el respeto, la justicia y la dignidad 

humana. Solo así podremos construir una sociedad más equitativa y democrática. Muchas gracias.  

Autora: Mamani Tito, Jhoselin Yaneth  
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7. Discurso Sobre “El Principio De Primacía De La Realidad” 

Introducción 

El Derecho Laboral se caracteriza por ser una rama jurídica orientada a la protección de la parte 

más vulnerable de la relación de trabajo: el trabajador. Debido a la desigualdad económica y 

jurídica que suele existir entre empleador y trabajador, esta disciplina ha desarrollado diversos 

principios destinados a garantizar la efectividad de los derechos laborales y evitar situaciones de 

abuso o fraude. 

Entre dichos principios destaca el principio de primacía de la realidad, considerado uno de los 

pilares fundamentales del Derecho del Trabajo moderno. Este principio adquiere especial 

relevancia cuando existe una discrepancia entre lo que formalmente aparece consignado en 

documentos, contratos o registros y lo que verdaderamente ocurre en la ejecución cotidiana de la 

prestación laboral. 

En la práctica, es frecuente que determinadas relaciones laborales sean encubiertas bajo figuras 

civiles o comerciales con la finalidad de evitar el reconocimiento de derechos laborales. Frente a 

estas situaciones, el principio de primacía de la realidad permite que las autoridades 

administrativas y judiciales valoren los hechos efectivamente ocurridos por encima de las formas 

o denominaciones utilizadas por las partes. 

Por ello, el presente trabajo tiene como finalidad analizar el contenido, fundamento, aplicación e 

importancia del principio de primacía de la realidad dentro del ordenamiento laboral, destacando 

su función protectora y su contribución a la justicia social. 

Concepto del principio de primacía de la realidad 

El principio de primacía de la realidad establece que, en caso de discrepancia entre los hechos que 

ocurren en la práctica y lo que aparece consignado en documentos o acuerdos formales, deben 

prevalecer los hechos reales. 

En otras palabras, para determinar la existencia de una relación laboral no basta con analizar el 

contenido de un contrato o la denominación que las partes hayan otorgado a su vínculo jurídico. 
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Lo verdaderamente relevante es examinar la forma en que se desarrolla la prestación de servicios 

en la realidad. 

La doctrina laboral sostiene que este principio constituye una manifestación del carácter protector 

del Derecho del Trabajo, ya que impide que simples formalidades jurídicas sean utilizadas para 

desconocer derechos laborales legítimos. De esta manera, la realidad de los hechos se convierte en 

el criterio decisivo para establecer la verdadera naturaleza de una relación jurídica. 

Por ejemplo, una persona puede haber firmado un contrato de locación de servicios o emitir recibos 

por honorarios; sin embargo, si en la práctica trabaja bajo subordinación, cumple horarios 

establecidos, recibe órdenes directas y desarrolla actividades permanentes dentro de una 

organización empresarial, la relación jurídica podría ser considerada laboral, independientemente 

del nombre que se haya dado al contrato. 

Fundamento jurídico y doctrinario 

El fundamento principal de este principio se encuentra en la necesidad de garantizar la protección 

efectiva de los trabajadores frente a posibles mecanismos de simulación o fraude laboral. 

La doctrina laboral reconoce que existe una desigualdad estructural entre empleador y trabajador. 

Mientras el empleador posee generalmente mayor poder económico y capacidad de negociación, 

el trabajador muchas veces se ve obligado a aceptar condiciones contractuales impuestas por 

necesidad de empleo. 

En este contexto, la primacía de la realidad surge como una herramienta jurídica destinada a 

impedir que la autonomía de la voluntad sea utilizada para desnaturalizar relaciones laborales o 

privar a los trabajadores de los beneficios que les corresponden por ley. 

Asimismo, este principio encuentra sustento en valores constitucionales como la dignidad humana, 

la protección del trabajo, la justicia social y el respeto de los derechos fundamentales de la persona. 

Su aplicación busca asegurar que la protección jurídica alcance efectivamente a quienes realizan 

trabajo subordinado, independientemente de las formas contractuales empleadas. 

Elementos que permiten identificar una relación laboral 
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La aplicación del principio de primacía de la realidad exige analizar determinados elementos 

fácticos que evidencian la existencia de una verdadera relación laboral. 

Entre los principales elementos se encuentran: 

a) La prestación personal de servicios 

Implica que el trabajo es realizado directamente por una persona natural, sin posibilidad de ser 

sustituida libremente por terceros. 

b) La remuneración 

Consiste en la contraprestación económica que recibe el trabajador por los servicios prestados. 

Esta remuneración puede adoptar diversas modalidades, pero constituye un elemento esencial de 

la relación laboral. 

c) La subordinación 

Es el elemento más importante para determinar la existencia de una relación laboral. Se manifiesta 

cuando el trabajador se encuentra sujeto al poder de dirección del empleador, quien puede impartir 

órdenes, supervisar actividades, establecer horarios y aplicar medidas disciplinarias dentro de los 

límites legales. 

La presencia de subordinación suele evidenciarse mediante: 

- Cumplimiento de horarios de trabajo. 

- Supervisión permanente. 

- Obligación de acatar instrucciones. 

- Control de asistencia. 

- Uso obligatorio de uniforme o credenciales. 

- Integración a la estructura organizativa de la empresa. 
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- Utilización de herramientas o equipos proporcionados por el empleador. 

Cuando estos elementos se presentan de manera conjunta, es posible concluir que existe una 

relación laboral aun cuando los documentos indiquen lo contrario. 

Aplicación del principio de primacía de la realidad 

La aplicación de este principio se produce principalmente en procedimientos administrativos y 

judiciales relacionados con conflictos laborales. 

Cuando surge una controversia respecto a la naturaleza de una relación jurídica, las autoridades 

competentes realizan una evaluación integral de las circunstancias concretas del caso. Para ello, 

no se limitan a examinar contratos o documentos escritos, sino que también valoran pruebas como: 

- Testimonios de trabajadores y empleadores. 

- Correos electrónicos y comunicaciones internas. 

- Registros de asistencia. 

- Reportes de supervisión. 

- Comprobantes de pago. 

- Organigramas empresariales. 

- Documentación relacionada con las funciones desempeñadas. 

El objetivo es reconstruir la realidad de la prestación de servicios y determinar si concurren los 

elementos esenciales de una relación laboral. 

De esta manera, la aplicación del principio de primacía de la realidad permite descubrir situaciones 

de simulación contractual y garantizar el respeto de los derechos laborales reconocidos por la 

legislación. 

Importancia del principio de primacía de la realidad 
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La importancia de este principio radica en que constituye una garantía efectiva para la protección 

de los trabajadores frente a prácticas destinadas a ocultar verdaderas relaciones laborales. 

Su aplicación genera diversos efectos positivos, entre los que destacan: 

- Evita el fraude laboral y la simulación contractual. 

- Garantiza la efectividad de los derechos laborales. 

- Protege la dignidad y estabilidad de los trabajadores. 

- Fortalece el principio de justicia social. 

- Contribuye al cumplimiento de las obligaciones empresariales. 

- Promueve relaciones laborales más transparentes y equitativas. 

Además, gracias a este principio, los trabajadores pueden acceder a beneficios laborales que 

podrían haber sido indebidamente negados, tales como vacaciones, gratificaciones, compensación 

por tiempo de servicios (CTS), seguro social, descanso semanal remunerado, protección frente al 

despido arbitrario y demás derechos reconocidos por la legislación laboral. 

Por ello, la primacía de la realidad constituye una herramienta indispensable para asegurar que la 

protección jurídica del trabajo sea verdaderamente efectiva y no dependa únicamente de 

formalidades documentales. 

Caso práctico 

Supóngase el caso de una persona que presta servicios para una empresa durante varios años 

mediante recibos por honorarios. Formalmente aparece como trabajador independiente; sin 

embargo, en la práctica cumple una jornada de trabajo de lunes a sábado, recibe instrucciones 

directas de un supervisor, utiliza uniforme institucional, trabaja en las instalaciones de la empresa 

y desarrolla funciones permanentes vinculadas a la actividad principal del negocio. 

Ante esta situación, la simple existencia de recibos por honorarios no resulta suficiente para 

descartar la presencia de una relación laboral. Al verificarse elementos de subordinación, 
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continuidad y dependencia económica, las autoridades podrían concluir que existe una verdadera 

relación de trabajo. 

Como consecuencia, el trabajador tendría derecho al reconocimiento de todos los beneficios 

laborales correspondientes, independientemente de la forma contractual utilizada. 

Conclusión 

El principio de primacía de la realidad constituye uno de los principios fundamentales del Derecho 

Laboral debido a que garantiza que los hechos prevalezcan sobre las apariencias jurídicas. Su 

finalidad es evitar que mecanismos formales o contractuales sean utilizados para ocultar relaciones 

laborales reales y privar a los trabajadores de los derechos que les corresponden. 

La aplicación de este principio permite a jueces y autoridades laborales analizar las circunstancias 

concretas de cada caso y determinar la verdadera naturaleza de la relación jurídica existente entre 

las partes. Asimismo, fortalece la función protectora del Derecho del Trabajo, promueve la justicia 

social y contribuye a la defensa de la dignidad humana en el ámbito laboral. 

En consecuencia, puede afirmarse que la primacía de la realidad constituye una garantía esencial 

para la efectividad de los derechos laborales, ya que asegura que la verdad de los hechos prevalezca 

sobre cualquier formalidad o apariencia contractual.  

Autora: Maquera Chino, Alison Anahi 
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8. Discurso Sobre “El Principio De Continuidad De La Relación Laboral” 

Compañeras y compañeros amigos y amigas 

Hoy quiero hablar de un principio que aunque muchas veces no se dice en voz alta es la columna 

vertebral de la seguridad laboral en nuestro país el principio de continuidad de la relación laboral 

No es un concepto abstracto ni solo letra de ley es en la práctica la diferencia entre tener un trabajo 

estable y vivir con el temor de ser despedido hoy para volver mañana bajo otro nombre otra 

empresa o el mismo jefe pero con un contrato distinto 

El principio de continuidad laboral sostiene que la relación entre empleador y trabajador se 

presume permanente e ininterrumpida Esto significa que cuando una persona trabaja en una 

empresa el Estado y los jueces parten de la idea de que ese vínculo tenía que seguir salvo que 

exista una causa justa para terminarlo En otras palabras el contrato de trabajo no es un juego de 

usar y tirar El empleador no puede despedir hoy y recontratar mañana pensando que el vínculo se 

borra como si nunca hubiera existido 

Este principio responde a una realidad muy sencilla Para la mayoría de los trabajadores el empleo 

es la principal fuente de ingresos Si el trabajo se puede romper de forma arbitraria se rompe no 

solo la relación laboral sino también la familia la salud la educación de los hijos y la dignidad de 

las personas El principio de continuidad no aparece de la nada está sustentado en varios pilares 

fundamentales El derecho al trabajo La Constitución reconoce que toda persona tiene derecho a 

desarrollar su actividad productiva en condiciones de libertad e igualdad La estabilidad laboral La 

ley y la jurisprudencia protegen al trabajador porque normalmente es la parte más débil de la 

relación laboral La presunción de continuidad Si el empleador interrumpe la relación debe probar 

que esa interrupción obedeció a una causa legal y justificada Si no lo hace la ley entiende que el 

vínculo se mantuvo 

Cuando se respeta el principio de continuidad se envía un mensaje claro El trabajo no es un favor 

que el empleador concede ni retira a su antojo es un derecho que debe ser protegido por el Estado 

y por la propia sociedad En el Perú el principio de continuidad se ve en la forma en que se interpreta 

la duración de los contratos y la interrupción de la relación laboral La normativa laboral privilegia 

los contratos por tiempo indefinido y trata los contratos a plazo fijo como una excepción Cuando 
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un trabajador es despedido y luego recontratado la jurisprudencia señala que si la interrupción es 

muy corta por ejemplo veinte días o menos esa separación no rompe la continuidad se considera 

que la relación se mantuvo En algunos casos cuando hay una sucesión empresarial una empresa la 

compra otra el principio de continuidad ayuda a que el vínculo laboral pase intacto al nuevo 

empleador sin que el trabajador pierda antigüedad ni derechos 

Estas normas y criterios no están para molestar al empleador sino para evitar que el poder 

económico se convierta en una herramienta de abuso Como en toda materia jurídica el principio 

de continuidad no es absoluto Hay espacios donde se discute su alcance Durante el período de 

prueba la continuidad pierde fuerza porque esa etapa está pensada precisamente para evaluar al 

trabajador En los ceses colectivos o recortes de personal algunos autores plantean que el principio 

de continuidad debe equilibrarse con el derecho del empleador a gestionar su empresa y tomar 

decisiones de negocio En el caso de obreros municipales y ciertos trabajadores públicos se ha 

generado debate sobre cuánto tiempo puede interrumpirse la prestación de servicios sin que se 

rompa la continuidad y sobre si la jurisprudencia ha ampliado o restringido de forma injusta este 

principio 

Estos debates no ponen en duda el valor del principio más bien muestran que el derecho laboral 

debe caminar entre la protección del trabajador y la viabilidad de la empresa Uno de los grandes 

problemas que el principio de continuidad busca combatir es el abuso de contratos a plazo fijo 

Muchas empresas en el papel contratan solo por un mes o solo por un proyecto pero en la realidad 

esa persona trabaja años en el mismo puesto cumpliendo las mismas funciones sin que el 

empleador le reconozca antigüedad ni derechos plenos Cuando esto sucede el principio de 

continuidad funciona como un freno ético y jurídico ayuda a demostrar que aunque el contrato 

diga temporal la relación es en realidad permanente obliga al empleador a que si realmente requiere 

un servicio temporal lo justifique con claridad no simplemente lo use como un truco para evitar 

beneficios sociales 

En este sentido el principio de continuidad es también una herramienta de justicia social No es 

solo un tecnicismo jurídico es un instrumento para que el trabajador no se pierda entre papeles 

contratos y siglas y pueda reclamar lo que realmente le corresponde El principio de continuidad 

de la relación laboral es fundamental porque protege la estabilidad laboral reduce el miedo 
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constante a perder el trabajo reconoce la realidad social el trabajo es una parte esencial de la vida 

de las personas limita el poder arbitrario del empleador obliga a que los cambios en la relación 

laboral respeten la ley y la dignidad del trabajador facilita la justicia en los tribunales cuando hay 

duda se interpreta la relación en favor del trabajador 

En un país como el nuestro donde la informalidad la precariedad y la desigualdad laboral siguen 

siendo grandes problemas el principio de continuidad no puede ser un tema de conferencia 

académica debe convertirse en una bandera de lucha de todos los que creemos en un trabajo digno 

Hoy más que nunca frente a la crisis económica la robotización y la presión por bajar costos 

laborales corremos el riesgo de que la continuidad se quede solo en el papel Pero también tenemos 

la oportunidad de usar este principio para construir un modelo laboral en el que el contrato de 

trabajo deje de ser un instrumento de precarización y se convierta en una garantía de estabilidad el 

Estado y el sistema judicial fortalezcan la protección de los trabajadores pero sin destruir el 

derecho de las empresas a organizarse y crecer la sociedad en general comprenda que proteger la 

continuidad laboral no es favorecer a un grupo sino proteger la tranquilidad de las familias y la 

cohesión social 

Para que esto ocurra necesitamos más educación laboral en escuelas universidades y empresas más 

control efectivo de las autoridades laborales sobre el abuso de contratos temporales y más 

conciencia ciudadana de que respetar el trabajo es una forma de respetar la dignidad humana El 

principio de continuidad de la relación laboral no es solo una norma técnica es una promesa de 

respeto una promesa de que quien trabaja quien aporta con su esfuerzo merece una relación justa 

estable y digna Para los trabajadores significa luchar por que ese principio no se quede en libros 

sino se vea en sus boletas de pago en sus vacaciones en sus pensiones y en la tranquilidad de saber 

que su familia estará protegida mientras producen valor para la empresa y para el país Para los 

empleadores significa aceptar que una empresa seria no se construye sobre el miedo sino sobre la 

confianza el respeto y un vínculo laboral que se mantenga mientras las razones sean legales y justas 

Y para el Estado significa garantizar que el principio de continuidad sea un instrumento real de 

protección no un discurso bonito que se olvida en las resoluciones administrativas o en los 

despachos judiciales 
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Además, conviene entender que la continuidad laboral no solo protege al trabajador individual sino 

también al conjunto de la sociedad porque cuando el empleo es estable aumentan la productividad 

la confianza y la paz social una persona que sabe que no será despedida de manera arbitraria trabaja 

con más seguridad se capacita más y puede planificar mejor su vida familiar y económica por eso 

este principio no debe verse como un obstáculo para la empresa sino como una condición para 

relaciones laborales más sanas más responsables y más duraderas 

También es importante recordar que la continuidad laboral se relaciona con el principio de 

primacía de la realidad esto significa que en materia laboral lo que vale no es solo lo que dice el 

contrato sino lo que realmente ocurre en el trabajo si una persona aparece contratada como 

temporal pero en la práctica cumple funciones permanentes durante años entonces el derecho debe 

mirar esa realidad y no permitir que una simple formalidad esconda una relación indefinida esta 

idea es clave porque muchas veces el abuso no está en lo que se escribe sino en cómo se usa el 

documento para encubrir una situación permanente 

Otro aspecto que puedes desarrollar es que este principio también cumple una función de equilibrio 

frente al poder económico el trabajador normalmente no negocia en igualdad de condiciones con 

la empresa por eso el derecho laboral interviene para corregir esa desigualdad y evitar que la parte 

más fuerte imponga condiciones injustas en ese sentido la continuidad laboral actúa como una 

barrera frente al despido arbitrario frente a las renovaciones indefinidas sin causa y frente a las 

decisiones empresariales que buscan debilitar derechos mediante cambios formales sin sustento 

real 

Asimismo puedes mencionar que la continuidad laboral tiene un valor especial en sectores donde 

históricamente ha habido mucha precariedad como la contratación temporal sucesiva los servicios 

municipales los empleos por locación encubierta o los trabajos donde se encadena un contrato con 

otro sin reconocer antigüedad en esos casos el principio sirve para demostrar que la estabilidad no 

depende solo del nombre del contrato sino de la verdadera naturaleza del vínculo laboral y de la 

permanencia de las funciones que realiza la persona 

Si quieres darle un cierre más fuerte puedes añadir que defender la continuidad laboral no significa 

negar el derecho de la empresa a organizarse sino exigir que esa organización respete la ley la 

dignidad humana y el valor del trabajo una empresa moderna no debería basarse en la 
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incertidumbre permanente de sus trabajadores sino en relaciones justas transparentes y estables 

porque el progreso económico solo es legítimo cuando no se construye sobre la precarización 

También puedes incorporar una idea final más humana diciendo que cada contrato estable 

representa mucho más que un ingreso representa escuela para los hijos comida en la mesa 

medicinas tranquilidad y futuro por eso la continuidad laboral no es solo un tema jurídico es una 

causa de justicia social y una defensa concreta de la vida digna 

Otro punto importante es que el principio de continuidad laboral ayuda a distinguir entre una 

verdadera necesidad temporal de la empresa y un uso abusivo de la contratación por tiempo fijo 

cuando una actividad es permanente, ordinaria y propia del giro normal del negocio, lo correcto es 

que el vínculo también sea permanente porque no tendría sentido contratar una y otra vez como si 

el puesto cambiara, cuando en realidad la necesidad del servicio sigue existiendo de forma 

constante 

Además, este principio tiene una relación directa con la protección de la antigüedad laboral, que 

no es un detalle menor sino una base para calcular beneficios, ascensos, estabilidad y derechos 

acumulados cuando la continuidad se respeta, el trabajador no pierde todo lo construido con 

esfuerzo durante años, pero cuando se rompe artificialmente el vínculo, se borra injustamente parte 

de su historia laboral 

También puedes señalar que la continuidad laboral funciona como un criterio de interpretación en 

caso de duda si no está claro si un contrato fue realmente temporal o si una interrupción fue 

suficiente para cortar la relación, el análisis debe hacerse con cuidado y atendiendo a la realidad 

del caso, porque en derecho laboral no se puede permitir que la forma vacía destruya el contenido 

real de la relación de trabajo 

Otro aspecto valioso es que este principio refuerza la responsabilidad social de la empresa una 

organización que respeta la continuidad laboral demuestra que valora a su personal, invierte en 

experiencia acumulada y construye una cultura de trabajo más seria y más humana esto también 

beneficia a la empresa porque reduce conflictos, mejora el clima laboral y fortalece la confianza 

entre ambas partes 
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Asimismo, puedes decir que la continuidad laboral es especialmente importante en contextos de 

alta informalidad como el nuestro porque muchas personas pasan de contrato en contrato, de 

servicio en servicio o de puesto en puesto sin una verdadera estabilidad esa realidad hace que el 

principio no sea un lujo jurídico sino una necesidad concreta para frenar la precarización y 

defender el derecho a un trabajo digno 

También es importante recordar que la continuidad laboral no solo protege a quien ya tiene años 

en un puesto, sino que también desincentiva prácticas empresariales que fragmentan el vínculo de 

trabajo para debilitar derechos muchas veces se usa la rotación de contratos, la contratación 

sucesiva o el cambio de razón social como formas de esconder una relación permanente detrás de 

una apariencia temporal por eso este principio cumple una función de control y de justicia porque 

obliga a mirar la realidad y no las apariencias 

Además, la continuidad laboral fortalece la confianza en el sistema de trabajo cuando un trabajador 

sabe que su esfuerzo será reconocido y que no será reemplazado sin motivo, se genera un ambiente 

más justo y más productivo la estabilidad no solo beneficia al trabajador, también beneficia a la 

empresa porque permite conservar experiencia, reducir errores y construir equipos más 

comprometidos una empresa que respeta la continuidad laboral no pierde eficiencia, al contrario, 

gana solidez y credibilidad 

Este principio también tiene un valor social muy grande porque el trabajo estable permite proyectar 

el futuro una persona con continuidad laboral puede planificar mejor la educación de sus hijos, el 

pago de sus deudas, su salud y su vejez en cambio, cuando todo depende de contratos frágiles y 

despidos arbitrarios, la vida entera se vuelve incierta por eso defender la continuidad laboral es 

defender la tranquilidad de miles de familias que viven del esfuerzo diario 

También conviene decir que el Estado tiene una responsabilidad central aquí no basta con que la 

ley reconozca derechos en el papel se necesita fiscalización, jueces que apliquen correctamente la 

norma y autoridades que sancionen el abuso de la contratación temporal cuando la ley no se hace 

cumplir, el principio de continuidad pierde fuerza y se convierte en una promesa vacía por eso la 

defensa del trabajo digno exige instituciones firmes y una verdadera cultura de respeto al trabajador 
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En conclusión, el principio de continuidad de la relación laboral es mucho más que una regla 

jurídica es una garantía de estabilidad, una defensa frente al abuso y una expresión concreta de 

justicia social protege al trabajador, ordena la relación con el empleador y ayuda a construir una 

sociedad más humana, más equilibrada y más respetuosa de la dignidad del trabajo. Muchas 

gracias compañeras y compañeros por su atención. 

Autor: Mulluni Flores, Frank Antony  
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9. Discurso Sobre “El Principio De Inmediatez” 

Este principio no es un lujo teórico ni una fórmula vacía que solo conocen los abogados 

especializados. Es una herramienta de protección real, una barrera que el ordenamiento jurídico ha 

colocado para evitar que el empleador pueda guardarse una falta del trabajador en el bolsillo, 

esperar el momento más conveniente y luego sacarla como un comodín para justificar un despido. 

Suena feo, pero eso es exactamente lo que pasaba antes de que este principio se consolidara en 

nuestra legislación. Por eso hoy quiero dedicar este espacio a explicar con claridad qué es el 

principio de inmediatez, cómo funciona, por qué es tan importante y qué pasa cuando los 

empleadores lo desconocen o lo violan. 

Qué es el principio de inmediatez 

Vamos por partes. El principio de inmediatez es una regla del derecho laboral que exige que el 

empleador, cuando toma conocimiento de una falta cometida por el trabajador, debe ejercer su 

poder sancionador en un plazo razonable y cercano a la ocurrencia de los hechos. Dicho de manera 

más sencilla: si un trabajador comete una falta, el empleador no puede esperar semanas o meses 

para recién decidir si lo sanciona o lo despide. Tiene que actuar pronto, porque si deja pasar mucho 

tiempo, su derecho a sancionar se extingue o, al menos, se debilita seriamente. 

Este principio no está escrito de manera explícita en un solo artículo de la ley, pero ha sido 

reconocido de manera reiterada por el Tribunal Constitucional y por el Poder Judicial como una 

manifestación concreta del principio de buena fe y del principio de razonabilidad que deben regir 

toda relación laboral. En términos simples, el empleador no puede dormirse en sus derechos. Si 

vio una falta y no hizo nada durante mucho tiempo, su silencio prolongado genera en el trabajador 

la confianza legítima de que todo estaba bien, de que la falta fue perdonada o pasó por alto. Por lo 

tanto, pretender sancionar mucho después resulta abusivo y contrario a la lógica más elemental de 

las relaciones humanas y laborales. 

Por qué es tan importante este principio 

Para entender la importancia del principio de inmediatez, tenemos que recordar cómo funcionaban 

las cosas antes de que este principio se aplicara con rigor. No hace falta irnos muy lejos en el 

tiempo. Había empleadores que, por cualquier razón, acumulaban supuestas faltas de sus 
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trabajadores durante meses. No decían nada, no llamaban la atención, no iniciaban ningún 

procedimiento disciplinario. Simplemente guardaban la información en un archivo mental o físico, 

esperando el momento en que quisieran deshacerse del trabajador. Y entonces, de repente, sacaban 

una lista de faltas antiguas, algunas de ellas menores, y las usaban como justificación para un 

despido que en realidad respondía a otras motivaciones, como una simple antipatía personal, una 

represalia por haber reclamado algún derecho o una decisión económica encubierta. 

Eso, señores, es una vileza. Porque el trabajador, durante todo ese tiempo, creyó que estaba 

haciendo las cosas bien. Nadie le dijo nada, nadie lo amonestó, nadie le advirtió que su conducta 

era problemática. Entonces, cuando llega el despido con faltas viejas, el trabajador queda 

completamente indefenso. Ya no puede probar lo que realmente pasó porque ha pasado demasiado 

tiempo, los testigos ya no recuerdan, las pruebas se han perdido. Y lo peor de todo: el trabajador 

siente que fue engañado, que el empleador le tendió una trampa. Y eso es exactamente lo que busca 

evitar el principio de inmediatez. 

El Tribunal Constitucional ha sido muy claro en este punto. En diversas sentencias, ha señalado 

que el transcurso del tiempo entre la comisión de la falta y la imposición de la sanción puede hacer 

desaparecer la imputación, porque el retraso injustificado del empleador genera en el trabajador la 

convicción de que la falta fue convalidada o perdonada. Es decir, el silencio del empleador frente 

a una falta que conoce equivale a una aceptación tácita. Por lo tanto, pretender sancionar mucho 

después es un acto contrario a la buena fe y al principio de razonabilidad que exige que las 

sanciones sean oportunas y proporcionales. 

Cómo se aplica en la práctica 

Ahora bien, ¿cómo se aplica esto en la vida real? La jurisprudencia laboral ha ido precisando 

algunos criterios importantes. El primero es que el principio de inmediatez no exige que la sanción 

se imponga al día siguiente de la falta. Eso sería irrazonable, porque hay empresas grandes con 

procedimientos internos que llevan su tiempo. Pero lo que sí exige es que el empleador actúe sin 

dilaciones injustificadas. ¿Qué significa eso? Pues que el plazo para sancionar debe ser el necesario 

para llevar a cabo una investigación mínima y darle al trabajador la oportunidad de defenderse. Si 

el empleador se toma dos semanas y eso es razonable dada la complejidad del caso, no hay 
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problema. Pero si se toma dos meses sin ninguna justificación válida, eso ya es una dilación que 

puede invalidar la sanción. 

El segundo criterio es que el principio de inmediatez se aplica con especial rigor en los casos de 

despido. No es lo mismo una simple amonestación verbal que un despido. Cuando está en juego 

el puesto de trabajo, el derecho al empleo y la fuente de ingreso del trabajador y su familia, el 

plazo para sancionar debe ser aún más breve y la exigencia de inmediatez aún más estricta. Un 

empleador no puede, después de tres meses de una falta grave, recién decidir que va a despedir al 

trabajador. La ley no le da ese lujo. Porque el trabajador, durante esos tres meses, siguió trabajando 

con normalidad, quizás incluso recibió bonificaciones o felicitaciones. Eso genera una apariencia 

de conformidad que luego no puede romperse con un despido intempestivo. 

El tercer criterio tiene que ver con las faltas continuadas o de tracto sucesivo. A veces la falta del 

trabajador no es un hecho puntual, sino una conducta que se prolonga en el tiempo. Por ejemplo, 

un trabajador que sistemáticamente llega tarde. En esos casos, ¿cuándo empieza a correr el plazo 

para que el empleador sancione? La jurisprudencia ha dicho que el empleador puede sancionar 

mientras la conducta se mantenga en el tiempo, pero una vez que el trabajador corrige su actitud y 

el empleador lo sabe, si pasa mucho tiempo sin sancionar, ya no puede hacerlo por faltas anteriores. 

Porque el trabajador entendió que su cambio de conducta fue aceptado. 

Qué pasa cuando se viola este principio 

Cuando un empleador viola el principio de inmediatez y sanciona o despide a un trabajador por 

una falta ocurrida mucho tiempo atrás, esa sanción o ese despido se considera inválido. El 

trabajador puede acudir al Poder Judicial y pedir que se declare nulo el despido, con todas las 

consecuencias que eso trae: reposición en el puesto de trabajo si el régimen laboral lo permite, o 

el pago de una indemnización por despido arbitrario. Los jueces laborales están cada vez más 

atentos a este principio y no dudan en aplicarlo cuando encuentran que el empleador actuó con 

deslealtad, guardándose la falta como un arma secreta para usarla después. 

Incluso en el ámbito administrativo, la Autoridad de Trabajo ha señalado que los plazos para que 

el empleador ejerza su poder sancionador no pueden ser indeterminados. Las propias normas 

internas de las empresas suelen establecer plazos máximos para iniciar procedimientos 
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disciplinarios, y si no lo hacen, se entiende que el plazo es el que la razón y la buena fe imponen. 

No existe una regla fija como "treinta días o sesenta días", pero la jurisprudencia ha considerado 

que plazos superiores a tres meses sin una justificación objetiva ya son sospechosos, y plazos 

superiores a seis meses son casi siempre inválidos. 

Un ejemplo concreto para que quede claro 

Pongamos un ejemplo sencillo para que se entienda mejor. Imaginemos que un trabajador comete 

una falta grave: agrede físicamente a un compañero en el mes de enero. El empleador se entera de 

inmediato porque hay testigos y cámaras. Sin embargo, el empleador no hace nada. No inicia 

investigación, no llama al trabajador a descargos, no le dice nada. Siguen trabajando juntos con 

normalidad durante febrero, marzo y abril. En mayo, por una razón completamente distinta, el 

empleador decide que quiere despedir a ese trabajador. Entonces recuerda la pelea de enero y la 

usa como justificación para el despido. 

Ese despido, señores, es nulo. Porque el empleador conoció la falta en enero y tuvo todo el tiempo 

del mundo para sancionar en febrero o marzo, pero no lo hizo. Su silencio durante cuatro meses 

hizo que el trabajador creyera razonablemente que el incidente había sido superado, que no tendría 

consecuencias. Pretender despedir en mayo por esa falta es un acto de mala fe, y cualquier juez 

laboral con un mínimo de criterio lo va a declarar nulo. 

Ahora cambiemos el ejemplo. Supongamos que la misma pelea ocurre en enero, pero el empleador 

inicia la investigación a los dos días, cita al trabajador a un descargo en la primera semana, y en la 

segunda semana ya le comunica la sanción. Eso sí es inmediato. El plazo fue razonable, permitió 

la investigación y la defensa, y no generó en el trabajador la falsa confianza de que todo estaba 

perdonado. En ese caso, el principio de inmediatez está plenamente respetado. 

Reflexión final 

El principio de inmediatez es, en esencia, un principio de lealtad. La relación laboral no es una 

guerra de trincheras donde cada parte guarda balas para disparar en el momento más conveniente. 

Es una relación de colaboración, de confianza recíproca, donde ambas partes deben actuar con 

transparencia y buena fe. El empleador tiene el poder de dirigir la actividad productiva y de 

sancionar las faltas, pero ese poder tiene límites. Y uno de los límites más importantes es el tiempo. 
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No puede guardarse las faltas en un congelador para usarlas cuando le convenga. Si una falta es 

grave, debe actuar con prontitud. Si no lo hace, su silencio habla por él. 

Para los trabajadores, conocer este principio es fundamental. Muchos trabajadores no saben que si 

el empleador se demora mucho en sancionarlos, esa demora puede ser su mejor defensa. Guardar 

registros, fechas, comunicaciones, todo lo que pueda demostrar cuándo ocurrió la falta y cuándo 

el empleador recién decidió actuar. Para los empleadores, también es una advertencia seria: no se 

duerman en sus derechos, no acumulen faltas para usarlas después como un comodín, porque un 

juez laboral no va a tolerar esa práctica. Actúen con prontitud, con justicia y con transparencia. 

Al final del día, el principio de inmediatez no es más que una expresión de la regla de oro de las 

relaciones humanas: si algo te molesta, dilo en su momento. No lo guardes para después. Porque 

después, quizás ya sea demasiado tarde. 

Muchas gracias. 

Autora: Pari Mamani, Freysi Luz Abigahil  
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10. Discurso Sobre “El Principio De Razonabilidad” 

Buenos días, distinguido docente, compañeros y público presente.  

Es un honor dirigirme a ustedes para exponer sobre un tema de gran importancia dentro del 

Derecho Constitucional y Administrativo: el principio de razonabilidad como límite frente a la 

arbitrariedad del poder.  

Desde los inicios de la organización de las sociedades, el ser humano ha comprendido que toda 

autoridad necesita límites. Cuando el poder se ejerce sin control, surgen abusos, injusticias y 

vulneraciones de derechos. Por ello, los Estados modernos han desarrollado principios jurídicos 

destinados a garantizar que las autoridades actúen de manera justa, racional y respetuosa de la 

dignidad humana.  

Uno de esos principios es precisamente el principio de razonabilidad, el cual constituye una 

garantía fundamental dentro del Estado Constitucional de Derecho. Este principio exige que toda 

decisión adoptada por una autoridad pública se encuentre sustentada en criterios objetivos, lógicos 

y proporcionales, evitando actuaciones arbitrarias o excesivas.  

Hablar de razonabilidad es hablar de justicia. Significa reconocer que no toda decisión legal es 

necesariamente justa. Una autoridad puede tener competencia para actuar, pero ello no le autoriza 

a ejercer su poder de cualquier manera. Sus decisiones deben responder a una finalidad legítima y 

respetar los derechos fundamentales de las personas.  

Actualmente vivimos en una sociedad donde muchas veces se exige que las autoridades actúen 

con severidad frente a diversos problemas sociales. Sin embargo, la búsqueda de soluciones 

rápidas no puede justificar decisiones arbitrarias. El Derecho no puede construirse sobre la base 

del abuso del poder, sino sobre principios que garanticen equilibrio entre autoridad y libertad.  

El principio de razonabilidad surge precisamente como una herramienta destinada a evitar esos 

excesos. Su función principal consiste en controlar el ejercicio del poder estatal y asegurar que las 

medidas adoptadas sean coherentes con los fines que persiguen.  

En el Perú, este principio se encuentra reconocido tanto en la Constitución como en diversas 

normas legales. Asimismo, ha sido desarrollado ampliamente por el Tribunal Constitucional, que 
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ha señalado que toda actuación estatal debe guardar una relación lógica entre los medios utilizados 

y los objetivos perseguidos.  

Esto significa que una autoridad no puede actuar simplemente porque tiene poder para hacerlo. 

Debe demostrar que la medida adoptada resulta adecuada, necesaria y razonable frente a las 

circunstancias del caso concreto.  

La importancia de este principio se aprecia claramente dentro de la administración pública. Todos 

los días, diversas entidades estatales toman decisiones que afectan directamente a los ciudadanos. 

Se imponen multas, sanciones administrativas, clausuras de establecimientos, suspensiones de 

actividades y otras medidas que pueden generar consecuencias importantes para las personas.  

Precisamente por ello, la Ley del Procedimiento Administrativo General establece que las 

autoridades deben actuar respetando el principio de razonabilidad. Las sanciones no pueden 

imponerse de manera automática ni arbitraria. Deben responder a criterios objetivos y guardar 

proporción con la gravedad de la conducta cometida.  

Por ejemplo, imaginemos a un servidor público que durante muchos años ha desempeñado 

correctamente sus funciones y que, por primera vez, comete un error administrativo leve sin 

intención de causar daño. ¿Sería razonable imponerle inmediatamente la máxima sanción posible?  

La respuesta es no.  

Una decisión verdaderamente razonable exige analizar las circunstancias específicas del caso, 

evaluar la gravedad de la conducta, la existencia o no de intención, el perjuicio causado y los 

antecedentes del involucrado. Solo después de realizar ese análisis puede determinarse cuál es la 

medida más justa.  

De igual manera, tampoco sería razonable dejar sin sanción conductas graves que afectan el interés 

público o generan perjuicios importantes para la sociedad. La razonabilidad no busca eliminar las 

sanciones, sino garantizar que estas sean justas y proporcionales.  

Por esta razón, el principio de razonabilidad mantiene una estrecha relación con el principio de 

proporcionalidad. Ambos principios funcionan como mecanismos de control frente al ejercicio 

excesivo del poder.  
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La proporcionalidad se analiza mediante tres elementos fundamentales. El primero es la idoneidad. 

Esto significa que la medida adoptada debe ser capaz de alcanzar el objetivo que se busca. No 

tendría sentido aplicar una medida que no contribuya a solucionar el problema existente.  

El segundo elemento es la necesidad. La autoridad debe verificar si existe otra alternativa menos 

perjudicial para los derechos de las personas que permita alcanzar el mismo resultado.  

Finalmente, encontramos la proporcionalidad en sentido estricto. Aquí se realiza una ponderación 

entre los beneficios que genera la medida y los perjuicios que ocasiona. La afectación de derechos 

fundamentales nunca debe ser superior al beneficio obtenido.  

Aunque estos conceptos puedan parecer teóricos, tienen una enorme importancia práctica. Gracias 

a ellos es posible controlar la actuación de las autoridades y evitar decisiones injustas.  

El Tribunal Constitucional peruano ha señalado reiteradamente que la razonabilidad constituye un 

principio inherente al Estado Constitucional de Derecho. Esto significa que toda actuación estatal 

debe respetar criterios de racionalidad y justicia.  

Asimismo, el Tribunal ha indicado que la arbitrariedad aparece cuando una autoridad actúa sin una 

justificación objetiva o cuando adopta medidas excesivas que afectan derechos fundamentales de 

manera innecesaria.  

Este aspecto resulta especialmente relevante en la actualidad. Vivimos en una época donde muchas 

decisiones públicas se encuentran influenciadas por la presión social, mediática o política. En 

ocasiones se exige a las autoridades respuestas inmediatas frente a problemas complejos.  

Sin embargo, la rapidez nunca debe reemplazar a la justicia.  

Las autoridades tienen la obligación de actuar conforme a la Constitución y a los derechos 

fundamentales, incluso en situaciones difíciles. El respeto por la razonabilidad constituye una 

garantía indispensable para preservar la democracia y el Estado de Derecho.  

Además, este principio posee una profunda dimensión humana. Detrás de cada expediente 

administrativo existe una persona. Detrás de cada sanción existe una historia, una familia, un 

trabajo y un proyecto de vida que pueden verse afectados por una decisión estatal.  
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Por ello, el Derecho no puede aplicarse de manera mecánica. Debe interpretarse considerando la 

realidad de las personas y las consecuencias que generan las decisiones adoptadas.  

Un verdadero operador jurídico no es solamente quien conoce las normas, sino quien comprende 

el sentido de justicia que existe detrás de ellas.  

Un juez razonable no es aquel que aplica automáticamente una disposición legal, sino quien analiza 

cuidadosamente las circunstancias del caso y busca una solución compatible con los derechos 

fundamentales.  

Del mismo modo, una administración pública eficiente no es aquella que sanciona más, sino 

aquella que actúa respetando los principios constitucionales y garantizando decisiones 

equilibradas.  

Desde mi perspectiva, el principio de razonabilidad representa una de las expresiones más 

importantes de la madurez jurídica de un Estado democrático. Nos recuerda que el poder necesita 

límites y que toda autoridad debe rendir cuentas sobre sus decisiones.  

La existencia de normas jurídicas es fundamental para la convivencia social, pero las normas por 

sí solas no garantizan la justicia. Es necesario complementarlas con principios que orienten su 

correcta aplicación.  

Entre esos principios, la razonabilidad ocupa un lugar privilegiado porque protege a las personas 

frente a posibles abusos del poder y fortalece la legitimidad de las instituciones públicas.  

Finalmente, puedo concluir que el principio de razonabilidad constituye mucho más que una 

simple regla jurídica. Representa un mecanismo esencial para asegurar que el ejercicio del poder 

se realice dentro de límites compatibles con la Constitución, los derechos fundamentales y la 

dignidad humana.  

Gracias a este principio, las decisiones estatales deben ser justificadas, proporcionales y coherentes 

con los fines que persiguen. De esta manera se evita la arbitrariedad y se fortalece la confianza de 

los ciudadanos en las instituciones públicas.  
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Porque, al final, el verdadero poder no se demuestra cuando una autoridad tiene la capacidad de 

sancionar o imponer decisiones. El verdadero poder se demuestra cuando esa autoridad sabe 

ejercer sus facultades con prudencia, equilibrio, humanidad y justicia.  

Muchas gracias.  

Autora: Prieto Maquera, Anyeli Dayana    
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11. Discurso Sobre “El Principio De In Dubio Pro Operario” 

Buenos días con todos los presentes. Hoy tengo el agrado de exponer sobre un tema muy 

importante dentro del Derecho Laboral: el principio “In Dubio Pro Operario”. Este principio 

representa una de las bases fundamentales de protección hacia los trabajadores y refleja el sentido 

humano y social del derecho laboral. A través de este discurso, explicaré qué significa este 

principio, cuál es su origen, por qué es importante, cómo se aplica en la práctica y cuáles son sus 

límites dentro del sistema jurídico. 

En primer lugar, es importante entender qué significa la expresión “In Dubio Pro Operario”. Esta 

frase proviene del latín y puede traducirse como “en caso de duda, a favor del trabajador”. Se trata 

de un principio jurídico utilizado cuando existe incertidumbre o diferentes interpretaciones sobre 

una norma laboral. En esos casos, el juez, la autoridad o quien deba resolver el conflicto debe 

elegir la interpretación que resulte más beneficiosa para el trabajador. Este principio surge porque, 

históricamente, la relación laboral no ha sido completamente igualitaria. El empleador suele tener 

mayor poder económico y de decisión, mientras que el trabajador se encuentra en una posición 

más vulnerable. Por ello, el derecho laboral nació con la finalidad de equilibrar esa desigualdad. 

El principio In Dubio Pro Operario tiene una estrecha relación con el carácter protector del 

Derecho Laboral. A diferencia de otras ramas del derecho, el derecho del trabajo no busca 

solamente regular relaciones entre personas, sino también proteger derechos fundamentales como 

la dignidad humana, el trabajo digno, la igualdad y el bienestar social. Por esa razón, este principio 

se convierte en una herramienta esencial para garantizar justicia en las relaciones laborales. No 

significa favorecer injustamente al trabajador, sino evitar que la duda o ambigüedad de una norma 

termine perjudicando a la parte más débil de la relación laboral. 

Además, este principio se encuentra reconocido en diversas legislaciones y en instrumentos 

internacionales relacionados con los derechos laborales. En el caso del Perú, el Tribunal 

Constitucional ha señalado en varias sentencias que el principio protector y el In Dubio Pro 

Operario forman parte esencial de la interpretación de las normas laborales. También se relaciona 

con los derechos establecidos en la Constitución Política del Perú, especialmente aquellos 

vinculados a la protección del trabajo y la dignidad de la persona. De igual manera, organismos 
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internacionales como la Organización Internacional del Trabajo promueven la protección de los 

trabajadores mediante principios que buscan asegurar condiciones laborales justas y equitativas. 

Para comprender mejor este principio, imaginemos un ejemplo sencillo. Supongamos que existe 

una norma laboral que puede interpretarse de dos maneras distintas: una interpretación beneficia 

al empleador y otra beneficia al trabajador. Si ambas interpretaciones son razonables y válidas, 

entonces debe aplicarse aquella que otorgue una mayor protección al trabajador. Sin embargo, es 

importante aclarar que este principio solo se aplica cuando realmente existe una duda razonable 

sobre el significado de la norma. No puede utilizarse para ignorar la ley ni para crear derechos 

inexistentes. 

Otro aspecto importante es diferenciar el principio In Dubio Pro Operario de otros principios 

laborales. Por ejemplo, existe el principio de norma más favorable, el cual señala que, cuando 

existen varias normas aplicables a un caso, debe elegirse aquella que beneficie más al trabajador. 

También existe el principio de condición más beneficiosa, que protege ventajas o beneficios 

adquiridos previamente por el trabajador. Aunque estos principios se parecen entre sí porque todos 

buscan proteger al trabajador, cada uno tiene una función específica dentro del Derecho Laboral. 

Asimismo, el principio In Dubio Pro Operario tiene límites claros. No puede utilizarse de manera 

arbitraria ni aplicarse cuando la ley es completamente clara. Si una norma tiene un significado 

evidente y preciso, el juez debe respetar lo que la ley establece. Además, este principio no permite 

modificar pruebas ni ignorar hechos demostrados durante un proceso judicial. Su función es 

únicamente orientar la interpretación de normas dudosas o ambiguas. Por ello, su correcta 

aplicación requiere responsabilidad, imparcialidad y respeto al orden jurídico. 

En la actualidad, este principio sigue teniendo gran relevancia debido a los constantes cambios en 

el mundo laboral. El avance de la tecnología, las nuevas formas de contratación y las dificultades 

económicas han generado diversos conflictos laborales. Muchas veces, los trabajadores enfrentan 

situaciones de inseguridad laboral, contratos ambiguos o interpretaciones injustas de las normas. 

Frente a ello, el principio In Dubio Pro Operario continúa siendo una garantía importante para 

proteger los derechos de los trabajadores y promover relaciones laborales más equilibradas y 

humanas. 
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También es importante reflexionar sobre la dimensión ética y social de este principio. El trabajo 

no debe verse únicamente como una actividad económica, sino como un medio que permite a las 

personas desarrollarse, sostener a sus familias y vivir con dignidad. Cuando el derecho protege al 

trabajador frente a situaciones de duda, está defendiendo valores fundamentales como la justicia, 

la igualdad y el respeto por la persona humana. Por ello, este principio no solo tiene importancia 

jurídica, sino también social y moral. 

En conclusión, el principio In Dubio Pro Operario constituye uno de los pilares esenciales del 

Derecho Laboral. Su finalidad es proteger al trabajador cuando existe duda en la interpretación de 

una norma laboral, garantizando así una mayor justicia y equilibrio en las relaciones de trabajo. 

Este principio refleja el carácter protector del derecho laboral y demuestra que las leyes deben 

interpretarse teniendo en cuenta la dignidad y los derechos de las personas. Sin embargo, también 

debemos recordar que su aplicación tiene límites y debe realizarse de manera responsable y 

conforme al orden jurídico. Finalmente, comprender este principio nos permite valorar la 

importancia de los derechos laborales y reconocer la necesidad de construir una sociedad más 

justa, humana y solidaria. Muchas gracias. 

Autora: Quilca Choque, Fransheska Mell  
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V.- PRINCIPIOS DEL DERECHO TRIBUTARIO. – 

1. Discurso Sobre “El Principio De Justicia” 

Buenos días con todos.  

Hoy voy a hablar sobre el principio de justicia en el Derecho Tributario peruano, que es muy 

importante porque nos ayuda a entender que los impuestos no solo deben existir, sino que también 

deben ser justos, proporcionales y razonables.  

Este principio significa que el sistema tributario debe repartir las cargas públicas de manera 

equitativa, según la capacidad contributiva real de cada persona. Es decir, no todos deben pagar lo 

mismo, sino que cada uno debe aportar de acuerdo con lo que realmente puede. Por eso, no basta 

con que un tributo sea legal; también debe ser materialmente justo. En otras palabras, la ley no 

puede quedarse solo en el papel, sino que debe funcionar de una manera que no perjudique de 

forma excesiva a quienes tienen menos recursos.  

Desde la Constitución, este principio se relaciona con varios artículos. Primero, con el artículo 1, 

que reconoce la dignidad humana, porque nadie debe ser afectado por cargas tributarias excesivas 

o injustas. Esto es importante porque una persona no deja de ser digna por tener menos ingresos. 

Segundo, con el artículo 2 inciso 2, que habla de la igualdad ante la ley, lo que impide tratos 

tributarios discriminatorios. Esto significa que el Estado no puede tratar de la misma manera a 

personas que están en situaciones económicas muy distintas, porque eso generaría desigualdad. 

Tercero, con el artículo 43, porque el Perú es un Estado social y democrático de Derecho, lo que 

exige una distribución equitativa de las cargas públicas. Y, por supuesto, con el artículo 74, que 

establece los principios tributarios y limita el poder del Estado, respetando la legalidad, la igualdad 

y la no confiscatoriedad. Ese último punto es clave, porque significa que el Estado no puede cobrar 

tanto que termine vaciando el patrimonio de una persona.  

Además de la Constitución, hay normas que desarrollan este principio. El Texto Único Ordenado 

del Código Tributario, aprobado por el Decreto Supremo 133-2013-EF, regula los derechos, 

obligaciones y límites de la administración tributaria. Esto quiere decir que la SUNAT no puede 

actuar libremente, sino dentro de procedimientos claros y respetando el derecho de defensa del 
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contribuyente. La Ley del IGV, contenida en el Decreto Supremo 055-99-EF, regula el impuesto 

al consumo. Este impuesto es importante, pero también tiene un problema: como se aplica al 

consumo, termina afectando más a quienes gastan casi todo lo que ganan. Y la Ley del Impuesto 

a la Renta, establecida por el Decreto Legislativo 774, aplica la tributación según la renta obtenida, 

lo que se relaciona más directamente con la capacidad económica. Por eso, este impuesto es más 

cercano a la idea de justicia tributaria.  

Ahora bien, este principio también se ve en la realidad del país. Según los datos que tenemos, el 

70% de la población económicamente activa está en informalidad laboral, según el Instituto 

Nacional de Estadística e Informática 2024. Eso significa que una gran parte de la población no 

tributa plenamente, lo que limita la base tributaria efectiva. En palabras simples, si muchas 

personas están fuera del sistema formal, el Estado recauda sobre un grupo más pequeño, y eso hace 

que la carga caiga con más fuerza sobre quienes sí cumplen. Además, el 57% de la recaudación 

tributaria proviene del IGV, según el Ministerio de Economía y Finanzas 2024, y el 42% proviene 

del Impuesto a la Renta, que es el principal instrumento de progresividad. También se indica que 

el 60% es la tasa de cumplimiento voluntario en el Perú, según la SUNAT 2023, cifra que todavía 

está por debajo del promedio de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos. 

Esto nos muestra que todavía hay mucho por mejorar en cultura tributaria y confianza en el 

sistema.  

Para entenderlo mejor, pensemos en algunos ejemplos. Por ejemplo, una persona que gana S/ 1,200 

al mes y compra alimentos, transporte y productos básicos siente el IGV mucho más, porque gran 

parte de su ingreso se va en consumo. En cambio, una persona que gana S/ 10,000 también paga 

IGV, pero ese porcentaje no afecta tanto su economía diaria. Ahí se ve por qué el IGV puede ser 

regresivo. Otro ejemplo es un pequeño negocio familiar que vende en un mercado. Si ese negocio 

tiene miedo de formalizarse porque no entiende bien el sistema o piensa que va a pagar demasiado, 

probablemente siga en la informalidad. En cambio, una empresa grande sí tiene más capacidad 

para cumplir con sus obligaciones tributarias, contratar asesoría y sostener sus costos.  

La finalidad del principio de justicia tributaria es que la carga fiscal sea equitativa, razonable y 

acorde con la capacidad contributiva real. También busca una función redistributiva, porque 

permite que los recursos recaudados se usen para salud, educación y programas sociales. Esto es 
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importante porque el dinero de los impuestos no se recauda solo para almacenarlo, sino para 

devolverlo en servicios y obras que beneficien a la población. Además, ayuda a legitimar el sistema 

tributario: cuando la gente siente que el sistema es justo, cumple más. Pero cuando percibe 

injusticia, aumenta la evasión y disminuye la confianza. Y aquí hay algo clave: la confianza 

ciudadana no depende solo de cuánto se cobra, sino de si la gente siente que ese dinero sí vuelve 

en beneficios reales.  

Este principio también cumple funciones importantes. La primera es la función distributiva, porque 

ordena la carga según la capacidad económica. Por eso el Impuesto a la Renta es tan importante: 

quien gana más, aporta más. Un ejemplo claro es cuando un trabajador independiente con ingresos 

altos termina aportando más que alguien con ingresos menores, porque el sistema intenta ajustar 

la carga a su realidad económica. La segunda es la función limitadora, porque impide que el Estado 

cobre tributos confiscatorios. Eso protege al contribuyente de cargas tan altas que puedan poner 

en riesgo su patrimonio o su subsistencia. Por ejemplo, no sería justo imponerle a una persona una 

deuda tan grande que no pueda seguir sosteniendo su negocio. La tercera es la función garantista, 

porque protege al contribuyente y obliga a la SUNAT a motivar sus decisiones con pruebas y 

fundamentos. Esto quiere decir que la administración no puede simplemente imponer una deuda 

sin explicar bien por qué. Y la cuarta es la función correctora, porque intenta reducir desigualdades 

mediante la progresividad y la redistribución. Sin embargo, aquí aparece una tensión importante: 

el IGV, que representa el 57% de la recaudación, es un impuesto regresivo, por lo que afecta más 

a quienes tienen menos ingresos.  

Uno de los principales obstáculos es la informalidad económica, porque rompe la relación entre 

capacidad económica y carga tributaria. Cuando el 70% de la población económicamente activa 

no tributa plenamente, se genera un sistema dual: unos cumplen y otros quedan fuera. Esto tiene 

varias consecuencias. Primero, la carga se concentra más en el sector formal. Segundo, se reduce 

la base del Impuesto a la Renta. Tercero, aumenta la dependencia del IGV. Y cuarto, se debilita la 

igualdad tributaria. Además, cuando hay informalidad, también aparece una sensación de 

injusticia: la gente siente que unos sí cumplen y otros no, y eso afecta la disposición a pagar.  

También existen otros problemas. Uno de ellos es la complejidad del sistema tributario, porque 

hay varios regímenes como el Régimen Único Simplificado, el Régimen Especial de Renta, el 



136 
 

Régimen MYPE Tributario y el Régimen General. Para muchas personas, esto es confuso, porque 

no siempre entienden cuál les corresponde o qué obligaciones tienen. A eso se suma la limitada 

fiscalización de la SUNAT y la desconfianza en el gasto público, porque si la población percibe 

corrupción, disminuye su disposición a tributar. Por ejemplo, si una persona ve que el dinero de 

los impuestos no se refleja en mejor atención en un hospital o en más seguridad en su barrio, puede 

sentir que pagar impuestos no vale la pena. Eso debilita mucho el principio de justicia tributaria.  

En la vida real, esto se ve cuando pequeños negocios prefieren seguir en la informalidad porque 

creen que formalizarse les traerá más problemas que beneficios. También ocurre cuando los 

trabajadores formales sienten que cargan con más obligaciones mientras otros sectores operan sin 

control. Otro ejemplo es el de un emprendedor que recién empieza y prefiere no inscribirse en el 

sistema porque piensa que no podrá cumplir con pagos, declaraciones o fiscalizaciones. Esos 

ejemplos muestran que el problema no es solo legal, sino también social y económico.  

En conclusión, el principio de justicia tributaria es uno de los pilares del sistema fiscal peruano. 

Busca que los tributos sean justos, proporcionales y acordes con la realidad económica de cada 

persona. Pero su aplicación todavía enfrenta problemas serios, sobre todo por la informalidad, la 

regresividad del IGV y la desconfianza institucional. Por eso, si queremos un sistema más justo, 

necesitamos más formalización, más cultura tributaria y un Estado que recaude y administre con 

equidad. Muchas gracias.  

Autora: Ticona Vidal, Valery Estefany  
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2. Discurso Sobre “El Principio De Uniformidad” 

Buenos días profesor y compañeros. 

El día de hoy voy a exponer sobre el principio de uniformidad en el derecho tributario, el cual 

constituye uno de los principios fundamentales que orientan la creación y aplicación de los tributos 

dentro de un Estado. Este principio busca garantizar que el sistema tributario sea aplicado de 

manera igualitaria y coherente para todos los contribuyentes que se encuentren en una misma 

situación jurídica, evitando privilegios, discriminaciones o tratamientos arbitrarios. 

Para comenzar, es importante señalar que el derecho tributario es la rama del derecho público que 

regula la creación, recaudación y fiscalización de los tributos. Dentro de este ámbito existen 

diversos principios constitucionales que limitan el poder del Estado al momento de imponer 

tributos, tales como el principio de legalidad, igualdad, capacidad contributiva y uniformidad. 

El principio de uniformidad establece que las normas tributarias deben aplicarse de manera 

uniforme a todos los ciudadanos que se encuentren en condiciones similares. Esto significa que el 

Estado no puede establecer diferencias injustificadas entre contribuyentes que poseen la misma 

capacidad económica o realizan actividades semejantes. 

La finalidad principal de este principio es garantizar justicia tributaria. En otras palabras, se busca 

que todas las personas contribuyan al sostenimiento del gasto público bajo criterios objetivos y 

razonables. Si el sistema tributario no respetara la uniformidad, existirían desigualdades que 

afectarían la confianza de los ciudadanos en el Estado y en la administración tributaria. 

Este principio tiene relación directa con el principio constitucional de igualdad. Sin embargo, 

mientras el principio de igualdad se aplica de manera general a todas las áreas del derecho, el 

principio de uniformidad se enfoca específicamente en la aplicación de los tributos y en la 

necesidad de que estos mantengan criterios homogéneos. 

En el caso peruano, el principio de uniformidad puede apreciarse en el artículo 74 de la 

Constitución Política del Perú, donde se establecen límites al ejercicio de la potestad tributaria del 

Estado. Aunque el artículo menciona principalmente los principios de legalidad, igualdad y respeto 



138 
 

a los derechos fundamentales, la doctrina reconoce que la uniformidad forma parte de la correcta 

aplicación de dichos principios constitucionales. 

Además, este principio también se encuentra relacionado con la seguridad jurídica, ya que permite 

que los contribuyentes conozcan de manera clara cómo serán tratados frente a la ley tributaria. 

Cuando las normas son uniformes y coherentes, los ciudadanos pueden prever las consecuencias 

de sus actos económicos y cumplir adecuadamente con sus obligaciones tributarias. 

Por otro lado, el principio de uniformidad no significa que todas las personas deban pagar 

exactamente la misma cantidad de impuestos. Lo que realmente busca es que quienes se encuentren 

en situaciones equivalentes reciban el mismo tratamiento tributario. Por ejemplo, una empresa 

pequeña no puede recibir el mismo nivel de carga tributaria que una gran corporación 

multinacional, debido a que ambas poseen capacidades económicas distintas. 

En este punto aparece el concepto de capacidad contributiva, el cual complementa el principio de 

uniformidad. La capacidad contributiva implica que cada persona debe aportar al Estado según sus 

posibilidades económicas. Por ello, el sistema tributario puede establecer diferencias razonables 

siempre que estén justificadas objetivamente. 

Un ejemplo práctico del principio de uniformidad se observa en el impuesto a la renta. Todas las 

personas o empresas que obtienen ingresos similares deben sujetarse a las mismas reglas 

tributarias. No sería correcto que dos contribuyentes con igual nivel de ingresos paguen impuestos 

diferentes sin una razón legal válida, ya que ello generaría discriminación y afectaría el principio 

de justicia tributaria. 

Asimismo, el Tribunal Constitucional peruano ha señalado en diversas sentencias que el sistema 

tributario debe respetar los principios constitucionales y evitar arbitrariedades. Esto implica que la 

administración tributaria no puede aplicar criterios distintos frente a situaciones idénticas, salvo 

que exista una justificación objetiva y razonable establecida por ley. 

Otro aspecto importante es que el principio de uniformidad también favorece la competitividad 

económica. Cuando todos los contribuyentes se someten a reglas claras y uniformes, se evita que 

ciertos sectores obtengan ventajas indebidas frente a otros. Esto contribuye al desarrollo 

económico y fortalece la confianza en el mercado. 
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Sin embargo, en la práctica pueden presentarse problemas relacionados con este principio. Muchas 

veces existen beneficios tributarios otorgados a determinados sectores económicos o regiones del 

país. Aunque algunos de estos beneficios buscan promover inversión o desarrollo, también pueden 

generar debates sobre si realmente respetan la uniformidad tributaria o crean privilegios 

injustificados. 

Por ello, el Estado debe encontrar un equilibrio entre promover políticas económicas y mantener 

un sistema tributario justo y equitativo. Toda diferenciación tributaria debe estar sustentada en 

criterios razonables y compatibles con la Constitución. 

En conclusión, el principio de uniformidad es un elemento esencial dentro del derecho tributario 

porque garantiza que las normas tributarias sean aplicadas de manera igualitaria y coherente. Este 

principio protege a los contribuyentes frente a arbitrariedades del Estado y fortalece la justicia 

tributaria, la seguridad jurídica y la confianza en el sistema fiscal. 

Muchas gracias. 

Autora: Turpo Copare, Yoselyn Ada  
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3. Discurso Sobre “El Principio De Publicidad” 

Buenas tardes con todos los presentes, distinguidos docentes, compañeros estudiantes y público 

en general hoy les vengo a hablar acerca del principio de publicidad en el derecho tributario.  

El principio de publicidad en el derecho tributario constituye uno de los pilares fundamentales del 

sistema jurídico y tributario de un Estado democrático. Este principio señala que toda norma 

tributaria, ley, reglamento o disposición relacionada con impuestos debe ser publicada 

oficialmente antes de entrar en vigencia y poder ser exigida a los ciudadanos. Su finalidad principal 

es garantizar que las personas conozcan de manera clara y oportuna cuáles son sus derechos y 

obligaciones tributarias, evitando así decisiones arbitrarias por parte de la administración pública.  

La importancia de este principio radica en que ningún ciudadano puede cumplir adecuadamente 

una obligación si previamente no ha sido informado sobre ella. Por ello, el Estado tiene el deber 

de difundir las normas tributarias mediante medios oficiales, como el diario oficial y otras 

plataformas de acceso público. De esta manera, los contribuyentes pueden conocer aspectos 

esenciales como los impuestos que deben pagar, los plazos establecidos, las sanciones por 

incumplimiento y los procedimientos tributarios correspondientes.  

Además, el principio de publicidad se relaciona directamente con la transparencia y la seguridad 

jurídica. La transparencia permite que las actuaciones de la administración tributaria sean visibles 

y conocidas por la sociedad, generando confianza en las instituciones públicas. Por otro lado, la 

seguridad jurídica brinda estabilidad y certeza a los contribuyentes, ya que las reglas tributarias 

deben ser claras, públicas y accesibles para todos. Esto evita abusos de poder y protege a los 

ciudadanos frente a decisiones sorpresivas o injustas.  

En el caso del Perú, este principio tiene sustento en la Constitución Política, la cual establece que 

las leyes deben ser publicadas para tener validez y obligatoriedad. Asimismo, el Código Tributario 

reconoce la importancia de la difusión de las normas tributarias para asegurar el correcto 

cumplimiento de las obligaciones fiscales. Gracias a ello, la ciudadanía puede ejercer mejor sus 

derechos y cumplir responsablemente con sus deberes frente al Estado.  

Otro aspecto importante es que el principio de publicidad favorece la igualdad entre los 

contribuyentes. Cuando las normas tributarias son públicas y accesibles, todas las personas tienen 
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la misma oportunidad de conocerlas y actuar conforme a ellas. Esto evita privilegios o ventajas 

indebidas para determinados grupos y fortalece el principio de equidad tributaria.  

Sin embargo, en la práctica aún existen dificultades relacionadas con la comprensión de las normas 

tributarias, debido a que muchas veces son complejas o técnicas. Por ello, no basta únicamente 

con publicar las leyes, sino que también es importante que el Estado promueva mecanismos de 

información y orientación accesibles para toda la población.  

La educación tributaria y la simplificación normativa son herramientas fundamentales para lograr 

que este principio se cumpla de manera efectiva.  

En conclusión, el principio de publicidad en el derecho tributario es esencial porque garantiza 

transparencia, seguridad jurídica e igualdad entre los contribuyentes. Gracias a este principio, las 

personas pueden conocer oportunamente las normas tributarias y cumplir sus obligaciones de 

manera informada y responsable. Asimismo, limita el poder del Estado, evita arbitrariedades y 

fortalece la confianza de la ciudadanía en el sistema tributario y en las instituciones públicas. 

Muchas gracias por su atención.  

Autora: Vasquez Santos, Milagros Alondra  
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4. Discurso Sobre “El Principio De Obligatoriedad” 

Estimados colegas, magistrados, abogados, trabajadores y empresarios presentes: 

Hoy nos reunimos para reflexionar sobre un tema de fundamental importancia en el derecho laboral 

peruano: el plazo de caducidad para impugnar judicialmente una sanción disciplinaria distinta al 

despido. Este no es un tema merely técnico o procedimental; es un asunto que toca la esencia 

misma de la relación entre trabajador y empleador, y que afecta directamente la seguridad jurídica 

de ambas partes. 

El contexto de la relación laboral 

En toda relación laboral, es natural que puedan surgir situaciones que generen conflictos. El 

trabajador puede cometer falta, el empleador puede imponer una sanción, y ahí nace la pregunta: 

¿qué pasa si el trabajador no está de acuerdo con esa sanción? ¿Cuánto tiempo tiene para acudir a 

la vía judicial? ¿Qué sucede si se pasa el tiempo? 

Antes de la unificación de criterios que trajo el IX Pleno Jurisdiccional Supremo Laboral, existía 

una gran confusión en los juzgados. Algunos jueces aplicaban plazos diferentes, otros requerían 

requisitos distintos, y muchos trabajadores perdían su derecho a defenderse simplemente porque 

no conocían el plazo correcto o porque los juzgados daban criterios contradictorios. 

El precedente vinculante: claridad y seguridad jurídica 

El IX Pleno Jurisdiccional Supremo Laboral, publicado el 28 de mayo de 2022 en El Peruano, vino 

a poner orden en esta materia. Estableció un criterio único y vinculante sobre el plazo de caducidad 

para impugnar sanciones disciplinarias distintas al despido. 

Este precedente es vinculante, lo que significa que todos los jueces y tribunales del país deben 

seguirlo. No es una mera recomendación; es una obligación jurídica. Esto trae tres grandes 

beneficios: 

Primero, **seguridad jurídica para el trabajador**. Ahora el trabajador sabe exactamente cuánto 

tiempo tiene para impugnar una sanción. No tiene que adivinar, no tiene que buscar en diferentes 

jurisprudencias, no tiene que temer que un juez aplique un criterio diferente al de otro juez. 
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Segundo, **seguridad jurídica para el empleador**. El empleador también sabe cuándo se cierra 

la posibilidad de que una sanción sea impugnada. Esto le permite organizar mejor sus archivos, 

sus procesos disciplinarios y su gestión de personal. 

Tercero, **eficiencia en la justicia**. Cuando todos los jueces aplican el mismo criterio, los casos 

se resuelven más rápido. No hay que discutir tanto sobre plazos, no hay que traer diferentes 

jurisprudencias, no hay que esperar a que la Corte Suprema unifique el criterio en cada caso. 

El alcance del precedente 

Es importante precisar que este precedente se aplica específicamente a sanciones disciplinarias 

**distintas al despido**. Esto incluye amonestaciones verbales, amonestaciones escritas, 

suspensiones temporales, y otras medidas disciplinarias que no terminan la relación laboral. 

Cuando hay despido, el régimen es diferente. El despido es más grave porque termina la relación 

laboral, y por eso tiene plazos y procedimientos distintos. Pero cuando la sanción es menos grave, 

no alcanza a terminar la relación, aplicamos el régimen establecido en el IX Pleno Jurisdiccional. 

Otro punto crucial es que el precedente establece que los **juzgados de paz letrados laborales** 

son los competentes para conocer estas pretensiones, y que se siguen las normas del **proceso 

abreviado laboral**. Esto es importante porque el proceso abreviado es más rápido y más sencillo, 

lo cual beneficia al trabajador que necesita una resolución oportuna. 

La excepción de la libertad sindical 

El precedente también contempla una excepción muy importante: no aplica a derechos vinculados 

a la **libertad sindical**. ¿Por qué? Porque la libertad sindical es un derecho fundamental 

reconocido por la Constitución y por convenios internacionales. Cuando está en juego la libertad 

sindical, el plazo puede ser diferente y el procedimiento puede ser más favorable al trabajador. 

Esto refleja un principio fundamental del derecho laboral: cuando hay derechos fundamentales en 

juego, se debe aplicar la interpretación más favorable al trabajador. La libertad sindical incluye el 

derecho a organizar sindicatos, a afiliarse o no afiliarse, a huelga, y a la negociación colectiva. 

Estos derechos merecen una protección especial. 
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La aplicación al régimen privado 

El IX Pleno Jurisdiccional establece que este criterio se aplica al **régimen laboral de la actividad 

privada**. Esto es importante porque en Perú coexisten varios regímenes laborales: el régimen 

general de la actividad privada, el régimen CAS, el régimen público, y otros. Cada uno tiene sus 

propias normas, pero cuando se trata de sanciones disciplinarias en el sector privado, este es el 

criterio que debe seguirse. 

La importancia de la caducidad 

La caducidad es un concepto que muchos trabajadores no entienden bien. La caducidad significa 

que si no ejerces tu derecho en el plazo establecido, **se extingue automáticamente**. No es como 

la prescripción, que puede interrumpirse. La caducidad es más dura: pasa el tiempo, se acaba el 

derecho. 

Por eso es tan importante que los trabajadores conozcan este plazo. Si reciben una sanción 

disciplinaria y no están de acuerdo, deben actuar rápido. No pueden esperar meses o años. Deben 

acudir a un abogado, preparar su demanda y presentarla dentro del plazo de caducidad. 

Del mismo modo, los empleadores deben saber que después de cierto tiempo, la sanción que 

impusieron ya no puede ser impugnada. Esto les da tranquilidad para seguir con su gestión, sin 

tener que preocuparse por demandas que puedan surgir años después. 

El rol del precedente vinculante en la justicia laboral 

Los precedentes vinculantes son una herramienta poderosa para mejorar la justicia laboral. En el 

pasado, un trabajador podía ganar un caso en un juzgado y perder el mismo caso en otro juzgado, 

simplemente porque los jueces interpretaban la ley de manera diferente. Esto era injusto, generaba 

inseguridad y desconfianza en la justicia. 

Con los precedentes vinculantes, todos los jueces del país deben seguir el mismo criterio. Esto 

hace que la justicia sea más **predecible**, más **justa** y más **eficiente**. Los abogados 

pueden asesorar mejor a sus clientes porque saben qué va a pasar. Los trabajadores se sienten más 

protegidos porque saben que tienen derechos que serán reconocidos en cualquier parte del país. 
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El IX Pleno Jurisdiccional Supremo Laboral sobre el plazo de caducidad para impugnar sanciones 

disciplinarias distintas al despido es un marco jurídico que beneficia a todos: trabajadores, 

empleadores y el sistema de justicia en su conjunto. 

A los trabajadores les digo: conocidos sus derechos, actúen dentro del plazo establecido. No dejen 

que la caducidad se les vaya. Busquen asesoría legal oportuna. 

A los empleadores les digo: apliquen las sanciones disciplinarias de manera justa y documentada, 

y recuerden que después del plazo establecido, esas sanciones ya no pueden ser impugnadas. 

A los jueces les digo: apliquen el precedente vinculante de manera uniforme. Es su obligación y 

es lo que la justicia requiere. 

El derecho laboral peruano avanza hacia mayor claridad, mayor seguridad jurídica y mayor justicia 

para todos. Este precedente es un paso importante en esa dirección. 

Muchas gracias. 

Autor: Vega Ramos, Miguel Angel    
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5. Discurso Sobre “El Principio De Certeza” 

Muy buenos días, distinguido Dr. Alex Ricardo Zambrano Torres, compañeros y público presente. 

Es para mí un honor dirigirme a ustedes para exponer un tema fundamental dentro del Derecho 

Tributario: el principio de certeza.  

En el ámbito tributario, los principios constitucionales y legales orientan la creación y aplicación 

de los tributos. Entre ellos, el principio de certeza ocupa un lugar esencial, ya que exige que toda 

obligación tributaria sea clara, precisa y previsible. Su finalidad es evitar arbitrariedades y 

garantizar que tanto el Estado como los contribuyentes conozcan con seguridad sus derechos y 

obligaciones.  

El principio de certeza implica que todo tributo debe estar claramente definido en la ley. El 

contribuyente debe saber cuánto debe pagar, cuándo debe hacerlo, cómo debe cumplir la 

obligación y cuál es el fundamento legal del tributo. En ese sentido, Enrique Vidal Cárdenas señala 

que: “el contribuyente debe tener conocimiento seguro y claro de su obligación frente a la norma 

que rige el tributo” . Esta definición demuestra que la certeza tributaria busca brindar seguridad y 

confianza al ciudadano frente a la actuación del Estado.  

Históricamente, este principio tiene antecedentes muy importantes. Adam Smith, en su obra La 

riqueza de las naciones, afirmaba que el impuesto “debe ser cierto y no arbitrario”. Con ello quería 

expresar que el monto, la forma y el momento del pago debían ser conocidos claramente por el 

contribuyente. Esta idea sigue siendo relevante en la actualidad, porque un sistema tributario 

incierto genera inseguridad jurídica y afecta la confianza de la población.  

En el Perú, la Constitución de 1979 reconocía expresamente el principio de certeza tributaria. Sin 

embargo, la Constitución de 1993 ya no lo menciona de manera textual. A pesar de ello, la doctrina 

y la jurisprudencia consideran que este principio continúa vigente de forma implícita dentro del 

principio de legalidad y de la seguridad jurídica. Esto significa que, aunque no aparezca 

expresamente en la Constitución actual, sigue siendo obligatorio respetarlo en la creación y 

aplicación de los tributos.  

Una de las principales características del principio de certeza es la claridad normativa. La ley 

tributaria debe establecer con precisión todos los elementos esenciales del tributo, como el sujeto 
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activo y pasivo, la base imponible, la tasa y el plazo de pago. Sobre ello, Addy Mazz sostiene que: 

“todos los elementos deben aparecer delineados en la ley con precisión”. Por tanto, no puede 

dejarse al arbitrio de la administración tributaria aspectos fundamentales de la obligación fiscal.  

Otra característica importante es la previsibilidad. Las normas tributarias deben aplicarse hacia el 

futuro y no de manera retroactiva, ya que el contribuyente necesita estabilidad para planificar sus 

actividades económicas. Cuando las reglas cambian constantemente o se aplican sobre hechos 

pasados, se rompe la confianza y la seguridad jurídica.  

Precisamente, el principio de certeza se encuentra estrechamente relacionado con la seguridad 

jurídica. Esta implica que las personas puedan conocer previamente las normas que regulan sus 

obligaciones y confiar en la estabilidad del ordenamiento jurídico. En palabras del Manual de 

Derecho Tributario del Perú: “todo contribuyente conoce sus obligaciones y prerrogativas respecto 

del fisco, toda vez que los mismos se encuentran predeterminados de forma precisa”. De esta 

manera, el contribuyente no solo conoce sus deberes, sino también sus derechos frente a la 

administración tributaria.  

Asimismo, la certeza tributaria tiene gran importancia práctica y social. Un sistema tributario claro 

y estable favorece el cumplimiento voluntario de las obligaciones fiscales, reduce la evasión 

tributaria y disminuye los conflictos entre el Estado y los contribuyentes. Por el contrario, cuando 

existen normas ambiguas o contradictorias, aumentan las controversias y la percepción de 

injusticia.  

Un ejemplo importante en el Perú fue la reforma del concepto de devengo del Impuesto a la Renta 

en el año 2019. Antes de dicha reforma, la legislación no definía claramente este concepto y 

dependía de interpretaciones contables. Esto generaba incertidumbre para los contribuyentes. Por 

ello, el legislador incorporó una definición legal más precisa, buscando fortalecer la certeza 

tributaria y evitar interpretaciones ambiguas.  

Sin embargo, también es importante señalar que la certeza no significa que las normas tributarias 

deban permanecer inmóviles. Las leyes pueden modificarse de acuerdo con las necesidades 

económicas y sociales del país. No obstante, esos cambios deben realizarse de manera razonable, 

transparente y respetando siempre la seguridad jurídica de los contribuyentes.  
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En conclusión, el principio de certeza constituye uno de los pilares fundamentales del Derecho 

Tributario. Garantiza que los tributos sean claros, previsibles y conocidos por los ciudadanos, 

evitando arbitrariedades y fortaleciendo la seguridad jurídica. Además, favorece la confianza en el 

sistema fiscal y promueve el cumplimiento voluntario de las obligaciones tributarias. Por ello, el 

respeto a este principio resulta indispensable para construir un sistema tributario justo, eficiente y 

acorde con el Estado de Derecho. Muchas gracias por su atención. 

Autora: Velasquez Canaza, Yovana 
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6. Discurso Sobre “El Principio De Economía En La Recaudación” 

Buenas tardes, profesor y compañeros. 

Hoy voy a exponer sobre el principio de economía en la recaudación tributaria, un tema 

fundamental para comprender cómo el Estado obtiene los recursos necesarios para brindar 

servicios públicos de manera eficiente. 

Para comenzar, debemos saber que la recaudación tributaria es una de las principales fuentes de 

ingresos del Estado. Gracias a los impuestos que pagan los ciudadanos y las empresas, es posible 

financiar servicios esenciales como la educación, la salud, la seguridad y la infraestructura. Sin 

embargo, no basta con recaudar dinero; también es importante hacerlo de manera eficiente y con 

el menor costo posible. Precisamente, eso es lo que busca el principio de economía en la 

recaudación. 

Este principio establece que el Estado debe obtener los ingresos necesarios utilizando la menor 

cantidad posible de recursos humanos, materiales y financieros. En otras palabras, el costo de 

recaudar impuestos debe ser mucho menor que los ingresos obtenidos, garantizando así una 

administración eficiente de los recursos públicos. 

Para lograr este objetivo, las administraciones tributarias modernas utilizan sistemas tecnológicos, 

herramientas de control y mecanismos de fiscalización que permiten reducir costos y mejorar la 

eficiencia. Además, realizan proyecciones de recaudación para estimar cuánto dinero ingresará al 

Estado en el futuro. Estas proyecciones son importantes porque permiten planificar el presupuesto 

público y establecer metas de recaudación. 

Entre los métodos utilizados para proyectar la recaudación se encuentran los métodos 

econométricos, que emplean datos estadísticos y variables económicas, y el método directo, que 

considera cambios normativos y factores específicos que pueden afectar los ingresos tributarios. 

Otro aspecto importante es la incorporación de tecnología en los procesos de recaudación. El uso 

de pagos electrónicos, plataformas virtuales y sistemas digitales facilita el cumplimiento de las 

obligaciones tributarias por parte de los contribuyentes y reduce significativamente los costos 

administrativos. 
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Asimismo, las administraciones tributarias aplican diversas estrategias para mejorar la 

recaudación. Entre ellas destacan la normalización de la recaudación, la proyección de tributos, la 

incorporación de mejoras administrativas y la revisión constante de resultados. Estas acciones 

permiten detectar problemas, corregir errores y aumentar la eficiencia del sistema tributario. 

El control y seguimiento de la recaudación también cumplen un papel fundamental. Mediante 

sistemas de monitoreo y tableros de control, las autoridades pueden comparar los ingresos 

proyectados con los ingresos reales, identificar desviaciones y tomar decisiones oportunas. Esto 

ayuda a combatir problemas como la evasión fiscal y la morosidad, que reducen los ingresos del 

Estado. 

Además, el análisis de la recaudación por sectores económicos y regiones permite conocer qué 

actividades generan mayores ingresos y cuáles requieren una mayor supervisión. De esta manera, 

se fortalece la transparencia y se mejora la gestión pública. 

Por otro lado, existe el concepto de recaudación potencial, que representa el monto que el Estado 

debería obtener si todos los contribuyentes cumplieran correctamente con sus obligaciones. La 

diferencia entre esa cifra y la recaudación real se conoce como incumplimiento tributario, el cual 

incluye fenómenos como la evasión y la morosidad. Por ello, es necesario fortalecer los 

mecanismos de fiscalización, promover la educación tributaria y simplificar los procedimientos 

administrativos. 

En conclusión, el principio de economía en la recaudación busca maximizar los ingresos tributarios 

reduciendo los costos administrativos y operativos. La planificación, el control, el seguimiento y 

el uso de tecnología permiten mejorar la eficiencia tributaria y reducir la evasión fiscal. 

Finalmente, una administración tributaria eficiente beneficia tanto al Estado como a la sociedad, 

ya que permite financiar mejores servicios públicos, impulsar el desarrollo económico y contribuir 

al bienestar de toda la población. 

Muchas gracias por su atención. 

Autor: Velasquez Cornejo, Mathias Andre 
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7. Discurso Sobre “El Principio De Igualdad” 

Buenos días con todos. 

El día de hoy voy a desarrollar un tema fundamental dentro del Derecho, la Constitución y la vida 

en sociedad: el principio de igualdad. 

Hablar del principio de igualdad es hablar de uno de los pilares más importantes de todo Estado 

democrático y constitucional. La igualdad no es solamente una palabra que se menciona en las 

leyes o en los discursos políticos. La igualdad es una garantía que permite reconocer que todas las 

personas poseen la misma dignidad y que, por lo tanto, merecen el mismo respeto, la misma 

protección jurídica y las mismas oportunidades para desarrollarse dentro de la sociedad. 

Este principio tiene una gran importancia porque se relaciona directamente con la justicia. Una 

sociedad no puede considerarse justa si permite que algunas personas sean tratadas como 

superiores y otras como inferiores. Tampoco puede considerarse democrática si la ley protege solo 

a determinados grupos y deja en desventaja a otros. Por eso, el principio de igualdad cumple una 

función esencial: evitar privilegios indebidos, impedir discriminaciones injustificadas y garantizar 

que todas las personas sean reconocidas como sujetos de derechos. 

En el campo del Derecho, el principio de igualdad significa que todas las personas deben ser 

tratadas con imparcialidad por las normas, por las autoridades y por las instituciones del Estado. 

Sin embargo, este principio no debe entenderse de manera simple o superficial. Muchas veces se 

piensa que igualdad significa tratar a todos exactamente igual en cualquier situación, pero eso no 

siempre es correcto. En realidad, la igualdad exige tratar igual a quienes se encuentran en la misma 

situación y tratar de manera diferente a quienes se encuentran en situaciones distintas, siempre que 

esa diferencia tenga una justificación objetiva, razonable y constitucionalmente válida. 

Por eso, durante este discurso voy a explicar qué significa el principio de igualdad, cuál es su 

importancia en el Estado constitucional de derecho, cómo se diferencia la igualdad formal de la 

igualdad material, qué relación tiene con la no discriminación y por qué es indispensable para 

construir una sociedad más justa. 

1. Concepto del principio de igualdad 
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El principio de igualdad puede entenderse como el mandato jurídico y ético que reconoce que 

todas las personas tienen el mismo valor como seres humanos. Esto significa que ninguna persona 

puede ser considerada superior o inferior por motivos como su origen, raza, sexo, idioma, religión, 

opinión, condición económica, discapacidad, edad, orientación, cultura o cualquier otra 

característica personal o social. 

Desde una perspectiva jurídica, la igualdad implica que todas las personas son titulares de derechos 

y deberes. Nadie puede ser excluido arbitrariamente del goce de sus derechos, ni puede recibir un 

trato perjudicial sin una razón válida. La ley debe proteger a todos y no debe convertirse en un 

instrumento de privilegio o discriminación. 

En el Perú, el principio de igualdad está reconocido en la Constitución Política, específicamente 

en el artículo 2, inciso 2. Esta norma establece que toda persona tiene derecho a la igualdad ante 

la ley y que nadie debe ser discriminado por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, 

condición económica o de cualquier otra índole. Esto demuestra que la igualdad no es solo un ideal 

moral, sino un derecho fundamental protegido por el ordenamiento jurídico. 

Cuando decimos que la igualdad es un derecho fundamental, estamos afirmando que toda persona 

puede exigir que el Estado y los particulares respeten ese derecho. Por ejemplo, una persona puede 

reclamar si es discriminada en un centro de trabajo, en una institución educativa, en un 

establecimiento público o incluso en el acceso a un servicio. La igualdad, por tanto, no se queda 

en el plano teórico, sino que tiene aplicación concreta en la vida diaria. 

Sin embargo, también debemos precisar que el principio de igualdad no significa uniformidad. Las 

personas no somos idénticas. Tenemos distintas capacidades, necesidades, culturas, condiciones 

económicas, edades, experiencias y contextos. La igualdad no busca eliminar esas diferencias, sino 

impedir que esas diferencias sean usadas como justificación para excluir, humillar o limitar 

derechos. 

Por ejemplo, no sería correcto negar el acceso a un trabajo a una persona solamente por su origen 

social, por su género o por su forma de hablar. Tampoco sería correcto impedir que una persona 

con discapacidad acceda a una institución pública por falta de condiciones adecuadas. En estos 
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casos, el problema no está en la diferencia, sino en el trato injusto que se da a partir de esa 

diferencia. 

2. Igualdad ante la ley 

Uno de los aspectos más conocidos del principio de igualdad es la llamada igualdad ante la ley. 

Esta significa que todas las personas deben ser sometidas al mismo ordenamiento jurídico y que 

la ley debe aplicarse sin privilegios, favoritismos ni exclusiones arbitrarias. 

La igualdad ante la ley es una conquista histórica. En sociedades antiguas o absolutistas, no todas 

las personas eran tratadas de la misma manera. Existían privilegios para ciertos grupos, como la 

nobleza, el clero o las clases dominantes. Algunas personas tenían más derechos simplemente por 

su nacimiento, su apellido o su posición social. Frente a ello, el constitucionalismo moderno afirmó 

que todos los ciudadanos debían ser iguales ante la ley. 

En ese sentido, la igualdad ante la ley significa que nadie está por encima de la ley. Las autoridades, 

los funcionarios públicos, los ciudadanos comunes, los empresarios, los trabajadores y cualquier 

persona deben respetar las normas jurídicas. Este principio impide que existan ciudadanos de 

primera y segunda categoría. 

Sin embargo, la igualdad ante la ley no solo exige que la ley se aplique a todos. También exige 

que la ley misma no sea discriminatoria. Es decir, una norma jurídica no puede establecer 

diferencias injustificadas que afecten la dignidad o los derechos de ciertas personas. Si una ley 

excluye arbitrariamente a un grupo social, esa ley puede ser considerada contraria a la 

Constitución. 

Por ejemplo, si una norma estableciera que solo los hombres pueden acceder a determinado cargo 

público, estaría vulnerando el principio de igualdad. Si una institución educativa negara matrícula 

a una persona por su religión o por su origen, también estaría actuando de manera discriminatoria. 

Si una empresa pagara menos a una trabajadora solo por ser mujer, sin ninguna razón objetiva, se 

estaría afectando el derecho a la igualdad. 
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Por eso, la igualdad ante la ley cumple una doble función. Primero, obliga a que la ley se aplique 

de manera imparcial. Segundo, exige que el contenido de la ley respete la dignidad y los derechos 

de todas las personas. 

3. Igualdad formal e igualdad material 

Para comprender mejor este principio, es necesario diferenciar entre igualdad formal e igualdad 

material. 

La igualdad formal es aquella que reconoce que todas las personas son iguales ante la ley. Se basa 

en la idea de que la norma jurídica debe tratar a todos de manera general e imparcial. Esta igualdad 

es importante porque impide privilegios legales y discriminaciones directas. 

Por ejemplo, la igualdad formal significa que todos tienen derecho a presentar una demanda, todos 

tienen derecho a la defensa, todos pueden acceder a servicios públicos y todos deben cumplir las 

normas. Desde esta perspectiva, la ley no debe favorecer arbitrariamente a unos ni perjudicar 

injustamente a otros. 

Sin embargo, la igualdad formal no siempre es suficiente. Esto se debe a que en la realidad social 

no todas las personas parten de las mismas condiciones. Hay personas que nacen en contextos de 

pobreza, exclusión, discriminación, falta de acceso a educación, violencia o marginación. Si el 

Estado simplemente dice “todos son iguales” pero no corrige esas desigualdades reales, entonces 

la igualdad queda solo en el papel. 

Por eso surge la igualdad material o igualdad real. Esta busca que la igualdad no sea únicamente 

reconocida por la ley, sino que pueda vivirse en la práctica. La igualdad material reconoce que 

algunas personas o grupos necesitan medidas especiales para superar condiciones de desventaja. 

Por ejemplo, las personas con discapacidad pueden necesitar rampas, intérpretes, adaptaciones 

educativas o condiciones laborales especiales. Eso no significa darles un privilegio indebido, sino 

garantizar que puedan ejercer sus derechos en igualdad de condiciones. De la misma manera, los 

programas de apoyo a sectores vulnerables, las becas educativas, las políticas contra la violencia 

de género o las medidas de inclusión laboral pueden ser expresiones de igualdad material. 
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Aquí aparece una idea muy importante: tratar igual a todos no siempre produce justicia. Si dos 

personas están en condiciones completamente diferentes, aplicarles exactamente la misma regla 

puede profundizar la desigualdad. Por eso, la verdadera igualdad exige analizar las circunstancias 

de cada caso. 

Un ejemplo sencillo puede ayudar a entenderlo. Si en una universidad todos los estudiantes tienen 

derecho a rendir examen, eso expresa igualdad formal. Pero si un estudiante tiene una discapacidad 

visual y necesita un examen en formato accesible, darle esa adaptación expresa igualdad material. 

No se le está regalando una ventaja injusta, sino permitiendo que compita y participe en 

condiciones reales de igualdad. 

Por eso, la igualdad material complementa a la igualdad formal. La primera reconoce el derecho 

en la norma; la segunda busca hacerlo efectivo en la realidad. 

4. Igualdad y no discriminación 

El principio de igualdad está directamente relacionado con el principio de no discriminación. 

Aunque ambos conceptos se parecen, no son exactamente lo mismo. 

La igualdad es el derecho general a recibir un trato justo y equivalente frente a la ley y las 

instituciones. La no discriminación, en cambio, es la prohibición de realizar distinciones 

injustificadas basadas en motivos prohibidos o irrazonables. 

Discriminar significa tratar de manera desfavorable a una persona o grupo por razones que no 

deberían influir en el reconocimiento de sus derechos. Puede existir discriminación por raza, 

género, edad, discapacidad, idioma, religión, condición económica, orientación, nacionalidad, 

origen social, entre otros motivos. 

La discriminación puede presentarse de varias formas. Puede ser directa, cuando el trato desigual 

es evidente. Por ejemplo, cuando se dice expresamente que una persona no será contratada por ser 

mujer, por ser de determinada región o por tener discapacidad. 

Pero también puede ser indirecta. La discriminación indirecta ocurre cuando una regla 

aparentemente neutral termina afectando de manera desproporcionada a un grupo vulnerable. Por 
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ejemplo, exigir requisitos innecesarios para acceder a un empleo puede excluir injustamente a 

determinadas personas, aunque la norma no mencione directamente una categoría discriminatoria. 

También existe discriminación estructural, que es más profunda y se relaciona con desigualdades 

históricas. Esta se presenta cuando ciertos grupos han sido excluidos durante mucho tiempo del 

acceso a educación, trabajo, salud, justicia o participación política. En esos casos, la igualdad 

requiere acciones más amplias del Estado. 

La no discriminación es importante porque protege la dignidad humana. Cuando una persona es 

discriminada, no solo se le niega una oportunidad concreta. También se le envía un mensaje de 

inferioridad, como si valiera menos que los demás. Por eso, la discriminación afecta la autoestima, 

la libertad, la participación social y el desarrollo personal. 

En una sociedad democrática, ninguna persona debe ser limitada por prejuicios. Las diferencias 

humanas deben ser respetadas, no utilizadas como motivo de exclusión. El principio de igualdad 

nos obliga a reconocer que la diversidad forma parte de la sociedad y que el Derecho debe 

protegerla. 

5. El principio de igualdad como límite al poder del Estado 

El principio de igualdad también funciona como un límite al poder del Estado. Esto significa que 

las autoridades públicas no pueden actuar de manera arbitraria ni establecer diferencias 

injustificadas entre las personas. 

El Estado tiene poder para crear leyes, aplicar sanciones, administrar servicios públicos, contratar 

personal, otorgar beneficios y resolver conflictos. Pero ese poder debe ejercerse respetando la 

igualdad. Si una autoridad favorece a ciertas personas por amistad, interés político, dinero o 

influencia, estaría vulnerando este principio. 

Por ejemplo, si una municipalidad entrega beneficios solo a personas cercanas a una autoridad, 

estaría actuando de manera desigual y arbitraria. Si una entidad pública contrata personal sin 

criterios objetivos y favorece a conocidos, también se afecta la igualdad de oportunidades. Si un 

juez resuelve casos similares de manera contradictoria sin justificación, puede afectar la igualdad 

ante la justicia. 
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Por eso, la igualdad exige que las decisiones estatales tengan razones objetivas. Toda diferencia 

de trato debe estar debidamente justificada. No toda distinción es discriminatoria, pero toda 

distinción debe tener una explicación razonable. 

Por ejemplo, no es discriminatorio exigir título profesional para ejercer una profesión técnica o 

especializada, porque existe una razón objetiva: proteger la calidad del servicio y la seguridad de 

las personas. Tampoco es discriminatorio establecer beneficios para adultos mayores o personas 

con discapacidad, porque se busca compensar una situación de vulnerabilidad. En cambio, sí sería 

discriminatorio negar un derecho por motivos de raza, sexo, religión u opinión. 

La clave está en determinar si la diferencia de trato tiene una finalidad legítima, si es razonable y 

si no afecta de manera desproporcionada los derechos de una persona o grupo. 

6. El principio de igualdad en la administración de justicia 

La igualdad también es fundamental en la administración de justicia. Todas las personas deben 

tener acceso a los tribunales y recibir un trato imparcial, sin importar su condición económica, 

social, cultural o política. 

Esto significa que una persona pobre debe tener la misma posibilidad de defender sus derechos 

que una persona con recursos económicos. También significa que los jueces deben resolver 

conforme a la Constitución, la ley y las pruebas del caso, no según favoritismos, presiones o 

prejuicios. 

En la práctica, el acceso a la justicia muchas veces enfrenta obstáculos. Hay personas que no 

conocen sus derechos, no pueden pagar un abogado, viven lejos de las instituciones judiciales o 

tienen miedo de denunciar. Por eso, el principio de igualdad exige que el Estado adopte medidas 

para facilitar el acceso a la justicia, especialmente para personas en situación de vulnerabilidad. 

La igualdad procesal también implica que las partes dentro de un proceso tengan oportunidades 

razonables para presentar pruebas, formular argumentos y defenderse. Si una de las partes no puede 

ejercer adecuadamente su defensa, el proceso deja de ser justo. 

Por ejemplo, en materia laboral, muchas veces el trabajador se encuentra en una situación de 

desventaja frente al empleador, porque el empleador suele tener mayor acceso a documentos, 
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recursos y asesoría legal. Por eso, el Derecho Laboral establece principios que buscan equilibrar 

esa relación. 

En materia penal, la igualdad también exige que toda persona acusada tenga derecho a defensa, a 

un debido proceso y a ser tratada como inocente hasta que se demuestre lo contrario. En materia 

civil, implica que las partes sean escuchadas en condiciones de imparcialidad. 

Por tanto, la igualdad no solo debe existir en la ley, sino también en la forma en que se administra 

justicia. 

7. Igualdad de oportunidades 

Otro aspecto importante es la igualdad de oportunidades. Esta significa que todas las personas 

deben tener posibilidades reales de acceder a educación, trabajo, salud, participación política y 

desarrollo personal. 

La igualdad de oportunidades no significa que todos obtendrán exactamente los mismos resultados. 

Las personas pueden tener distintos talentos, esfuerzos, decisiones y proyectos de vida. Sin 

embargo, lo que se busca es que nadie quede excluido desde el inicio por causas injustas. 

Por ejemplo, si una persona no puede acceder a educación de calidad por vivir en una zona pobre 

o alejada, sus oportunidades futuras se reducen. Si una persona no puede conseguir empleo por 

prejuicios relacionados con su género, edad o lugar de origen, no existe verdadera igualdad. Si un 

joven no puede continuar estudios superiores por falta de recursos, el Estado debe buscar 

mecanismos para reducir esa brecha. 

La igualdad de oportunidades es importante porque permite que el mérito y el esfuerzo tengan 

sentido. No se puede hablar realmente de mérito cuando algunas personas tienen todas las ventajas 

desde el inicio y otras enfrentan obstáculos estructurales. 

Por eso, las políticas públicas de educación, salud, empleo, inclusión social y protección de grupos 

vulnerables se relacionan directamente con el principio de igualdad. Un Estado que busca la 

igualdad no solo prohíbe la discriminación, sino que también crea condiciones para que las 

personas puedan desarrollar sus capacidades. 
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8. Igualdad en la vida cotidiana 

Aunque el principio de igualdad tiene una dimensión constitucional y jurídica, también se expresa 

en la vida diaria. No basta con que la Constitución reconozca la igualdad si en la sociedad se 

mantienen prácticas discriminatorias. 

La igualdad se vive en la familia, en la universidad, en el trabajo, en las instituciones públicas, en 

los espacios deportivos, en los medios de comunicación y en las relaciones sociales. Cada vez que 

una persona es ridiculizada por su forma de hablar, por su color de piel, por su condición 

económica o por su lugar de procedencia, se está afectando la igualdad. 

También se afecta la igualdad cuando se normalizan frases, bromas o actitudes que refuerzan 

prejuicios. Muchas veces la discriminación no se presenta de forma abierta, sino como costumbre. 

Sin embargo, que una práctica sea común no significa que sea correcta. 

En el ámbito universitario, por ejemplo, el principio de igualdad exige respeto entre estudiantes, 

docentes y autoridades. Nadie debe ser menospreciado por su origen, condición económica, forma 

de vestir, manera de expresarse o dificultades personales. La universidad debe ser un espacio de 

formación académica, pero también de convivencia democrática. 

En el trabajo, la igualdad implica que las personas sean evaluadas por su capacidad, 

responsabilidad y desempeño, no por prejuicios. También significa que debe existir igual 

remuneración por trabajo de igual valor, oportunidades de ascenso sin discriminación y ambientes 

laborales libres de hostilidad. 

En la convivencia social, la igualdad nos recuerda que todas las personas merecen respeto. No se 

trata de pensar todos igual ni de eliminar las diferencias, sino de convivir reconociendo la dignidad 

de cada persona. 

9. Igualdad, dignidad humana y democracia 

El principio de igualdad está profundamente relacionado con la dignidad humana. La dignidad 

significa que toda persona tiene un valor propio, que no depende de su dinero, poder, cargo, origen 

o apariencia. Toda persona merece respeto simplemente por ser persona. 
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Cuando se vulnera la igualdad, también se afecta la dignidad. Una persona discriminada no solo 

pierde una oportunidad, sino que es tratada como si tuviera menor valor. Por eso, la igualdad no 

es un tema secundario: es una condición para que los derechos humanos tengan sentido. 

La igualdad también es indispensable para la democracia. Una democracia no consiste únicamente 

en votar. También exige que todos los ciudadanos sean reconocidos como miembros de la 

comunidad política. Si ciertos grupos son excluidos, marginados o tratados como inferiores, la 

democracia se debilita. 

En una democracia verdadera, todas las voces deben tener valor. Las personas deben poder 

participar en la vida pública, acceder a información, expresar opiniones, organizarse y reclamar 

sus derechos. La igualdad permite que la ciudadanía no sea solo formal, sino real. 

Por eso, el principio de igualdad tiene una dimensión jurídica, social y política. Jurídica, porque 

está reconocido en la Constitución y en las leyes. Social, porque busca transformar relaciones 

injustas. Política, porque permite una ciudadanía más plena y participativa. 

10. Desafíos actuales del principio de igualdad 

A pesar de su reconocimiento constitucional, el principio de igualdad enfrenta muchos desafíos en 

la actualidad. 

Uno de ellos es la desigualdad económica. En muchos países, incluyendo el Perú, existen 

profundas diferencias entre quienes tienen acceso a servicios de calidad y quienes viven en 

condiciones de pobreza. Esta desigualdad afecta el acceso a educación, salud, vivienda, empleo y 

justicia. 

Otro desafío es la discriminación cultural y racial. Muchas personas siguen siendo tratadas de 

manera desigual por su origen, color de piel, idioma o costumbres. Esto demuestra que aún existen 

prejuicios históricos que deben ser enfrentados. 

También está la desigualdad de género. Aunque se han logrado avances, todavía existen brechas 

salariales, violencia contra la mujer, estereotipos y obstáculos para la participación plena de las 

mujeres en distintos espacios. 
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Asimismo, las personas con discapacidad enfrentan barreras físicas, sociales y laborales. Muchas 

veces el problema no está en la discapacidad en sí, sino en una sociedad que no crea condiciones 

adecuadas para la inclusión. 

Otro desafío moderno aparece en el ámbito digital. Actualmente, el acceso a internet, tecnología y 

educación digital también influye en la igualdad de oportunidades. Quienes no tienen conectividad 

o herramientas tecnológicas quedan en desventaja frente a quienes sí las tienen. 

Estos desafíos muestran que el principio de igualdad no es un tema terminado. Es una tarea 

permanente. Cada generación debe seguir construyendo condiciones más justas y eliminando 

formas nuevas y antiguas de discriminación. 

Autor: Ventura Huarachi, Renato Mathias 
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8. Discurso Sobre “El Principio De No Confiscación” 

Buenas tardes, profesor y compañeros. 

Antes de iniciar, quisiera plantear una pregunta: ¿hasta qué punto puede el Estado cobrar 

impuestos sin afectar injustamente el patrimonio de los ciudadanos? La respuesta a esta 

interrogante se encuentra en un principio fundamental del Derecho Tributario: el principio de no 

confiscación.  

Este principio constituye un límite al poder tributario del Estado y busca garantizar que los 

impuestos no absorban una parte excesiva de la renta, el capital o el patrimonio de los 

contribuyentes. En otras palabras, el Estado tiene la facultad de recaudar tributos para financiar los 

servicios públicos, pero no puede hacerlo de manera que prive a las personas del ejercicio efectivo 

de su derecho de propiedad.  

En el Perú, este principio se encuentra reconocido expresamente en el artículo 74 de la 

Constitución Política, donde se establece que el ejercicio de la potestad tributaria debe respetar los 

principios de legalidad, igualdad y no confiscatoriedad, señalando además que ningún tributo 

puede tener carácter confiscatorio.  

Desde el punto de vista doctrinario, la no confiscación significa que la carga tributaria no debe ser 

tan elevada que destruya la fuente productora de riqueza, afecte el mínimo vital de una persona o 

termine convirtiéndose en una forma encubierta de expropiación. Por ello, este principio funciona 

como una garantía de protección frente a posibles excesos del poder fiscal del Estado.  

Es importante diferenciar la confiscación de la expropiación. Mientras que la expropiación está 

permitida por la Constitución cuando existe necesidad pública y se paga una indemnización, la 

confiscación tributaria ocurre cuando, mediante impuestos excesivos, se produce un despojo 

patrimonial sin compensación alguna. Por esta razón, muchos autores la consideran una especie 

de expropiación encubierta.  

Ahora bien, ¿cómo se determina si un tributo es confiscatorio? 

El Tribunal Constitucional ha señalado que deben analizarse dos dimensiones. La primera es la 

dimensión cuantitativa, que evalúa qué porcentaje de la renta o patrimonio absorbe el impuesto. 
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Como criterio orientador, el Tribunal ha indicado que cuando un tributo supera el 50 % de la renta 

o del valor del bien podría considerarse confiscatorio, aunque cada caso debe analizarse 

individualmente.  

La segunda es la dimensión cualitativa, que analiza si el impuesto afecta la capacidad contributiva 

del ciudadano, destruye su fuente de ingresos o compromete su subsistencia. Es decir, aun cuando 

el porcentaje no sea extremadamente alto, podría existir confiscación si el impacto económico 

resulta desproporcionado.  

Respecto a la jurisprudencia, el Tribunal Constitucional ha desarrollado una sólida línea 

interpretativa sobre este principio. Destaca especialmente la sentencia del Expediente N.° 004-

2004-AI/TC, considerada el precedente más importante en la materia, donde se reafirma que 

ningún tributo puede convertirse en un instrumento de despojo económico para los contribuyentes.  

Asimismo, este principio puede aplicarse a diversos tributos, como el Impuesto a la Renta, el 

Impuesto Predial y los arbitrios municipales. En todos los casos, la exigencia es la misma: que el 

monto cobrado sea razonable, proporcional y acorde con la capacidad económica del 

contribuyente.  

Por otro lado, el principio de no confiscación guarda una estrecha relación con otros principios 

constitucionales, como la capacidad contributiva, el derecho de propiedad y la proporcionalidad. 

Todos ellos forman parte de un sistema de garantías destinado a evitar abusos y asegurar que la 

tributación sea justa.  

Finalmente, el ordenamiento jurídico peruano ofrece diversos mecanismos para proteger a los 

ciudadanos frente a tributos confiscatorios. Entre ellos se encuentran los procesos de amparo, las 

acciones de inconstitucionalidad, los procesos contencioso-administrativos y el control difuso que 

pueden ejercer jueces y autoridades administrativas.  

Para concluir, podemos afirmar que el principio de no confiscación es una garantía constitucional 

fundamental que protege el patrimonio de los ciudadanos frente a cargas tributarias excesivas. Su 

finalidad es lograr un equilibrio entre la necesidad del Estado de recaudar recursos y el respeto a 

los derechos fundamentales de los contribuyentes. Gracias a este principio, la tributación puede 

cumplir su función social sin convertirse en un mecanismo de abuso o despojo económico.  
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Muchas gracias por su atención. 

Autor: Vilca Espezua, Jossep Hernan  
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9. Discurso Sobre “El Principio De Capacidad Contributiva” 

Buenos días, distinguido docente y compañeros presentes. 

En esta oportunidad tengo el agrado de exponer sobre uno de los principios fundamentales del 

Derecho Tributario: el principio de la capacidad contributiva. Este principio constituye uno de los 

pilares esenciales sobre los cuales se construye un sistema tributario justo, equitativo y acorde con 

los valores constitucionales de un Estado democrático de derecho. Su importancia radica en que 

permite establecer criterios de justicia en la distribución de las cargas tributarias, garantizando que 

cada ciudadano contribuya al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con sus 

posibilidades económicas. 

Para comprender la relevancia de este principio, es necesario recordar que el Estado requiere 

recursos económicos para cumplir sus funciones fundamentales. La educación, la salud, la 

seguridad, la administración de justicia y la construcción de infraestructura pública son algunas de 

las actividades que demandan financiamiento permanente. Para obtener estos recursos, el Estado 

ejerce su potestad tributaria mediante la creación y cobro de impuestos. Sin embargo, este poder 

no puede ejercerse de manera arbitraria o ilimitada. A lo largo de la historia, el abuso del poder 

tributario generó conflictos sociales y graves injusticias, lo que llevó a la necesidad de establecer 

límites que protegieran a los ciudadanos frente a posibles excesos estatales. 

Es precisamente en este contexto donde surge el principio de la capacidad contributiva. Este 

principio parte de una idea sencilla pero profundamente justa: no todas las personas poseen la 

misma situación económica, por lo tanto, no todas deben soportar la misma carga tributaria. 

Mientras algunas personas cuentan con elevados ingresos, patrimonios importantes o una gran 

capacidad de consumo, otras apenas disponen de los recursos necesarios para satisfacer sus 

necesidades básicas. Por ello, la contribución al gasto público debe realizarse considerando las 

diferencias económicas existentes entre los miembros de la sociedad. 

La capacidad contributiva puede definirse como la aptitud económica que posee una persona para 

contribuir al sostenimiento de los gastos públicos. En otras palabras, representa la posibilidad real 

que tiene un individuo de soportar una carga tributaria sin que ello comprometa su subsistencia o 

afecte gravemente su patrimonio. Este concepto se encuentra estrechamente vinculado con la idea 
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de justicia tributaria, ya que busca que el sacrificio económico exigido por el Estado sea 

proporcional a las posibilidades económicas de cada contribuyente. 

Desde una perspectiva doctrinaria, diversos autores han desarrollado este concepto. Se considera 

que la capacidad contributiva refleja aquella parte de la riqueza o de los ingresos de una persona 

que puede ser destinada al pago de tributos sin afectar las condiciones mínimas necesarias para 

una vida digna. De esta manera, el sistema tributario debe reconocer las diferencias económicas 

existentes entre los contribuyentes y distribuir las cargas fiscales de manera proporcional. 

Uno de los antecedentes más importantes de este principio se encuentra en el pensamiento del 

economista escocés Adam Smith, quien en su célebre obra La riqueza de las naciones sostuvo que 

los ciudadanos deben contribuir al sostenimiento del Estado en proporción a sus respectivas 

capacidades económicas. Esta idea, formulada hace varios siglos, continúa siendo uno de los 

fundamentos más sólidos de los sistemas tributarios modernos. 

Ahora bien, resulta importante analizar la naturaleza jurídica de este principio. Durante mucho 

tiempo existió un debate doctrinario acerca de si la capacidad contributiva debía ser considerada 

únicamente como una recomendación dirigida al legislador o si constituía una verdadera norma 

jurídica obligatoria. Algunos autores sostenían que se trataba solamente de un ideal de justicia 

tributaria, cuya aplicación dependía de la voluntad política del legislador. Sin embargo, la posición 

predominante en la actualidad considera que la capacidad contributiva posee naturaleza jurídica 

vinculante y constituye un límite obligatorio al ejercicio del poder tributario. 

En el caso peruano, aunque la Constitución no menciona expresamente el principio de capacidad 

contributiva, la doctrina nacional sostiene que este se encuentra implícitamente reconocido a través 

de los principios constitucionales de igualdad y no confiscatoriedad establecidos en el artículo 74 

de la Constitución. Esto significa que el legislador, al momento de crear tributos, debe respetar 

necesariamente la capacidad económica de los contribuyentes y evitar situaciones que generen 

desigualdad o que impliquen una confiscación indebida de la riqueza privada. 

La relación entre capacidad contributiva e igualdad es particularmente importante. El principio de 

igualdad no significa que todas las personas deban pagar exactamente la misma cantidad de 

impuestos. Por el contrario, implica que quienes se encuentren en situaciones económicas similares 
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deben recibir un tratamiento tributario semejante, mientras que quienes posean capacidades 

económicas diferentes pueden y deben ser tratados de manera distinta. Esta diferenciación no 

constituye una discriminación arbitraria, sino una forma de alcanzar una verdadera justicia 

tributaria. 

Asimismo, la capacidad contributiva se encuentra vinculada con el principio de no 

confiscatoriedad. Un tributo resulta confiscatorio cuando absorbe una parte excesiva de la riqueza 

del contribuyente, afectando de manera desproporcionada su patrimonio o sus ingresos. La 

capacidad contributiva actúa entonces como un mecanismo de protección frente a posibles abusos 

fiscales, garantizando que los impuestos no se conviertan en instrumentos de expropiación 

encubierta. 

Otra de las características más importantes de este principio es que constituye un límite material 

al poder tributario del Estado. Cuando hablamos de límites al poder tributario, podemos distinguir 

entre límites formales y límites materiales. El límite formal está representado por el principio de 

legalidad, según el cual solo la ley puede crear tributos. En cambio, el límite material se refiere al 

contenido mismo de los tributos y exige que estos respeten determinados principios 

constitucionales. Dentro de estos límites materiales, la capacidad contributiva ocupa un lugar 

fundamental. 

Esto significa que el legislador no puede crear impuestos de manera arbitraria ni seleccionar 

libremente cualquier hecho como base de imposición. Los hechos gravados deben reflejar alguna 

manifestación de riqueza o capacidad económica. Por ejemplo, la obtención de ingresos, la 

posesión de patrimonio o la realización de gastos son situaciones que evidencian capacidad 

contributiva y, por lo tanto, pueden servir legítimamente como fundamento para la creación de 

tributos. 

En este sentido, la doctrina identifica tres principales manifestaciones de la capacidad contributiva. 

La primera es la obtención de renta o ingresos, que refleja la capacidad de una persona para generar 

riqueza. La segunda es la posesión de patrimonio, entendida como el conjunto de bienes y derechos 

que integran el patrimonio de un individuo. La tercera es el consumo o gasto, que evidencia la 

utilización de recursos económicos para adquirir bienes y servicios. Estas tres manifestaciones 
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constituyen los principales indicadores utilizados por los sistemas tributarios para determinar la 

capacidad económica de los contribuyentes. 

Además de ser un límite al poder tributario, la capacidad contributiva es considerada por gran parte 

de la doctrina como la causa jurídica del impuesto. Esto significa que la justificación última de la 

existencia de los tributos no se encuentra simplemente en la voluntad del Estado ni en la existencia 

de una ley que los establezca, sino en la capacidad económica que poseen los contribuyentes para 

colaborar con el financiamiento de los gastos públicos. 

Desde esta perspectiva, el impuesto no puede entenderse como una imposición arbitraria derivada 

únicamente de la soberanía estatal. Debe existir una razón que justifique la obligación de 

contribuir, y esa razón se encuentra precisamente en la capacidad económica de las personas. Solo 

cuando existe una manifestación de riqueza susceptible de ser gravada puede justificarse 

legítimamente la exigencia de un tributo. 

Este enfoque fortalece la legitimidad del sistema tributario y contribuye a generar una mayor 

aceptación social de los impuestos. Los ciudadanos suelen estar más dispuestos a cumplir con sus 

obligaciones tributarias cuando perciben que las cargas fiscales se distribuyen de manera justa y 

proporcional. Por el contrario, cuando los impuestos son percibidos como arbitrarios o injustos, 

aumenta la resistencia al cumplimiento tributario y se debilita la confianza en las instituciones 

públicas. 

La importancia de la capacidad contributiva trasciende el ámbito estrictamente jurídico. También 

cumple una función social y económica de gran relevancia. Al promover una distribución 

equitativa de las cargas tributarias, contribuye a reducir las desigualdades económicas y fortalece 

los principios de solidaridad y justicia social. Asimismo, permite que el sistema tributario se 

convierta en una herramienta para alcanzar una distribución más equilibrada de la riqueza dentro 

de la sociedad. 

En el contexto actual, caracterizado por profundas diferencias económicas entre distintos sectores 

de la población, la aplicación efectiva de este principio adquiere una importancia aún mayor. Los 

sistemas tributarios modernos enfrentan el desafío de garantizar que quienes poseen mayores 

recursos económicos contribuyan en una medida proporcionalmente superior al financiamiento del 
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Estado, sin afectar los derechos fundamentales de los contribuyentes ni desalentar la actividad 

económica. 

Finalmente, podemos afirmar que el principio de la capacidad contributiva constituye uno de los 

fundamentos esenciales del Derecho Tributario contemporáneo. Su función es garantizar que la 

potestad tributaria del Estado se ejerza dentro de parámetros de justicia, equidad y razonabilidad. 

Gracias a este principio, los tributos dejan de ser simples instrumentos de recaudación y se 

convierten en mecanismos orientados a promover la igualdad, la solidaridad y el bienestar 

colectivo. 

En conclusión, la capacidad contributiva representa la aptitud económica de los ciudadanos para 

contribuir al sostenimiento de los gastos públicos. Aunque no se encuentra expresamente 

reconocida en la Constitución peruana, se deriva de los principios de igualdad y no 

confiscatoriedad. Además, constituye un límite material al poder tributario del Estado y la causa 

jurídica que justifica la existencia de los impuestos. Por ello, su respeto resulta indispensable para 

garantizar un sistema tributario legítimo, eficiente y acorde con los valores constitucionales que 

sustentan nuestro Estado de derecho. 

Muchas gracias por su atención. 

Autora: Yupanqui Layme, Yeny Nayeli 

 

 

 

 

 

 

 


